
ASISTENCIA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz, por la que solicita el retiro de proposi-
ción con punto de acuerdo relativo a los calentadores de agua solares y calentado-
res de agua solares con respaldo de un calentador de agua que utilizan como com-
bustible gas LP o gas natural. Se tiene por retirada. Actualícense los registros
parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante la cual remite la infor-
mación relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas corres-
pondiente al mes de octubre de 2018, desagregada por tipo de fondo, efectuando
la comparación correspondiente al mes de octubre de 2017. Se turna a las Comi-
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siones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del Servicio de Administración Tributaria, por medio de la cual informa que, du-
rante octubre de 2018, a través de las autoridades aduaneras, como las unidades
competentes para dar destino a las mercancías de comercio exterior, únicamente
destinó bienes aptos para su uso y consumo. Se turna a la Comisión de Economía,
Comercio y Competitividad, para su atención.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, con la que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados, para atender la declaratoria de desastre
natural por la presencia de lluvia en municipios del estado de Quintana Roo. Se
turna a la Comisión de Protección Civil y Prevención de Desastres, para su cono-
cimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México, por la que remite dos con-
testaciones a puntos de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:

-Por el que se solicita a la Procuraduría General de la República y a sus homolo-
gas en las entidades federativas que, en el ámbito de competencia y de manera
conjunta y coordinada, realicen las investigaciones tendientes a identificar, san-
cionar y evitar la repetición de las conductas derivadas de la probable comisión de
delitos por el indebido ejercicio de los recursos públicos para los afectados por los
sismos de septiembre de 2017, en concreto, si existe una desviación de recursos
públicos. Se remite a la Comisión de Protección Civil y Prevención de Desastres,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-Por el que se exhorta a los gobiernos de las entidades federativas, al Instituto Na-
cional Electoral, a los organismos públicos locales y al Tribunal Electoral del Po-
der Judicial de la Federación, a garantizar los derechos y prerrogativas político-
electorales de las mujeres. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para
su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MINUTAS

SE CREA LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA
REPÚBLICA

De la Cámara de Senadores se recibió la minuta con proyecto de decreto por el que
se crea la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República. Se turna a la Co-
misión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la Cámara de Senadores se recibió la minuta con proyecto de decreto por el que
se reforman el artículo 22 y la fracción XXX del artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EFEMÉRIDE

CVIII ANIVERSARIO DE LA REVOLUCIÓN MEXICANA

En relación con el tema, hacen uso de la tribuna, en representación de su Grupo
Parlamentario:

-El diputado Jesús Sergio Alcántara Núñez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Mónica Bautista Rodríguez, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya, del PT.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Ricardo de la Peña Marshall, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Ismael Alfredo Hernández Deras, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Hernán Salinas Wolberg, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Olegaria Carrazco Macías, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada María Guillermina Alvarado Moreno, en nombre propio y de dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, presenta la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen, y a las Comisiones de Gobernación Población, y de Se-
guridad Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES Y LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

La diputada Cynthia Iliana López Castro, del Grupo Parlamentario del PRI, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 308
del Código Civil Federal, 79 del Código Federal de Procedimientos Civiles y 44
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de la Niñez y
Adolescencia, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

El diputado Miguel Acundo González, del Grupo Parlamentario del PES, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 35 de la Ley Or-
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gánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DE CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS CONOCI-
MIENTOS TRADICIONALES DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍ-
GENAS Y MODIFICA LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DE-
SARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamentario del PT, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Conservación y
Protección de los Conocimientos Tradicionales de los Pueblos y Comunidades In-
dígenas y reforma y adiciona los artículos 2o. y 6o. y de la Ley de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. Se turna a la Comisión de
Pueblos Indígenas, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Martha Angélica Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de MC,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud y el artículo 199 del Código Penal Federal.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen, y a la Comisión de Justicia, para
opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Antonio Ortega Martínez, del Grupo Parlamentario del PRD, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 28 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL BANCO DE MÉXICO Y LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRA-
CIÓN PÚBLICA FEDERAL

El diputado Antonio Ortega Martínez, del Grupo Parlamentario del PRD, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 2o. de
la Ley del Banco de México y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen, y
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE MIGRACIÓN

El diputado Rogelio Rayo Martínez, en nombre propio y de diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del PVEM, presenta la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 11 de la Ley de Migración. Se turna a la Comisión de
Asuntos Migratorios, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS
MISMAS

El diputado Carlos Alberto Morales Vázquez, presenta la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Ser-
vicios Relacionados con las Mismas. Se turna a la Comisión de Transparencia y
Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Juan Carlos Romero Hicks, en nombre propio y de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES

La diputada Rocío Barrera Badillo, del Grupo Parlamentario de Morena, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales. Se turna a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Jorge Luis Preciado Rodríguez, en nombre propio y de diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

La diputada Soraya Pérez Munguía, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna a la Comisión de Desarrollo So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL

La diputada Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Nacional de Ejecución Penal. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

La diputada Martha Elisa González Estrada, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 46 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la Co-
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misión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Natu-
rales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 154 y 162
de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY AGRARIA

El diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 18 de
la Ley Agraria. Se turna a la Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrí-
cola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

La diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de More-
na, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 46 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, por el que
se crea el Comité de Parlamento Abierto. Se turna a la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

La diputada Lorena del Socorro Jiménez Andrade, del Grupo Parlamentario de
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 18
de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales. Se turna a la Co-
misión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

El diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 28 y 29 de
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental. Se turna a la Comisión de Medio
Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DECLARA LA ÚLTIMA SEMANA DE FEBRERO DE CADA AÑO, COMO
LA SEMANA NACIONAL DE LA SALUD AUDITIVA

La diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara la última semana de fe-
brero de cada año, como la Semana Nacional de la Salud Auditiva. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

La diputada Nayeli Salvatori Bojalil, del Grupo Parlamentario del PES, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 87 Bis 2
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna
a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS
ELECTORALES Y LEY GENERAL DEL SISTEMA DE MEDIOS DE IMPUG-
NACIÓN EN MATERIA ELECTORAL

La diputada Margarita García García, en nombre propio, del diputado Ángel Ben-
jamín Robles Montoya, y de diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
PT, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y deroga diversas
disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, para
simplificar la tramitación de la iniciativa ciudadana. Se turna a la Comisión de Ré-
gimen, Reglamento y Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y a la Comisión de
Gobernación y Población, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

La diputada Martha Angélica Zamudio Macías, del Grupo Parlamentario de MC,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 47 Bis de la
Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario del PRD, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

El diputado Jesús Carlos Vidal Peniche, del Grupo Parlamentario del PVEM, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 3o. y 23 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Na-
turales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

El diputado Juan Martínez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 5o. de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Comisión de Comunica-
ciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada María Marcela Torres Peimbert, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

El diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 74 y 139 de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Se turna a la Comisión
de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La diputada Carmen Patricia Palma Olvera de Morena, presenta la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 25 de la Ley General de Educación.
Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, en nombre propio y de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social. Se turna
a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, LEY GENERAL
DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN Y LEY GENERAL DE 
INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

El diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Grupo Parlamentario de
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción y de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales. Se turna a la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN, LEY
GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, LEY ORGÁNICA
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA Y LEY GENE-
RAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

El diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Grupo Parlamentario de
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas, de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa y de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Grupo Parlamentario de
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

La diputada Flor Ivone Morales Miranda, en nombre propio y de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Morena, presenta la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPUESTAS DE ACUERDO DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

SE REVISE LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A FIN DE
COMBATIR EL ABIGEATO

Se recibe acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que exhorta respe-
tuosamente al encargado del despacho de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca y al Comisionado Nacional de Seguridad, a que revisen la aplicación de los ar-
tículos 381 ter y 381 quáter del Código Penal Federal, a fin de combatir de manera
eficaz el delito de abigeato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su Grupo Parlamentario, intervienen:

-La diputada Lyndiana Elizabeth Bugarín Cortés, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Guadalupe Aguilera Rojas, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Eduardo Ron Ramos, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Emilio Manzanilla Téllez, del PT. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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-La diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Juan Francisco Espinoza Eguia, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Guadalupe Romo Romo, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Ediltrudis Rodríguez Arellano, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, para rectificar hechos, participa:

-El diputado José Ricardo Delsol Estrada, de Morena.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES DE URGENTE RESOLUCIÓN

APLICACIÓN DE LA NORMA Y EJERCICIO ADECUADO DE LOS RECUR-
SOS RECAUDADOS POR CONCEPTO DEL IMPUESTO A LOS ALIMENTOS
CON ALTA DENSIDAD CALÓRICA Y BEBIDAS AZUCARADAS

El diputado Erik Isaac Morales Elvira, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, a reforzar la aplicación de la normatividad regulatoria y
ejerza y transparente los recursos recaudados por concepto del Impuesto sobre
Producción y Servicios a los alimentos no básicos con alta densidad calórica y be-
bidas azucaradas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a la proposición, hacen uso de la palabra:

-La diputada Leticia Marina Gómez Ordaz, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Antonio Ortega Martínez, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, de MC. . . . . . . . . . . . 

-La diputada Lizeth Sánchez García, del PT. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Elba Lorena Torres Díaz, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Frinne Azuara Yarzabal, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Martha Estela Romo Cuéllar, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Ignacio Benjamín Campos Equihua, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, para rectificar hechos, intervienen:

-El diputado Javier Ariel Hidalgo Ponce, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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-El diputado Miguel Alonso Riggs Baeza, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AMPLIACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA CARRE-
TERA DE BAJA CALIFORNIA SUR

El diputado Alfredo Porras Domínguez, en nombre propio y de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PT, presenta la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a
llevar a cabo la ampliación y construcción de la infraestructura carretera del esta-
do de Baja California Sur, en atención a la problemática de falta de caminos que
prevalece en dicha entidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a la proposición, hacen uso de la voz:

-El diputado Oscar Bautista Villegas, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Raymundo García Gutiérrez, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Jorge Alcibíades García Lara, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT. . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Luis García Duque, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Isaías González Cuevas, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Rigoberto Mares Aguilar, del PAN, quien presenta una propues-
ta de modificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Martha Patricia Ramírez Lucero, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por instrucciones de la Presidencia, la Secretaría da lectura a la propuesta de mo-
dificación, misma que se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INFORME SOBRE LAS FALLAS IDENTIFICADAS EN LA LÍNEA 3 DEL
TREN LIGERO DE LA ZONA METROPOLITANA DE GUADALAJARA

El diputado Juan Carlos Villarreal Salazar, del Grupo Parlamentario de MC, para
presentar la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal y a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a hacer público un in-
forme sobre las fallas identificadas en la línea 3 del tren ligero de la Zona Metro-
politana de Guadalajara. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Para referirse a la proposición, intervienen:

-El diputado Jesús Sergio Alcántara Núñez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Mónica Almeida López, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Juan Francisco Ramírez Salcido, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Santiago González Soto, del PT. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Francisco Javier Saldivar Camacho, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Pablo Guillermo Angulo Briceño, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Absalón García Ochoa, del PAN.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Laura Imelda Pérez Segura, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIÓN OFICIAL

De la Junta de Coordinación Política se recibe oficio por el que solicita modificar
el Orden del Día, en el rubro de publicidad de dictámenes. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta la modificación del Orden del Día. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTÁMENES PARA DECLARATORIA DE PUBLICIDAD

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA Y EL HIMNO NACIONALES

En consecuencia, y con fundamento en el artículo 87 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, la Presidencia anuncia la declaratoria de publicidad del dictamen de
la Comisión de Gobernación y Población, con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 34 de la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacio-
nales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIÓN OFICIAL

Se recibe oficio de la Junta de Coordinación Política, en relación con cambios de
integrantes y juntas directivas en comisiones. Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

La Presidencia turna diversas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones
con punto de acuerdo que no se presentaron en tribuna a las comisiones respecti-
vas, en términos de lo dispuesto por los artículos 100 y 102 del Reglamento de la
Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INTERVENCIONES DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

CARAVANA DE PIES CANSADOS EN CHIAPAS, Y SOLICITUD DE APOYO
PARA INTEGRANTES DE DIVERSAS ETNIAS EN CHIHUAHUA

-La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez, del PT, desde la curul. . . . . 

AGRESIÓN A POLICÍAS Y VOLUNTARIOS DE LA CRUZ ROJA MEXICA-
NA EN TAXCO

-El diputado Adolfo Torres Ramírez, del PAN, desde la curul.. . . . . . . . . . . . . . . 

RECONOCIMIENTO A LAS MUJERES QUE PARTICIPARON EN LA REVO-
LUCIÓN MEXICANA

-La diputada María Wendy Briceño Zuloaga, de Morena, desde la curul.. . . . . . . 

ACLARACIÓN SOBRE HECHOS EN SAN JUAN IXHUATEPEC

-El diputado Emilio Manzanilla Téllez, del PT, desde la curul, quien solicita un
minuto de silencio en honor a las víctimas de la explosión ocurrida hace 34 años,
mismo que se obsequia.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COBRO DE PEAJE EN TRAMO CARRETERO DE LA AUTOPISTA SIGLO
XXI EN MORELOS

-La diputada Brenda Espinoza López, de Morena, desde la curul. . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE LOS TRABAJOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN. 

APÉNDICE 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a diversas iniciativas con proyecto
de decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día
del martes 20 de noviembre de 2018, de conformidad con los artículos 100, nu-
meral 1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Presidencia del diputado 
Porfirio Muñoz Ledo

ASISTENCIA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Pido a la Se-
cretaría que haga del conocimiento de esta Presidencia el re-
sultado del cómputo de asistencia de diputadas y diputados.

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: Se in-
forma a la Presidencia que existen registrados previamente
329 diputadas y diputados, por lo tanto, hay quórum.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo (a las
11:06 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura al orden
del día.

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, pre-
sidente.  Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias del primer año de
ejercicio de la LXIV Legislatura.

Orden del día 

Martes 20 de noviembre de 2018

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la diputada Ana Lilia Guillén Quiroz

Solicita el retiro de proposición con punto de acuerdo.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Remite la información relativa al pago de las participa-
ciones a las entidades federativas correspondiente al mes

de octubre de 2018, desagregada por tipo de fondo, efec-
tuando la comparación correspondiente al mes de octu-
bre de 2017.

Del Servicio de Administración Tributaria

Informa que, durante octubre de 2018, el Servicio de Ad-
ministración Tributaria, a través de las autoridades aduane-
ras, como las unidades competentes, para dar destino a las
mercancías de comercio exterior, únicamente destinó bie-
nes aptos para su uso y consumo.

De la Secretaría de Gobernación

Remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, para atender la declaratoria de de-
sastre natural por la presencia de lluvia en municipios del
estado de Quintana Roo.

De la Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México

Remite dos contestaciones a Puntos de Acuerdo aprobados
por la Cámara de Diputados.

Minutas

Con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Orgá-
nica de la Fiscalía General de la República. 

Con proyecto de decreto por el que se reforman el artículo
22 y la fracción XXX del artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Propuesta de acuerdo de los órganos de gobierno

Efeméride

Con motivo de “CVIII Aniversario de la Revolución Mexi-
cana”, a cargo de los Grupos Parlamentarios.

Iniciativas

Que expide la Ley General de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, Reglamentaria del Artículo 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Marcela
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Torres Peimbert, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 213-Bis del Código Penal Federal,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de paridad de género, suscrita por diputadas integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos, a fin de garantizar la paridad de
género en la integración de los órganos de dirección de los
partidos políticos, a cargo de la diputada Lizbeth Mata Loza-
no, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de revocación de mandato, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma los artículos 76, 89 y 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres, suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que adiciona el artículo 35 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 76 y adiciona un artículo 137 a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 20 de la Ley de Nacionalidad, a
cargo de la diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 51 y 325 del Código Penal Fede-
ral, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que adiciona el artículo 94 de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo de la diputada Fabiola Raquel Guadalu-
pe Loya Hernández, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que deroga la fracción II del artículo 14 de la Ley Federal
de Responsabilidad Patrimonial del Estado, a cargo de la
diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 91 Bis a la Ley de la Propiedad
Industrial, a cargo del diputado Eduardo Ron Ramos, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ruth
Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica, a cargo
del diputado Armando González Escoto, del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Militar de Procedimientos Penales, suscrita por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 



Que adiciona el artículo 50 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, suscrita por los diputados Arturo
Escobar y Vega y Erika Mariana Rosas Uribe, de los Gru-
pos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co y de Morena. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Luis Al-
berto Mendoza Acevedo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 74 y 76 de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
a cargo de la diputada Ximena Puente de la Mora, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Jorge Alcibíades García Lara,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública,
a cargo del diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre, del Grupo
Parlamentario del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 8o. y 127 y adiciona un artículo
154 de la Ley General de Bienes Nacionales, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Archivos, suscrita por las diputadas Lilia Villa-
fuerte Zavala y Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 74 y 139 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional 

Que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Mario Alberto Ramos Tamez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Protección Civil, a cargo de la diputada Ruth
Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 51 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que adiciona el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Miguel
Acundo González, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social. 

Que expide la Ley de Conservación y Protección de los
Conocimientos Tradicionales de los Pueblos y Comuni-
dades Indígenas y reforma y adiciona los artículos 2o. y
6o. y de la Ley de la Comisión Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Indígenas, a cargo de la diputada
Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de facultades y obligaciones del Presidente de la Re-
pública y de zonas económicas especiales, a cargo de la
diputada María Rosete Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales y de la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral, para simplificar la tra-
mitación de la iniciativa ciudadana, suscrita por el diputado
Benjamín Robles Montoya y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano 
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Que reforma el artículo 26 de la Ley del Banco de México,
a cargo del diputado Benjamín Robles Montoya, del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma y adiciona los artículos 21, 115, 116 y 134 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 189 y deroga el artículo 190 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la diputada
Sandra Simey Olvera Bautista, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Luis Montalvo Luna, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. 

Que adiciona los artículos 17 y 18 de la Ley sobre el Escu-
do, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado
Raymundo García Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo de la diputada
María Marivel Solís Barrera, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que adiciona el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo de la diputada Mari-
na del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 167 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales y 343 Bis y 343 Ter del
Código Penal Federal, a cargo de la diputada Marina del
Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 17, 19, 33 y 38 de la Ley Gene-
ral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la
diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana

Gabriela Guevara Espinoza, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Que deroga la fracción II del artículo 42 de la Ley Federal
del Trabajo y reforma el artículo 96 de la Ley del Seguro
Social, a cargo del diputado Raymundo García Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Que reforma y adiciona el artículo 87 Bis 2 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo de la diputada Nayeli Salvatori Bojalil, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 283 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que expide la Ley que Regula el Uso de la Fuerza por los
Integrantes de las Instituciones Federales de Seguridad Pú-
blica, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 308 del Código Civil
Federal, 79 del Código Federal de Procedimientos Civiles
y 44 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, a cargo de la diputada Cynthia Iliana López
Castro, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Be-
atriz Dominga Pérez López, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Migración, a cargo de la diputada Maribel Martínez Ruiz,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma y adiciona el artículo 108 de la Ley General
de Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado Alan Je-
sús Falomir Saenz, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos y de la
Ley Orgánica de la Armada de México, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 



Que adiciona el artículo 6o. de la Ley de la Agencia Na-
cional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio
Ambiente del Sector Hidrocarburos, a cargo del diputado
Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, a cargo de la diputada Rocío Barrera Ba-
dillo, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 67 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Rocío Barrera Badillo, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 134, 139 y 157 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Rocío Barrera Badi-
llo, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria del Congreso de la Unión, a cargo del diputado Mario
Mata Carrasco, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que expide la Ley de los Impuestos Generales de Importa-
ción y de Exportación y reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Aduanera, a cargo de la diputada Ivonne
Liliana Álvarez García, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 28 de la Ley General de Cambio
Climático, a cargo del diputado Fernando Luis Manzani-
lla Prieto, del Grupo Parlamentario del Partido Encuen-
tro Social. 

Que adiciona diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en ma-
teria de conservación del medio ambiente, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 37 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo
del diputado Alejandro Carvajal Hidalgo, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 115, 212 y 216 de la
Ley General de Salud, a cargo del diputado Rubén Morei-
ra Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 251 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo del diputado Alejandro Carvajal Hidalgo, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 94 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma los artículos 20 y 23 de la Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia, a cargo de la
diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma los artículos 4o. y 7o. de la Ley Federal de
Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Irineo Molina Espinoza, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Na-
cional de Ejecución Penal, a cargo de la diputada Graciela
Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Manuel Rodríguez González, Julio César Ángeles Mendo-
za y Estela Núñez Álvarez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, en materia de
paridad de género, a cargo de la diputada Madeleine Bon-
nafoux Alcaraz, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Sora-
ya Pérez Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 390 del Código Penal
Federal y 167 del Código Nacional de Procedimientos Pena-
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les, a cargo de la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 40 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Héctor Yunes Landa, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Fer-
nando Luis Manzanilla Prieto, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona los artículos 146, 331 y 334 de la
Ley Federal del Trabajo y deroga la fracción II del artículo
13 de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado Juan
Francisco Ramírez Salcido, del Grupo Parlamentario Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 154 y 162 de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Mirtha Iliana Villalvazo
Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Juan Martí-
nez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley Agraria, a cargo del
diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada Lo-
rena del Socorro Jiménez Andrade, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena. 

Que adiciona el artículo 512 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Salud,
suscrita por los diputados Irineo Molina Espinoza y Be-
atriz Dominga Pérez López, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma los artículos 3o. y 10 de la Ley General para
la Atención y Protección a Personas con la Condición del
Espectro Autista, a cargo de la diputada Dulce María Mén-
dez de la Luz Dauzón, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 95 y 96 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Ma. Guadalupe Almaguer Pardo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 46 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, por el que se
crea el Comité de Parlamento Abierto, a cargo de la dipu-
tada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Ar-
tículo 123 Constitucional y de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina Ortíz, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar a todos los
trabajadores del país y sus familias una vida digna, suscri-
ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 1834 del Código Civil Federal, a
cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal y de la Ley General de Salud, suscrita por las
diputadas Verónica Beatriz Juárez Piña y Norma Azucena
Rodríguez Zamora, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 25 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Carmen Patricia Palma Olve-
ra, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 28 y 29 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, a cargo del diputado Justino Eu-
genio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ve-
rónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, de la Ley



General de Responsabilidades Administrativas, de la Ley
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, a cargo del diputado Miguel Ángel Jáuregui Mon-
tes de Oca, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo de la diputada Rosalinda
Domínguez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Sebastián Aguilera Brenes, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, suscrito por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Cámaras
Empresariales y sus Confederaciones, a cargo del diputado
Eraclio Rodríguez Gómez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público y de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, en materia de
compra consolidada de medicamentos, a cargo de la dipu-
tada Marcela Guillermina Velasco González, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Francisco Favela Peñuñuri, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma y adiciona los artículos137 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales y 78 de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, a cargo de la dipu-
tada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el Artículo Tercero Transitorio del Decreto
por el que se declara reformadas y adicionadas diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del sala-
rio mínimo, publicado en el DOF 27 de enero de 2016, a
cargo del diputado José Luis Montalvo Luna, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 36 de la Ley de
Migración, a cargo de la diputada María Libier González
Anaya, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 68 de la Ley General del Servicio
Profesional Docente, a cargo del diputado Jesús Fernando
García Hernández, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 186 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo de la diputada Lourdes Celenia Contreras
González, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano. 

Que reforma el artículo 101 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que adiciona el artículo 21 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, a cargo de la
diputada Lourdes Celenia Contreras González, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Beatriz Silvia Robles Gutié-
rrez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 326 y 327 del Código
Penal Federal y 28 de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la diputada
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y el artículo 198 del Código Penal Fede-
ral, a cargo de la diputada Martha Tagle Martínez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 113 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Gru-
po Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y el artículo 199 del Código Penal Fede-
ral, a cargo de la diputada Martha Tagle Martínez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Servicio de Administración Tributaria, de la Ley Gene-
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ral del Sistema Nacional Anticorrupción y de la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo
del diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo de la diputada Laura Martínez Gon-
zález, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las Mismas, suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 464 Quáter a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Luis Fernando Salazar Fernán-
dez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Sil-
via Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

De decreto por el que se declara la última semana de febrero
de cada año, como la Semana Nacional de la Salud Auditiva,
a cargo de la diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Ci-
vil, a cargo de la diputada Martha Angélica Zamudio Ma-
cías, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 139, 140 y 144 de la Ley de la
Industria Eléctrica, suscrita por el diputado Arturo Escobar
y Vega y diputados integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena. 

Que adiciona el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Silvia Lorena
Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, suscrita por el diputado Evaristo Lenin Pérez Rive-
ra y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que adiciona el artículo 37 de la Ley de Migración, a car-
go del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 2o. de la Ley del Banco
de México y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 37, 40 y 42 de la Ley
de Migración, a cargo del diputado Maximino Alejandro
Candelaria, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Em-
manuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 69 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
Luis Preciado Rodríguez y suscrita por diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona los artículos 7o. y 9o. de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a car-
go del diputado Pedro Pablo Treviño Villarreal, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Protección Civil, a cargo del diputado Jorge
Luis Preciado Rodríguez y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley del Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley de los
Sistemas de Ahorro para el Retiro, a cargo del diputado Isa-
ías González Cuevas, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Jorge Luis Preciado
Rodríguez y suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia pre-
supuestaria, a cargo del diputado Oscar Daniel Martínez
Terrazas y suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 



Que adiciona el artículo 46 de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo de la
diputada Martha Elisa González Estrada y suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del
diputado Víctor Gabriel Varela López, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma el Artículo Primero Transitorio del Decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Aduanera, publicado en el DOF el 25
de junio de 2018, suscrita por el diputado José Salvador
Rosas Quintanilla y diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 43 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los dipu-
tados Anilú Ingram Vallines y Rubén Ignacio Moreira
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado Ja-
vier Julián Castañeda Pomposo, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social. 

Que reforma los artículos 68 y 69 de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
apartado b) del Artículo 123 Constitucional, a cargo de la
diputada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. 

Que reforma el artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
Alcibíades García Lara, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 37 de la Ley Federal para el Fo-
mento de la Microindustria y la Actividad Artesanal, a car-
go de la diputada Mónica Almeida López, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 3o. y 23 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo
del diputado Carlos Alberto Morales Vázquez. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, a cargo de la diputada Car-
mina Yadira Regalado Mardueño, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 74 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado
Oscar Daniel Martínez Terrazas y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 35, 83, 84 y 89 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de
la diputada María Alemán Muñoz Castillo, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 21 y 23 de la Ley pa-
ra la Coordinación de la Educación Superior, a cargo del
diputado Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional,
a cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. 

Que reforma el artículo 11 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ulises
García Soto, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano, suscrita por el diputado Adolfo Torres Ramírez y
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los dipu-
tados René Juárez Cisneros y Rubén Ignacio Moreira
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 
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Que reforma los artículos 132 y 994 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 40 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 74 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Pablo
Gómez Álvarez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 47 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Fernando Luis Manzanilla Prieto,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 33 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Fernando Luis Manzanilla Prieto,
del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 11 de la Ley de Migración, suscri-
ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México. 

Proposiciones de urgente resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP, a
reforzar la aplicación de la normatividad regulatoria y ejer-
za y transparente los recursos recaudados por concepto del
Impuesto sobre Producción y Servicios a los alimentos no
básicos con alta densidad calórica y bebidas azucaradas, a
cargo del diputado Erik Isaac Morales Elvira, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SCT, a lle-
var a cabo la ampliación y construcción de la infraestruc-
tura carretera del estado de Baja California Sur, en atención
a la problemática de falta de caminos que prevalece en di-
cha entidad, suscrito por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los congre-
sos locales, a armonizar sus respectivas legislaciones con
la Ley General de Victimas, a cargo del diputado Juan Car-
los Villarreal Salazar, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno de
la Ciudad de México, a expedir justicia pronta y expedita
para el puntual esclarecimiento de los hechos y el deslinde
de responsabilidades con relación al operativo instrumen-
tado en el poblado de San Juan Ixhuatepec, el domingo 11
de noviembre del año en curso, a cargo de la diputada Ma-
ría Eugenia Hernández Pérez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a fortalecer acciones para
prevenir y atender las enfermedades respiratorias, a conse-
cuencia de la temporada de fríos, a cargo de la diputada
Frinne Azuara Yarzabal, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las autorida-
des encargadas de procuración y administración de justicia
del estado de Puebla, a dar cauce pronto y expedito a las
denuncias presentadas con motivo del robo de ganado en la
Región Norte de dicha entidad, a cargo de la diputada Mi-
guel Acundo González, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Encuentro Social. 

Con punto de acuerdo relativo a las caravanas provenientes
de Honduras y el Salvador, suscrito por la diputada Clau-
dia Angélica Domínguez Vázquez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo y diputados integrantes de la
Comisión de Asuntos Migratorios. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la STPS, a re-
forzar las acciones y medidas de supervisión tendientes a
erradicar la discriminación laboral por edad, y asimismo al
Conapred, a redoblar esfuerzos para evitar estas prácticas,
a cargo de la diputada Lourdes Celenia Contreras Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo relativo a atender a los vecinos y co-
munidades afectados por las obras de construcción del
Nuevo Aeropuerto Internacional de México, a cargo de la
diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 



Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sagarpa, para
que, a través del Senasica, refuerce la implementación de cer-
cos sanitarios en los procesos de importación de nauplios, lar-
vas, postlarvas, reproductores, productos y subproductos de-
rivados del camarón, para que, de forma preventiva se detecte
la presencia de la enfermedad de la cabeza amarilla (okavi-
rus) u otras enfermedades exóticas que pudieran afectar a la
producción de camarón nacional, a cargo del diputado Maxi-
miliano Ruiz Arias, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a garantizar el derecho a la
educación obligatoria de las y los adolescentes en priva-
ción de libertad, a cargo de la diputada Mariana Rodríguez
Mier y Terán, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno de
Puebla, para que a través de la Secretaría de Salud de la en-
tidad, investigue y en su caso sancione las irregularidades
relacionadas con el presunto ambiente de acoso laboral en
la Jurisdicción Sanitaria 1 del municipio de Huachinango,
a cargo de la diputada Miguel Acundo González, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, a garantizar que el cambio de administración no
afecte el funcionamiento del Programa Paisano durante
la temporada vacacional de fin de año, a cargo de la dipu-
tada Margarita García García, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas
autoridades, a reforzar las acciones y medidas de aten-
ción a niñas, niños y adolescentes migrantes que viajan
solos o acompañados procedentes de Centroamérica, con
el fin de garantizar su protección y derechos humanos a
su paso por los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Lourdes Celenia Contreras González, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se solicita a la JUCOPO
de esta Soberanía, a aprobar la creación de la Comisión Es-
pecial para la conmemoración del quinto centenario del
choque de dos culturas en 1519 y la caída de la gran Te-
nochtitlán en 1521, a cargo del diputado Rubén Terán
Águila, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Alcaldía de
Iztapalapa, a atender las observaciones realizadas por la
ASF dadas a conocer a través de su Informe del Resultado

de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2017,
suscrito por los diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo relativo a las desproporcionadas ta-
rifas de energía eléctrica que están cobrando en Baja Cali-
fornia Sur, a cargo de la diputada Ana Ruth García Grande
y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo. 

Con punto de acuerdo relativo a revisar los planes de edu-
cación física y aumentar la carga horaria que recibe la ma-
teria dentro de los planes de estudio de educación básica, a
cargo de la diputada Geraldina Isabel Herrera Vega, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas au-
toridades federales y del estado de Sonora, a evaluar en
conjunto la viabilidad de eximir del pago de peaje de las
casetas C2 “Hermosillo”, C4 “Esperanza”, C5 “Fundición”
y C6 “La Jaula” ubicadas en la carretera federal 15 en di-
cha entidad, a cargo del diputado Carlos Javier Lamarque
Cano, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
federal y de las entidades federativas, a garantizar que las
páginas web y los servicios electrónicos institucionales se-
an accesibles a las personas con discapacidad, suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo relativo a un programa de vivienda
a bajo costo para migrantes mexicanos en el extranjero y de
retorno que les permita hacerse de un patrimonio que posi-
bilite el bienestar familiar, a cargo de la diputada María Li-
bier González Anaya, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo relativo a los calentadores de agua
solares y aquellos que funcionan con respaldo de combus-
tible gas L.P. o gas natural, a cargo del diputado Ana Lilia
Guillen Quiroz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat y
Conafor, para que presenten la evaluación técnica que expli-
que a detalle la propiedad y el régimen de tenencia de la tie-
rra y las acciones implementadas para proteger los derechos
de ejidatarios, comuneros y pueblos indígenas, a cargo de la
diputada Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 
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Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sagarpa,
a Conapesca y al Inapesca, para que concedan permisos
de pesca comercial de camarón en embarcaciones meno-
res, en favor de las cooperativas pesqueras chiapanecas y
asesorar a las mismas para que puedan acceder a los apo-
yos que se otorgan por medio de los programas federales,
a cargo del diputado José Luis Elorza Flores, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sedatu, a
incorporar al estado de Tlaxcala en el Programa Regional
de Desarrollo Sur-Sureste, a cargo del diputado Rubén Te-
rán Águila, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a velar por el interés supe-
rior de la niñez migrante acompañada y no acompañada de
los menores de edad que viajan en las denominadas “Cara-
vanas Migrantes”, a cargo del diputado Ulises García Soto,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a verificar la aplicación y
cumplimiento de la NOM-007-SSA3-2012 para la organi-
zación y funcionamiento de los laboratorios clínicos, y de-
más normas aplicables, y señalar las medidas y las accio-
nes de vigilancia sanitaria para que los laboratorios clínicos
cumplan con requisitos de calidad y competencia, a cargo
de la diputada Ana Patricia Peralta de la Peña, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a vigilar y proteger a los
pescadores del estado de Oaxaca con la finalidad de evitar
extorsiones por parte de autoridades de Sagarpa, así como
regular sus permisos para ejercer dicha actividad, a cargo
del diputado Armando Contreras Castillo, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Con punto de acuerdo relativo a diseñar e implementar po-
líticas públicas, para proporcionar cobertura universal
efectiva y de alta calidad en el sector salud en el Estado de
México, a cargo del diputado Juan Ángel Bautista Bravo,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas au-
toridades federales, estatales y municipales, para que, im-
pulsen campañas dirigidas a difundir mayor información
sobre las enfermedades cardíacas que afectan a las niñas,
niños y adolescentes, a cargo de la diputada Ana Patricia
Peralta de la Peña, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal y al Gobierno de Chiapas, para que se anticipe la
entrega de insumos agrícolas al periodo de siembra, y así
garantizar la seguridad en la producción de cultivos bási-
cos, a cargo del diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP, a
informar periódica y públicamente el avance y cumpli-
miento del Programa de Inversión en Certificados de In-
fraestructura Educativa Nacional (CIEN), a cargo de la
diputada Jannet Téllez Infante, del Grupo Parlamentario
de Morena.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Consulte
la Secretaría si se dispensa la lectura del acta de la sesión
anterior.

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: En vo-
tación económica se consulta si se dispensa la lectura al
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Gra-
cias. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa,
presidente. Se dispensa la lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves quince de noviembre de
dos mil dieciocho, correspondiente al Primer Periodo de
Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Cuarta Legislatura.

Presidencia del diputado
Porfirio Muñoz Ledo

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos-
cientos sesenta y seis diputadas y diputados, a las once ho-
ras con cinco minutos del día quince de noviembre de dos
mil dieciocho, la Presidencia declara abierta la sesión. 

En votación económica se pregunta a la Asamblea si se dis-
pensa la lectura al Orden del Día.



Desde su curul el diputado José Elías Lixa Abimerhi,
del Partido Acción Nacional, realiza comentarios. La
Presidencia hace aclaraciones.

por mayoría de los presentes se dispensa la lectura al Or-
den del Día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lec-
tura del acta de la sesión anterior, y de la misma manera se
aprueba. 

Desde sus respectivas curules realizan comentarios los
diputados: para moción de orden José Gerardo Rodolfo
Fernández Noroña, del Partido del Trabajo; relativo al
acta de la sesión vespertina; José Elías Lixa Abimerhi y
Jorge Arturo Espadas Galván, ambos del Partido Acción
Nacional; Pablo Gómez Álvarez, de Morena; y Jorge
Luis Preciado Rodríguez, del Partido Acción Nacional.
La Presidencia hace aclaraciones, y somete a considera-
ción de la Asamblea, las precisiones hechas por los
diputados del Partido Acción Nacional, que en votación
económica no se aceptan. 

Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva, con la que comunica la modifica-
ción de turno a:

• La proposición con punto de acuerdo, relativo a los
afectados por el conflicto del funcionamiento de la
granja porcícola en Homún, Yucatán, y a realizar un
nuevo estudio que tenga como observancia el decreto
número ciento diecisiete del gobierno del estado que es-
tablece el área natural protegida denominada Reserva
Estatal Geohidrológica del Anillo de Cenotes, presenta-
da por el diputado Limbert Iván de Jesús Interian Galle-
gos, de Morena, el veintitrés de octubre de dos mil die-
ciocho. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente,
Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Natura-
les, para dictamen.

• La iniciativa con proyecto de decreto, por el que se re-
forman y adicionan los artículos dieciocho de la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los
Municipios; y cincuenta y cuatro de la Ley General de
Contabilidad Gubernamental, presentada por el dipu-
tado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, de Morena,
el seis de noviembre de dos mil dieciocho. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men, y a la Comisión de Federalismo y Desarrollo Mu-
nicipal, para opinión.

Se modifica el turno de la proposición e iniciativa mencio-
nadas. Actualícense los registros parlamentarios.

b) De la Cámara de Senadores, con la que remite acuerdo,
por el que exhorta a la Cámara de Diputados a que asigne
y amplíe recursos del fondo del apoyo a migrantes del fon-
do para fronteras, destinados a la franja fronteriza norte del
país. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su atención.

c) De la Secretaría de Gobernación, con la que remite con-
testación a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados para realizar las gestiones pertinentes para el se-
guimiento y atención especial a los afectados por el hura-
cán “Willa” y la tormenta Tropical “Vicente”. Se turna a la
Comisión de Protección Civil y Prevención de Desastres,
para su conocimiento. 

Como siguiente punto del Orden del Día, la Presidencia
concede el uso de la palabra para presentar iniciativas con
proyecto de decreto a las siguientes diputadas y diputados:

• Benjamín Robles Montoya, del Partido del Trabajo:

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la
Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para opinión.

– Que adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Deuda Pública. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma los artículos dieciocho, y
veintisiete de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación y
Población, para dictamen.

• Irineo Molina Espinoza, de Morena, que reforma el ar-
tículo veintidós de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen.

A las once horas con cuarenta y cuatro minutos, por ins-
trucciones de la Presidencia, se cierra el sistema electróni-
co de asistencia con un registro de cuatrocientos cuarenta y
siete diputadas y diputados.
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• Annia Sarahí Gómez Cárdenas, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, de la Ley General de Cambio
Climático y de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Servicios del Sector Público. Se turna a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales para dictamen; y a la
Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales, para opinión.

Desde su curul el diputado Sergio Mayer Breton, de Morena,
solicita un minuto de aplausos en memoria del escritor, aca-
démico y diplomático mexicano, Fernando del Paso Moran-
te, considerado uno de los mejores expositores de la narrati-
va mexicana del siglo veinte. La Presidencia obsequia dicha
solicitud, e invita a la Asamblea a ponerse de pie.

Continúa la presentación de iniciativas con proyecto de de-
creto y se concede el uso de la palabra a las diputadas y a
los diputados:

• Claudia Pastor Badilla, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma el artículo ciento cinco de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

• Olga Patricia Sosa Ruiz, del Partido Encuentro Social,
que adiciona el artículo ciento dieciséis de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen.

• Mary Carmen Bernal Martínez, del Partido del Traba-
jo, que deroga diversas disposiciones de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado y la Ley del Seguro Social. Se turna a
la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men; y a la Comisión de Seguridad Social, para opinión.

• María del Pilar Lozano Mac Donald, de Movimiento
Ciudadano, que reforma y adiciona los artículos veinti-
séis, veintiocho, y cuarenta y dos bis, de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal. Se turna a la
Comisión de Gobernación y Población, para dictamen.

• Frida Alejandra Esparza Márquez, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones del Código Penal Federal en materia
de maltrato animal. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.

• Leticia Mariana Gómez Ordaz, y suscrita por dipu-
tados de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde
Ecologista de México y de Morena, que adiciona el ar-
tículo ciento treinta y dos de la Ley Federal del Trabajo.
Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

• Simey Olvera Bautista, de Morena, que reforma el ar-
tículo treinta y siete, de la Ley Federal de Cinematogra-
fía. Se turna a la Comisión Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

• Felipe Fernando Macías Olvera, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo diecinueve de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

En su oportunidad y desde su curul la diputada Ana Ruth
García Grande, del Partido del Trabajo, realiza comenta-
rios relativos a la iniciativa presentada por el diputado Fe-
lipe Fernando Macías Olvera, del Partido Acción Nacional.

• Anilú Ingram Vallines, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del
Seguro Social. Se turna a la Comisión Trabajo y Previ-
sión Social, para dictamen; y a la Comisión de Seguri-
dad Social, para opinión.

• Juan Martínez Flores, de Morena, que reforma diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

• Dulce Alejandra García Morlan, del Partido Acción
Nacional, que adiciona el artículo setenta y tres de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

• Nelly Carrasco Godínez, de Morena, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Salud, para



tener derecho al acceso a la reconstrucción mamaria gra-
tuita. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

• Juan Ángel Bautista Bravo, y suscrita por diputados de
Morena, que reforma los artículos: sexto; y cuadragési-
mo tercero transitorio, de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.
Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

• Socorro Irma Andazola Gómez, de Morena, por el que
se declara el veintiocho de abril de cada año como “Día
Nacional de la Herbolaria y la Medicina Tradicional
Mexicana”. Se turna a la Comisión de Gobernación y
Población, para dictamen.

Presidencia de la diputada
Dulce María Sauri Riancho

• Marina del Pilar Ávila Olmeda, de Morena, que adi-
ciona el artículo treinta y tres, de la Ley General de Edu-
cación. Se turna a la Comisión de Educación, para dic-
tamen.

• Karen Michel González Márquez, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

• Laura Barrera Fortoul, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, que reforma y adiciona el artículo cuarto, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

• Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Partido En-
cuentro Social, que reforma y adiciona el artículo
ochenta y cuatro de la Ley General de Población. Se tur-
na a la Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen.

• Ana Ruth García Grande, del Partido del Trabajo, que
reforma diversas disposiciones del decreto por el que se
establece el horario estacional que se aplicará en los Es-
tados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Energía, para dictamen.

• Mario Alberto Rodríguez Carrillo, y suscrita por dipu-
tados de Movimiento Ciudadano, que reforma diversas
disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamien-

tos y Servicios del Sector Público. Se turna a la Comi-
sión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

• Norma Azucena Rodríguez Zamora, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma el artículo sexto,
de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Beatriz Manrique Guevara, y suscrita por diputados
del Partido Verde Ecologista de México, que reforma el
artículo cincuenta y uno, de la Ley General de Vida Sil-
vestre. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sus-
tentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales,
para dictamen.

Presidencia del diputado
Marco Antonio Adame Castillo

• María Teresa López Pérez, de Morena, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Cultura y Derechos Culturales. Se turna a la Comisión
de Cultura y Cinematografía, para dictamen.

• Silvia Guadalupe Garza Galván, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Cambio Climático. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

• Ximena Puente de la Mora, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que adiciona el artículo cuarenta y
ocho de la Ley General de Educación. Se turna a la Co-
misión de Educación, para dictamen.

• Javier Ariel Hidalgo Ponce, de Morena, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarro-
llo Metropolitano, Urbano, Ordenamiento Territorial y
Movilidad, para dictamen.

• María de los Ángeles Ayala Díaz, y suscrita por dipu-
tados del Partido Acción Nacional, que reforma el artí-
culo once, de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se
turna a la Comisión de Economía, Comercio y Compe-
titividad, para dictamen.

• Karla Yuritzi Almazán Burgos, de Morena, que adicio-
na el artículo cuarto, de la Ley General de los Derechos
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de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión
de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. 

• Alejandro Barroso Chávez, de Morena, por el que se
declara el diecinueve de noviembre de cada año, como
el “Día Nacional de la Lucha contra el Cáncer de Prós-
tata”. Se turna a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para dictamen.

• Graciela Zavaleta Sánchez, de Morena, que reforma
y adiciona los artículos: tercero y octavo, de la Ley
para Impulsar el Incremento Sostenido de la Producti-
vidad y la Competitividad de la Economía Nacional; y
tercero, de la Ley General de Población. Se turna a la
Comisión de Economía, Comercio y Competitividad,
para dictamen.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

El siguiente punto del Orden del Día es el relativo a las
proposiciones con punto de acuerdo de urgente resolución,
y se concede el uso de la palabra a las diputadas y a los
diputados:

• Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, de Morena, relativo a
la protección y salvaguarda de las niñas, niños y adoles-
centes que viajan solos en la caravana migrante centro-
americana. 

En su oportunidad y desde su curul la diputada Claudia Vale-
ria Yáñez Centeno y Cabrera, de Morena, solicita a la Presi-
dencia verificación de quórum de conformidad al artículo
cuarenta y seis, numeral dos, del Reglamento de la Cámara
de Diputados. La Presidencia instruye a la Secretaría dar lec-
tura a dicho artículo aludido, y hace aclaraciones.

En votación económica se considera de urgente resolución, e
intervienen las diputadas y los diputados: Rogelio Rayo Mar-
tínez, del Partido Verde Ecologista de México; Lilia Villa-
fuerte Zavala, del Partido de la Revolución Democrática;
Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, de Movimiento Ciu-
dadano; Maribel Martínez Ruiz, del Partido del Trabajo; Ja-
vier Julián Castañeda Pomposo, del Partido Encuentro So-
cial; Laura Barrera Fortoul, del Partido Revolucionario
Institucional; Martha Elisa González Estrada, del Partido Ac-
ción Nacional; y Maribel Aguilera Chairez, de Morena, quien
presenta propuestas de modificación, la Presidencia instruye
a la Secretaría dar cuenta de ellas. Desde sus respectivas cu-

rules solicitan el uso de la palabra para referirse a las modifi-
caciones propuestas, las diputadas y el diputado: Claudia An-
gélica Domínguez Vázquez, del Partido del Trabajo; María
Bertha Espinoza Segura, Merary Villegas Sánchez, Reyna
Celeste Ascencio Ortega, todas de Morena; y Evaristo Lenin
Pérez Rivera, del Partido Acción Nacional. La Presidencia
instruye a la Secretaría dar lectura a la redacción del punto de
acuerdo. En votación económica se aceptan las modificacio-
nes propuestas, y de la misma manera se aprueba el punto
acuerdo con las modificaciones aceptadas por la Asamblea.
Comuníquese.

Presidencia del diputado
Marco Antonio Adame Castillo

• Enrique Ochoa Reza, y suscrito por diputados del Par-
tido Revolucionario Institucional, por el que se exhorta
a las autoridades responsables, para que hagan del co-
nocimiento público el proyecto ejecutivo de la refinería
que se planea construir en Dos Bocas, Tabasco, se ga-
rantice el estado de derecho, se considere la opinión de
los expertos en la materia y se realice un ejercicio de
consulta pública constitucional, objetiva y transparente,
a fin de no poner en riesgo las finanzas públicas y el de-
sarrollo del país. En votación económica no se conside-
ra de urgente resolución, y se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. 

• Javier Castañeda Pomposo, del Partido Encuentro So-
cial, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, a través
de la Secretaría de Gobernación, a establecer un proto-
colo para garantizar los derechos humanos en el contex-
to de movilidad humana que mandata la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. En vota-
ción económica se considera de urgente resolución, e in-
tervienen las diputadas y los diputados: Mónica Bautista
Rodríguez, del Partido de la Revolución Democrática;
Lourdes Celenia Contreras González, de Movimiento
Ciudadano; Claudia Angélica Domínguez Vázquez, del
Partido del Trabajo; Héctor Joel Villegas González, del
Partido Encuentro Social; Laura Barrera Fortoul, del
Partido Revolucionario Institucional; María de los Án-
geles Gutiérrez Valdez, del Partido Acción Nacional;
Óscar Bautista Villegas, del Partido Verde Ecologista de
México; y Julieta Kristal Vences Valencia, de Morena.
Para rectificación de hechos intervienen desde sus res-
pectivas curules los diputados: José Gerardo Rodolfo
Fernández Noroña, y José Luis Montalvo Luna, ambos
del Partido del Trabajo. Sin más oradores registrados en



votación económica se considera suficientemente discu-
tido, y de la misma manera se aprueba el punto de
acuerdo. Comuníquese.

Se da cuenta con Acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se establecen los criterios para formar y
designar las delegaciones permanentes que representarán a
la Cámara de Diputados ante los organismos y asambleas
parlamentarias internacionales permanentes y de invitación
especial de carácter parlamentario, de la Sexagésima Cuar-
ta Legislatura. En virtud de que se encuentra publicado en
la Gaceta Parlamentaria, y disponible en los monitores de
las curules, en votación económica se le dispensa la lectu-
ra, y se aprueba el acuerdo. Comuníquese.

Desde sus respectivas curules realizan diversos comen-
tarios las diputadas y los diputados: Emmanuel Reyes
Carmona, del Partido de la Revolución Democrática;
Enrique Ochoa Reza, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, en tres ocasiones; José Gerardo Rodolfo Fer-
nández Noroña, del Partido del Trabajo, en dos ocasio-
nes; Jorge Arturo Espadas Galván, del Partido Acción
Nacional; Frida Alejandra Esparza Márquez, del Partido
de la Revolución Democrática; Héctor Guillermo de Je-
sús Jiménez y Meneses, Carlos Sánchez Barrios, ambos
de Morena; Claudia Angélica Domínguez Vázquez, Hil-
delisa González Morales, ambas del Partido del Traba-
jo; y Tatania Clouthier Carrillo, de Morena. La Presi-
dencia hace aclaraciones, e instruye que se inserte
íntegramente sus intervenciones en el Diario de los De-
bates. 

La Presidencia levanta la sesión a las dieciséis horas con
cuarenta y ocho minutos, y cita para la próxima Sesión que
tendrá lugar el día martes veinte de noviembre de dos mil
dieciocho, a las once horas, informando que el registro de
asistencia estará disponible a partir de las nueve horas.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Consulte
la Secretaría si es de aprobarse el acta.

La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez
(desde la curul): Presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: ¿Con qué
motivo? ¿Hay alguna aclaración sobre el acta? ¿Cómo?
¿Con qué objeto?

La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez
(desde la curul): Solamente, presidente, para comentarles

que estamos pidiéndole, como bancada, algo importantísi-
mo al gobierno de Manuel Velasco, ya que sale la carava-
na de pies cansados hacia Tuxtla…

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Oiga,
compañera, no tiene relación con el acta, en su oportunidad
le daré la palabra.

La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez
(desde la curul): Gracias.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Continúe
la Secretaría.

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: No ha-
biendo quién haga uso de la palabra, en votación económi-
ca se pregunta si se aprueba el acta. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa, sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo. Presidente, mayoría por la
afirmativa.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Aproba-
da el acta.

COMUNICACIONES OFICIALES

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Continúe
la Secretaría con las comunicaciones oficiales.

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Poder
Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Diputado Porfirio Muñoz Ledo, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la honorable Cámara de Diputados.

Por medio de la presente, solicito atentamente a la Mesa
Directiva de esta honorable Cámara de Diputados, que re-
alice el procedimiento necesario para retirar una proposi-
ción con punto de acuerdo presentada por su servidora, el
martes 6 de noviembre de 2018, lo anterior de conformidad
con el artículo 77, numeral 2, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados.

La proposición que solicito sea retirada es la siguiente: lo
relativo a los calentadores de agua solares y calentado-
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res de agua solares con respaldo de un calentador de
agua que utilizan como combustible gas LP o gas natu-
ral.

Sin otro particular, agradezco su atención y aprovecho pa-
ra enviarle atentos saludos.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 15 de no-
viembre de 2018.— Diputada Ana Lilia Guillen Quiroz (rúbrica).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se tiene
por retirada. Actualícense los registros.

———————— o ————————

La secretaria diputada Julieta Macías Rábago: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Porfirio Muñoz Ledo, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar
la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondiente a octubre de 2018,
desagregada por tipo de fondo de acuerdo con lo estableci-
do en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad federa-
tiva efectuando la comparación correspondiente a octubre
de 2017.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018.— Miguel Messmacher
Linartas (rúbrica).»
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El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de
Presupuesto, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público.— Servicio de Admi-
nistración Tributaria.

Diputado Porfirio Muñoz Ledo, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

Por medio del presente, y en cumplimiento a lo dispuesto
por el artículo 145, penúltimo párrafo de la Ley Aduanera
vigente, me permito informarle que el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, a través de las autoridades aduaneras,
como las unidades competentes para dar destino a las mer-

cancías de comercio exterior que no resultan transferibles
al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes,
durante el mes de octubre de 2018 dio destino a bienes ap-
tos para su uso y consumo, siendo estos alimentos, artícu-
los de limpieza, combustibles, productos químicos entre
otros. 

El total de bienes destinados en el mes de octubre de 2018
fue de 87,945 los cuales se encuentran contabilizados en la
unidad de medida kilos, litros y piezas, anexo al presente el
detalle respectivo. 

Sin otro asunto por el momento, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2018.— Licenciada Veróni-
ca Díaz Oliveros Vallarino (rúbrica), Administradora Central de Desti-
no de Bienes.»
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El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para su atención.

———————— o ————————

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 64-II-8-0154, sig-
nado por la diputada María de los Dolores Padierna Luna,
vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese Órgano Legis-
lativo, me permito remitir, para los fines procedentes, co-
pia del similar número 307-A.-4101, suscrito por el licen-
ciado Alfonso Isaac Gamboa Lozano, titular de la Unidad
de Política y Control Presupuestario de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, mediante el cual responde el
punto de acuerdo por el que se exhorta a esa dependencia a
realizar las acciones pertinentes para liberar los recursos
destinados para atender la declaratoria de desastre natural
por la presencia de lluvia severa ocurrida del 14 al 15 de ju-
nio de 2018, en 6 municipios del estado de Quintana Roo;
así como atender y apoyar las iniciativas y peticiones de re-
cursos que se presenten para la atención a la contingencia
ambiental y ecológica que ha venido afectando las costas y
playas del Caribe mexicano. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2018.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo.— Presente.

Hago referencia al oficio número SELAP/300/
3188/18, mediante el cual hace alusión al diverso
D.G.P.L.64-II-8-0154, relativo a los puntos de acuerdo
aprobados por el pleno de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión en los que se exhorta a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y al Comité Técni-

co del Fonden; para que realicen las acciones pertinentes
con la finalidad de que sean aprobados y liberados, los re-
cursos destinados para atender la declaratoria de desastre
natural por la presencia de lluvia severa ocurrida del 14 al
15 de junio de 2018, en 6 municipios del estado de Quin-
tana Roo; así como atender y apoyar las iniciativas y peti-
ciones de recursos que se presenten para la atención a la
contingencia ambiental y ecológica que ha venido afectan-
do las costas y playas del Caribe mexicano. 

Al respecto, con fundamento en los artículos 31 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, y 62 del
Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, se informa lo siguiente:

De conformidad con el artículo 11 de las Reglas Generales
del Fondo de Desastres Naturales, modificadas mediante
acuerdo publicado en el Diario Oficial dela Federación el
27 de septiembre de 2017, la Unidad de Política y Control
Presupuestario (UPCP) autorizó la totalidad de los recursos
solicitados por concepto de Apoyos Parciales Inmediatos
para la atención del fenómeno natural perturbador denomi-
nado lluvia severa ocurrida del 14 al 15 de junio de 2018,
en 6 municipios del estado de Quintana Roo, mismos que
ascienden a 7.4 millones de pesos (mdp).

Asimismo, se informa que está pendiente la autorización
de recursos para la reconstrucción del sector carretero de
competencia estatal, por 474.4 mdp; y federal, por 286.4
mdp. No obstante, es importante señalar que el diagnóstico
definitivo priorizado del sector carretero fue presentado
ante la UPCP el día 16 de octubre del año en curso. 

De acuerdo a lo establecido en el numeral 23 de los Linea-
mientos de Operación Específicos del Fondo de Desastres
Naturales, la UPCP solicitó información adicional a la pre-
sentada en los diagnósticos definitivos de los sectores na-
val, de competencia federal; y salud, de competencia esta-
tal, de los cuales a la fecha no se ha recibido respuesta.

En lo referente a la atención de emergencias, el Comité
Técnico ha autorizado 34.8 mdp para el pago de proveedo-
res correspondientes al Fondo para la Atención de Emer-
gencias, saldando la totalidad de los compromisos adquiri-
dos para la atención de las lluvias severas del 14 y 15 de
junio en Quintana Roo.

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo.



Atentamente

Ciudad de México, a 29 de octubre de 2018.— Alfonso Isaac Gamboa
Lozano (rúbrica), titular de la Unidad de Política y Control Presupues-
tario.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se turna
a la Comisión de Protección Civil y Prevención de De-
sastres, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Se-
cretaría de Gobierno de la Ciudad de México.

Diputado Porfirio Muñoz Ledo, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

De conformidad con la facultad conferida al licenciado
Guillermo Orozco Loreto, secretario de Gobierno de la
Ciudad de México, en los artículos 23, fracción III, de la
Ley Orgánica de la Administración Pública de la Ciudad de
México, relativa a la conducción de las relaciones del jefe
del gobierno con órganos de gobierno local y Poderes de la
Unión, 18 del Reglamento Interior de la Administración
Pública del Distrito Federal y adminiculado con el manual
administrativo, en el apartado de organización de la Secre-
taría de Gobierno, publicado en la Gaceta Oficial de esta
Ciudad en fecha 26 de noviembre de 2013, por instruccio-
nes del coordinador de Enlace Legislativo por este medio
adjunto el oficio número 100.921/18, signado por el maes-
tro Edmundo Porfirio Garrido Osorio, procurador general
de Justicia de la Ciudad de México, mediante el cual remi-
te la respuesta al punto de acuerdo emitido por la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión y comunicado me-
diante el similar DGPL 64-II-8-0072.

La protección de la información que se adjunta al presente
documento queda bajo su estricta responsabilidad, de con-
formidad con lo señalado en el artículo 68, fracción VI, de
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública, en relación con los artículos 22 y 24, fracciones
VIII y XXIII, de la Ley de Transparencia, Acceso a la In-
formación Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de
México.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 12 de noviembre de 2018.— Licenciado Óscar
Zarrabal Martínez (rúbrica), subdirector de Atención y Seguimiento
del Proceso Legislativo.»

«Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México.

Licenciado Guillermo Orozco Loreto, secretario de Go-
bierno de la Ciudad de México.— Presente.

En respuesta de los oficios números SG/ CEL/ PA/ DIP/
007.4/ 2018, firmado por el coordinador de Enlace Legis-
lativo de la secretaría a su cargo; y DGPL 64-II-8-0074,
signado por la Vicepresidencia de la Cámara de Diputados
de la LXIV Legislatura, mediante el cual hacen del cono-
cimiento que se aprobó un punto de acuerdo, que en su par-
te resolutiva señala:

(…)

Cuarto. La Cámara de Diputados solicita a la Procura-
duría General de la República y sus homólogas en las
entidades federativas a realizar en el ámbito de su com-
petencia y de manera conjunta y coordinada investiga-
ciones tendentes a identificar, sancionar y evitar la repe-
tición de las conductas derivadas de la probable
comisión de delitos por el indebido ejercicio de los re-
cursos públicos para los afectados por los sismos de sep-
tiembre de 2017, en concreto si hay una desvío de re-
cursos públicos.

Por lo anterior, le comunico que de conformidad con los ar-
tículos 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 44, Apartado A, numeral 2, de la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México; y 1, 2, fracciones I y
II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi-
cia del Distrito Federal, la institución es competente para
investigar y perseguir los delitos de orden común cometi-
dos en el territorio de la Ciudad de México, funciones que
realiza de acuerdo con los principios de legalidad, eficien-
cia, eficacia, profesionalismo, imparcialidad y respeto de
los derechos humanos.

El 19 de septiembre de 2017, los habitantes de la Ciudad de
México enfrentamos una vez más los embates de la natura-
leza. El sismo registrado en esa fecha arrojó sensibles pér-
didas humanas y materiales, pero también fue una ventana
de oportunidad que mostró al mundo la unión y solidaridad
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existentes entre los mexicanos. Con la conducción del jefe
del gobierno de la Ciudad de México, las instituciones del
gobierno local desplegaron múltiples acciones para atender
a los ciudadanos y enfrentar la urgencia. La institución in-
tervino en diversos ámbitos durante la jornada del suceso y
los días subsiguientes.

Por ello, en cumplimiento de la atenta solicitud parlamen-
taria, la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de
México refrenda el compromiso con la sociedad de llevar a
cabo las indagatorias que pudieran derivarse de conductas
señaladas por el legislador.

En tal virtud, a la luz del instrumento legislativo de la Cá-
mara de Diputados, la institución procede conforme a sus
atribuciones para establecer la coordinación con las demás
procuradurías, fiscalías, federal y local, para evaluar e ins-
taurar las acciones tendentes a la apertura de las carpetas de
investigación correspondientes, dentro del marco de los ac-
tos de investigación que se inicien, con objeto de acreditar
hechos que la ley señala como delitos y la probable res-
ponsabilidad de las personas que cometan conductas tipifi-
cadas en la ley penal.

De esa manera, esta institución reitera su compromiso ante
los ciudadanos de investigar los actos ilícitos que le sean
denunciados, colaborando con diversas autoridades a fin de
mantener la confianza de los capitalinos en las institucio-
nes, a fin de combatir la impunidad, ante la lesión de bie-
nes jurídicos tutelados en agravio de la sociedad.

Son otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Ciudad de México, a 6 de noviembre de 2018.— Maestro Edmundo
Porfirio Garrido Osorio (rúbrica), Procurador General de Justicia de la
Ciudad de México.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se remi-
te a la Comisión de Protección Civil y Prevención de
Desastres, para su conocimiento.

———————— o ————————

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Se-
cretaría de Gobierno de la Ciudad de México.

Diputado Porfirio Muñoz Ledo, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente.

De conformidad a la facultad conferida al licenciado Gui-
llermo Orozco Loreto, Secretario de Gobierno de la Ciudad
de México en los artículos 23, fracción III, de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública de la Ciudad de México,
relativa a la conducción de las relaciones del jefe de go-
bierno con órganos de gobierno local y Poderes de la Unión,
18 del Reglamento Interior de la Administración Pública del
Distrito Federal y adminiculado con el manual administra-
tivo en su apartado de organización de la Secretaría de Go-
bierno, publicado en la Gaceta Oficial de esta Ciudad en fe-
cha 26 de noviembre de 2013; por instrucciones del
coordinador de Enlace Legislativo, por este medio adjunto
el oficio de número 100. 927/ 2018 signado por el maestro
Edmundo Porfirio Garrido Osorio, procurador general de
Justicia de la Ciudad de México, mediante el cual remite la
respuesta al punto de acuerdo emitido por la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión y comunicado me-
diante el similar DGPL 64-II-8-0045.

Cabe señalar que la protección de la información que se ad-
junta al presente documento queda bajo su estricta respon-
sabilidad, de conformidad con lo señalado por el artículo
68 fracción VI de la Ley General de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública, en relación con los artículos
22 y 24 fracciones VIII y XXIII de la Ley de Transparen-
cia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuen-
tas de la Ciudad de México.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2018.— Licenciado Óscar
Zarrabal Martínez (rúbrica), subdirector de Atención y Seguimiento
del Proceso Legislativo de la Coordinación de Enlace Legislativo de la
Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México.»

«Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México.

Licenciado Guillermo Orozco Loreto, secretario de Go-
bierno de la Ciudad de México.— Presente.



En respuesta a. oficio SG/ CEL/ PA/ DIP/ 002/ 2018, fir-
mado por el coordinador de Enlace Legislativo de la Se-
cretaría a su cargo, mediante el cual hacen del conocimien-
to que la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, aprobó un punto de acuerdo, que en su parte con-
ducente señala:

…

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a los go-
biernos de las entidades federativas, al Instituto Nacio-
nal Electoral, a los organismos públicos locales y al Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación a
garantizar los derechos y prerrogativas político-electo-
rales de las mujeres.

…

Por lo anterior le comunico que de conformidad con los ar-
tículos 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 44 apartado A numeral 2 de la Constitu-
ción Política de la Ciudad de México, así como los
diversos 1, 2, fracciones I y II, de la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, la
institución es competente para investigar y perseguir los
delitos de orden común cometidos en el territorio de la Ciu-
dad de México, funciones que realiza de acuerdo a los prin-
cipios de legalidad, eficiencia, eficacia, profesionalismo,
imparcialidad y respeto a los derechos humanos.

La Procuraduría capitalina cuenta con la Fiscalía Central
de Investigación para la Atención de Asuntos Especiales y
Electorales, dependiente de la Subprocuraduría de Averi-
guaciones Previas Centrales instancia de organización y
funcionamiento del Ministerio Público para la investiga-
ción de los delitos que tengan gran impacto social, por los
sujetos activos o pasivos que en ellas intervienen o que se-
an de relevancia, de los electorales del orden común y de
aquellos que guarden conexidad con el proceso electoral
ordinario.

A través de los seis centros que integran la Dirección Ge-
neral de Atención a Víctimas del Delito, dependiente de la
Subprocuraduría de Atención a Víctimas del Delito y Ser-
vicios a la Comunidad se proporciona atención y asistencia
integral e interdisciplinaria por personas profesionales en
las materias de derecho, psicología, trabajo social y medi-
cina, a mujeres que han sido víctimas de violencia, inclu-

yendo las modalidades descritas en instrumentos de refe-
rencia como el Protocolo para Atender la Violencia Políti-
ca Contra las Mujeres.

En caso de presentarse alguna denuncia se actuara confor-
me al citado Protocolo, observando en todo momento las
disposiciones de la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer
(Convención de Belén Do Pará), la Convención de los De-
rechos Políticos de la Mujer y la Convención sobre la eli-
minación de todas las formas de discriminación contra la
mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), así como los de-
más documentos internacionales de los que México es par-
te y que resulten aplicables al caso que se trate, esto con el
objeto de respetar y promover la participación de las muje-
res en el ejercicio de sus derechos políticos-electorales.

La violencia contra la mujer constituye una violación a sus
derechos humanos y libertades fundamentales Por este mo-
tivo en la institución se realizan acciones permanentes
orientadas a prevenir el delito, y de este modo, contribuir
en la construcción de una sociedad libre de toda forma de
discriminación y de violencia en agravio de las mujeres y
de todas las personas habitantes de esta ciudad.

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Ciudad de México, a 8 de noviembre de 2018.— Maestro Edmundo
Porfirio Garrido Osorio (rúbrica), Procurador General de Justicia de la
Ciudad de México.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se remi-
te a la Comisión de Igualdad de Género, para su cono-
cimiento.
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MINUTAS 

SE CREA LA LEY ORGÁNICA DE LA
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presente.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se crea la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Re-
pública, aprobado por el Senado de la República en sesión
celebrada en esta fecha.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018.— Senadora Antares
Guadalupe Vázquez Alatorre (rúbrica), secretaria.»
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El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La secretaria diputada Ma. Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene proyecto de decreto por el que se
reforman, el artículo 22 y la fracción XXX del artículo
73, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, aprobado por el Senado de la República en se-
sión celebrada en esta fecha.

Atentamente

Ciudad de México, 15 de noviembre de 2018.— Senadora Antares
Guadalupe Vázquez Alatorre (rúbrica), secretaria.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman, el artículo 22 y la fracción XXX
del artículo 73, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo Único. Se reforman el artículo 22, segundo pá-
rrafo, y la fracción XXX del artículo 73; y se adiciona el
artículo 22 con un tercero, cuarto y quinto párrafos, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 22. ...

No se considerará confiscación la aplicación de bienes de
una persona cuando sea decretada para el pago de multas o
impuestos, ni cuando la decrete la autoridad judicial para el
pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de
un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomi-
so que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de
enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que
causen abandono los términos de las disposiciones aplica-
bles, ni de aquellos bienes cuyo dominio se declare extinto
en sentencia.

La acción de extinción de dominio se ejercitará por el Mi-
nisterio Público a través de un procedimiento jurisdiccio-
nal de naturaleza civil y autónomo del penal. Las autorida-
des competentes de los distintos órdenes de gobierno le
prestarán auxilio en el cumplimiento de esta función. La
ley establecerá los mecanismos para que las autoridades
administren los bienes sujetos al proceso de extinción de
dominio, incluidos sus productos, rendimientos, frutos y
accesorios, para que la autoridad lleve a cabo su disposi-
ción, uso, usufructo, enajenación y monetización, aten-
diendo al interés público, y defina con criterios de oportu-
nidad el destino y, en su caso, la destrucción de los mismos.

Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya
legítima procedencia no pueda acreditarse y se encuentren
relacionados con las investigaciones derivadas de hechos
de corrupción, encubrimiento, delitos cometidos por servi-
dores públicos, delincuencia organizada, robo de vehícu-
los, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud,
secuestro, extorsión, trata de personas y delitos en materia
de hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos.

A toda persona que se considere afectada, se le deberá ga-
rantizar el acceso a los medios de defensa adecuados para
demostrar la procedencia legítima del bien sujeto al proce-
dimiento.

Artículo 73. …

I. ... a la XXIX-Z. …

XXX. Para expedir la legislación única en materia procesal
civil y familiar, así como sobre extinción de dominio en los
términos del artículo 22 de esta Constitución; y 

XXXI. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo
de 180 días posteriores al inicio de vigencia de este decre-
to expedirá la legislación nacional única en materia de ex-
tinción de dominio.

Artículo Tercero. La Ley Federal de Extinción de Domi-
nio, reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Políti-
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ca los Estados Unidos Mexicanos, así como la legislación
respectiva del ámbito local, seguirán en vigor hasta en tan-
to el Congreso de la Unión expida la legislación nacional
única en materia de extinción de dominio que ordena el
presente decreto.

Artículo Cuarto. Los procesos en materia de extinción de
dominio iniciados con fundamento en la legislación federal
y local referida en el artículo transitorio anterior, así como
las sentencias dictadas con base en las mismas, no se verán
afectados por la entrada en vigor del presente decreto, y de-
berán concluirse y ejecutarse conforme al orden constitu-
cional y legal vigente al momento de su inicio.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores. Ciudad de
México, 15 de noviembre de 2018.— Senador Martí Batres Guadarra-
ma (rúbrica), presidente y senadora Antares Guadalupe Vázquez Ala-
torre (rúbrica), secretaria.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

EFEMÉRIDE

CVIII ANIVERSARIO DE LA
REVOLUCIÓN MEXICANA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: El si-
guiente punto del orden del día es la efeméride con motivo
del CVIII Aniversario de la Revolución Mexicana, se otor-
gará a los grupos parlamentarios el uso de la palabra, has-
ta por cinco minutos. Tiene la palabra Jesús Sergio Alcán-
tara Núñez, del Partido Verde.

El diputado Jesús Sergio Alcántara Núñez: Gracias, se-
ñor presidente. Con la venia de la Presidencia.

Hoy celebramos el que es considerado el acontecimiento po-
lítico y social más importante de México del siglo pasado, del
siglo XX, tanto por las causas que enarboló como por los
cambios que trajo consigo: la Revolución Mexicana. 

El 20 de noviembre de 1910 se proclamó el Plan de San
Luis, invitando a todos los mexicanos a establecer la de-
mocracia y a derrocar la tiranía. Recordamos el inicio de
una lucha armada que transformó radicalmente la cultura y

el sistema político mexicano, la gran revuelta revoluciona-
ria del siglo XX que puso fin a un régimen dictatorial para
posteriormente establecer importantes reformas políticas,
económicas y sociales en nuestro país.

Francisco I. Madero convocó a todas y a todos los mexica-
nos a poner fin al autoritarismo y a tomar en sus manos la
decisión sobre su propio futuro. Hoy conmemoramos un
momento crucial en la historia de nuestro país, el inicio de
uno de los cambios más significativos de la nación donde
la población hacía frente a numerosos problemas, injusticia
de la distribución de la riqueza y de la tierra; enormes des-
igualdades sociales; explotación de los trabajadores y la
negación a la democracia.

Junto con Madero, el movimiento revolucionario se fortale-
ció con la demanda de tierra y libertad de Zapata, el espíritu
justiciero de Villa y la defensa de la soberanía nacional de Ca-
rranza. Honramos a miles de mujeres y hombres quienes die-
ron su vida por un país diferente, democrático, moderno y del
que hasta en nuestros días gozamos de su legado.

Su mayor victoria fue el reconocimiento público al derecho
que tenemos las y los mexicanos de elegir libremente a
nuestros gobernantes. El voto legal es el arma de los pue-
blos democráticos, es el arma que derriba la tiranía, que
arraiga libertades, que garantiza derechos ciudadanos, que
conduce al bien común.

Es justo reconocer que el actual gobierno de la República
actuó con profundo sentido de calidad democrática, respe-
tando las elecciones libres, el voto legal ciudadano e im-
pulsando políticas públicas para lograr una mayor igualdad
social a la que en esencia es el fruto de los valores revolu-
cionarios.

Hacemos votos, compañeras, compañeros, para que el pró-
ximo gobierno no olvide los principios democráticos que
transformaron la vida de la República. Que transformaron
la vida de la República del siglo pasado y consolide la vi-
da institucional que nos hemos dado los mexicanos y que
fortalezca la calidad de la democracia para consolidar una
calidad de vida.

En el Partido Verde estamos comprometidos con seguir cons-
truyendo una nación, una nación fuerte, libre y democrática,
como cada una y cada uno de los mexicanos merecemos.

Recordemos el llamado de Madero para construir una ver-
dadera democracia que le hiciera frente a la dictadura. El
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llamado a construir un país con menos desigualdades, con
mayor acceso a la modernidad y con mayor justicia coti-
diana. Trabajemos para poder lograr una calidad de la de-
mocracia para poder obtener las y los mexicanos una cali-
dad de vida. Es cuanto, señor presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Gracias.
Diputada Mónica Bautista Rodríguez, del PRD.

La diputada Mónica Bautista Rodríguez: Con su venia,
diputado presidente. A más de un siglo de que estalló la Re-
volución Mexicana de 1910, buscando en esa época un
México justo frente a un país que era extraordinariamente
desigual, dominado por una pequeña oligarquía agroexpor-
tadora, ligada y subordinada al capital extranjero, tanto en
el comercio como en la naciente industria especialmente
extractiva, entre ellos la minera, el petróleo y la pujante in-
dustria ferrocarrilera.

En esa época, la inmensa mayoría del pueblo de México
estaba condenada, tanto en el campo como en la ciudad, a
extenuantes jornadas laborales de sol a sol y a salarios pau-
pérrimos, por supuesto, sin ningún apoyo que mejorara mí-
nimamente sus condiciones de vida en materia de salud,
educación, vivienda y recreación. Es decir, sin ninguna po-
sibilidad de desarrollo humano.

El pueblo de México no tuvo otra salida en esa época, pues
manifestó su creciente descontento con impresionantes
huelgas obreras y amplia inconformidad rural que llegaba
al levantamiento espontáneo en distintas regiones del país.

Esta sobreexplotación del pueblo de México llegó a su fin
con el también creciente descontento de sectores medios y
oligárquicos que encontraban cerrados los caminos del as-
censo social, o bien, eran excluidos del grupo oligárquico,
es el caso de la familia Madero y otras más.

Esta situación creó una crisis generalizada en el país origi-
nando la Revolución de 1910, ahí coincidieron los intere-
ses políticos de la elite que exigió sufragio efectivo no re-
elección, con los intereses populares de quienes como
Emiliano Zapata y Francisco Villa lucharon por la tierra, la
educación, la reducción de la jornada del trabajo y por me-
jores salarios.

Nuestra Revolución culminó en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, un pacto político y social
que reconoció por primera vez en la historia de las Consti-
tuciones los derechos sociales del pueblo y estableció la

institucionalización de la República, que nos ha permitido
vivir con estabilidad desde el fin de la guerra, en 1917, has-
ta nuestros días.

Hoy al conmemorar el CVIII aniversario del fin de la Re-
volución, México retorna al modelo sobreexplotador y de-
pendiente de la oligarquía que hoy domina a la nación con
otros nombres y apellidos y en algunos casos con los mis-
mos de la época del Porfiriato e incluso anteriores a esta.

Los legisladores y las legisladoras del Partido de la Revolu-
ción Democrática advertimos que, ante la nueva alternancia
política nacida de la elección del primero de julio pasado,
nuestra institución, nuestra república federal representativa,
laica y democrática corre un grave peligro, corre el peligro de
ser sometida a un régimen de gobierno centralista.

No dejaremos que pase inadvertido que la legalización de
las delegaciones que coordinarán los programas federales
de desarrollo en las entidades constituyen una intromisión
en la soberanía de las entidades y una neutralización del
municipio libre.

Con el pretexto de la lucha contra la corrupción, el presi-
dente de la República coordinará la aplicación de los pro-
gramas de desarrollo pasando por alto las atribuciones de
los gobiernos de los estados y de los municipios, violen-
tando de este modo la constitucionalidad de los goberna-
dores, alcaldes y presidentes municipales.

Aquí, en esta legislatura, en las filas de la fracción mayori-
taria, existen legisladores que en el pasado defendían la re-
pública federal, hoy les pedimos a esos legisladores que
hablen, que no tengan miedo de decirle al presidente elec-
to y pronto presidente constitucional de México, que sus
decisiones de centralizar la ejecución de los programas so-
ciales de desarrollo en las entidades, mediante sus delega-
dos, es una afrenta al federalismo y un ataque frontal al re-
publicanismo.

En el PRD señalamos que el ejercicio del poder por parte
de la nueva mayoría debería ser una oportunidad para pro-
fundizar la democratización de las instituciones de nuestra
República, y que por ello debería avanzarse en ampliar el
federalismo, reconociéndole a los estados, a los municipios
y alcaldías mayores atribuciones para recaudar impuestos.

Hoy tenemos frente a la actual coyuntura política la posi-
bilidad de un cambio profundo para México y eso pasa por
democratizar la vida económica, social y política del país.
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Es el momento de hacerlo o estaríamos frente a un trágico
destino de posibilidades de alcanzar una gran convulsión
social.

Por ello, para México es una reforma profunda, auténtica y
verdadera, un grave retroceso histórico que no tenemos la
posibilidad de imaginar su tamaño trágico.

Hoy la República se fortalecería si paulatinamente se re-
torna a las fuerzas armadas a sus tareas constitucionales de
defensa de la soberanía nacional y se crea un sistema de
policía especializada para el combate a la delincuencia or-
ganizada.

Les decimos a la mayoría de esta legislatura que es un error
histórico callar cuando es evidente el atropello que se pre-
para en contra del federalismo y en contra de nuestra vida
republicana.

A la ciudadanía le decimos que el PRD se mantendrá firme
en la defensa de nuestra república representativa, democrá-
tica, laica y federal. Es cuanto.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Tiene la
palabra el diputado Benjamín Robles Montoya, del PT.

El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya: Con su
venia, diputado presidente. Compañeras, compañeros, el
trabajador mexicano ha sido reducido a la condición más
miserable. En donde quiera que presta sus servicios es obli-
gado a desempeñar una dura labor de muchas horas por un
jornal de unos cuantos centavos.

El capitalista soberano impone sin apelación las condicio-
nes de trabajo que siempre son desastrosas para el obrero.

Así se consignaba en 1906 la situación de México en el
programa del Partido Liberal. Y así, incluso, podemos con-
signarla en este 2018 más de un siglo después.

Quienes se consideraron herederos de la revolución termi-
naron por solo mirar sus intereses y descuidar reivindicar a
los más necesitamos.

Miren si no, los obreros y trabajadores de hoy ganan sala-
rios irrisorios. El campo de hoy es un espacio de gente bue-
na, pero sin oportunidades de mejorar sus condiciones de
vida. Las mujeres sufren una violencia desastrosa y la po-
sibilidad de futuro, la educación, se encuentra en niveles
deplorables.

Por eso, hoy que conmemoramos la Revolución Mexicana
es necesario recordar, sí, el hecho histórico, pero también
su huella posterior, para que no pase otra vez que los idea-
les se olviden pronto y las ideas se sustituyan por riquezas
particulares.

Un movimiento social solo triunfa si se cumple finalmente
con sus objetivos finales. Una revolución solo triunfa si se
logra establecer un sistema más justo y humano al que ha-
bía antes de su levantamiento. 

Por eso el verdadero valor de esta fecha no está en recor-
dar un hecho armado, sino poner en el centro de la discu-
sión otra vez las condiciones de vida del pueblo, la miseria
y sus injusticias, el enriquecimiento de unos cuantos por
sobre la pobreza de las mayorías, el sufrimiento de la gen-
te sin servicios médicos, el abandono de las comunidades
por no tener caminos decentes, pero sí muchos gobernan-
tes indecentes. 

Este día es propicio para decir que nuestro país requiere
una nueva ola de cambios. Nosotros le llamamos la cuarta
transformación de la República y ya está en marcha, pero
esta vez pacífica, en el marco de las leyes, propiciando la
participación democrática de la gente, respetando lo poco o
mucho ya construido, pero con la mira en el bienestar de
los más pobres. Haciendo valer a los de arriba que se aca-
baron los privilegios con respecto al trabajo y la prosperi-
dad de las empresas, pero anteponiendo siempre el derecho
de los trabajadores. 

En suma, una cuarta transformación verdadera y pacífi-
ca, que no repita los errores del pasado. El compromiso
es, y nosotros en el PT nos encargaremos de ello, que no
se olviden nunca los ideales y los principios, que no se
abandonen nunca las causas que han propiciado el triun-
fo de nuestro movimiento. Por ello sí que estamos dis-
puestos a dar la vida.

En este Congreso recordamos entonces este día con la con-
vicción de que el pasado nos aporte las enseñanzas, pero
nosotros aportamos el aprendizaje. Que la Revolución Me-
xicana perdure siempre por su hondo espíritu de cambio.
Que la cuarta transformación perdure siempre por haber
triunfado y, es decir, por haberle devuelto al pueblo en los
hechos la esperanza de vida.

Señor diputado presidente, solo un argumento adicional.
La bancada del PT aprovecha para reiterar que hay que ha-
cer valer el contenido del artículo 136 constitucional. Es

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 20 de noviembre de 201897



decir, la posibilidad de decirle al pueblo que tras la viola-
ción de la Constitución hay que echar para abajo, para
atrás, hay que mandar al bote de la basura las reformas ne-
oliberales estructurales que nos tienen en una situación tan
complicada, tan difícil.

Llegó la hora de la cuarta transformación. Llegó la hora del
pueblo de México y ese es el compromiso del Partido del
Trabajo. Es cuanto, diputado presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Muchas
gracias. Tiene la palabra, el diputado Ricardo de la Peña,
del Partido Encuentro Social.

El diputado Ricardo de la Peña Marshall: Honorable
asamblea. El día de hoy conmemoramos el CVIII aniver-
sario del inicio de la Revolución Mexicana, gesta histórica
de altísima complejidad que representó la tercera transfor-
mación de nuestro país.

La continua reelección del general Porfirio Díaz, presiden-
te cuya persona en torno y administración profunda y pau-
latinamente se alejaron de las necesidades de la mayoría, se
volvió campo fértil para movimientos indígenas, campesi-
nos y obreros, los que fueron reprimidos con gran violen-
cia por las fuerzas militares.

Y esto nos recuerda un poco el final de la tercera transfor-
mación de este país. Fue en 1908, hace 110 años, que un
hacendado coahuilense, Francisco I. Madero, publicara un
libro titulado La sucesión presidencial en 1910, en el que
criticaba el perfil dictatorial del gobierno de Díaz y llama-
ba a convertir a México en un Estado democrático y mo-
derno, con elecciones libres, libertad de expresión y de aso-
ciación, entre otras, partiendo de un principio de gran
sencillez, pero no simplista, que solo requería dos elemen-
tos. La libertad de sufragio y la no reelección.

Posteriormente, Madero fue encarcelado. En lo que se ree-
legía Díaz, escapó a San Antonio, Texas, y el 5 de octubre
publicó el famoso Plan de San Luis en el que llamaba a le-
vantarse en armas el 20 de noviembre de 1910 a las 6 de la
tarde, para derrocar al porfiriato y establecer elecciones li-
bres y democráticas.

El llamado a las armas de Madero produjo diversos alza-
mientos en todo el país, tal como conocemos todos nuestra
propia historia nacional y el triunfo del coahuilense en las
elecciones de 1911, para que en febrero de 1913 fuera ase-
sinado y la presidencia usurpada por Huerta.

De inmediato, la lucha violenta por el poder duraría más de
una década, y hubo tantos planes de gobierno como caudi-
llos, mientras decenas de miles de niños, niñas –sí, nuestra
juventud–, así como adultos y viejos, murieron en los fren-
tes de batalla causándose con ello gran confusión y erosión
institucional de la vida pública de México.

La Revolución ha terminado, así, con la tercera transfor-
mación de este país. Hoy es el momento de iniciar esta
cuarta transformación, y hay que decir que al final de la ter-
cera transformación de México, fue la apuesta por el Esta-
do de derecho y las instituciones, la Constitución que nos
rige y que protestamos guardar y hacer guardar, así como
la opción preferencial por la justicia social, lo que detuvo
la violencia.

La madurez hoy la tenemos como país. La oportunidad hoy
la tenemos en nuestras manos. Estamos en el umbral de la
cuarta transformación. Damos la bienvenida al llamado por
el rescate de la memoria histórica y cultural de México pa-
ra que, desde el análisis de los sucesos del pasado, expli-
quemos nuestro presente. 

Recuperemos las experiencias luminosas de nuestra histo-
ria, de nuestro pueblo y de nuestra cultura misma y defen-
damos las conquistas legales e institucionales que nos per-
mitieron dar cohesión al tejido social. Un México justo,
con democracia y bienestar para todos es posibles. Hagá-
moslo nosotros. Es tanto, señor presidente, gracias.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Diputado
Juan Martín Espinoza Cárdenas, de Movimiento Ciudada-
no.

El diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas: Con su
permiso, señor presidente. Buenos días diputadas y dipu-
tados, compañeras y compañeros legisladores, la Revolu-
ción Mexicana, sin duda alguna, es considerada el hecho
histórico más importante del siglo XX, y que se derivó del
levantamiento armado liderado por Francisco I. Madero
que luchaba por un México democrático y con mayores de-
rechos sociales.

Los actos conmemorativos como el de la Revolución Me-
xicana que hoy recordamos, constituyen actos de memoria
histórica. Hace 108 años un régimen caduco, fincado con
una falsa estabilidad, anunciaba sus últimos días.

La concentración de la riqueza en la que el uno por ciento
de la población poseía el 85 por ciento del territorio nacio-
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nal, acusaba a un país cuya desigualdad no podía proyectar
a nuestro país hacia la modernidad, sino más bien hacia su
estancamiento, cuyo modelo económico se parecía más al
de una época feudal y cuya movilidad social estaba más
vinculada al origen de las personas que a sus capacidades.

La Revolución Mexicana hizo que el pueblo de México se
despertara del letargo político y represión social. Los indí-
genas y campesinos fueron la base de esa lucha por un pa-
ís mejor, quienes dieron su vida para contar con los dere-
chos sociales que fueron concretándose durante los años
posteriores, como fue: la promulgación de la primera
Constitución en el mundo en incorporar los derechos so-
ciales, la reforma agraria, la reforma a la educación públi-
ca, la nacionalización del petróleo y la tutela de los dere-
chos laborales y sindicales.

Con base en lo anterior sabemos que la Revolución de
1910 cambió el rumbo de la historia de nuestro país cons-
tituyendo un legado y una aspiración, aún vigente, por al-
canzar los ideales de libertad, justicia y equidad, y mate-
rializar los derechos como el acceso universal a la
educación, a la salud, al trabajo bien remunerado.

Para Movimiento Ciudadano, la Revolución Mexicana sig-
nifica un movimiento de lucha contra los abusos cometidos
por la clase política y lo que nos dio pauta para continuar
en la construcción de un mejor país, y sobre todo, recor-
darnos que cuando el pueblo se une, podemos lograr mu-
chos cambios en beneficio de cada uno de nosotros.

Diputadas y diputados, las mexicanas y mexicanos en 1910
se levantaron en armas, con unas armas no más que ma-
chetes, palos, con armas materiales, pero sobre todo, con
un arma bien henchida del corazón ferviente que quería un
México mejor.

Hoy los exhortamos para que luchemos y hagamos realidad
los objetivos y causas de 1910, así como hace 108 años las
mexicanas y mexicanos lucharon por una mejor educación,
ahora debemos hacerlo todos nosotros y, sobre todo, tener
una guerra y una lucha de consciencias de todas las mexi-
canas y mexicanos en la actualidad, pero sobre todo, las di-
putadas y diputados y los políticos, que son quienes debe-
mos de construir un futuro mejor.

Por eso los exhortamos, invitamos a que verdaderamente
pongamos de pie esa lucha de hace 108 años, y hagamos una
guerra social de consciencias que construya un país más de-

mocrático, más justo, más próspero y, sobre todo, más soli-
dario. Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: El dipu-
tado Ismael Hernández Deras.

El diputado Ismael Alfredo Hernández Deras: Estima-
das legisladoras, legisladores. Gracias señor presidente,
por sus atenciones.

Celebramos hoy el CVIII Aniversario del inicio de la Re-
volución Mexicana. En muchos sentidos la Revolución
Mexicana fue una revolución de revoluciones, la Revolu-
ción política se fraguó de la mano de Madero quien tuvo el
arrojo de oponerse, por encima de todo, a las ambiciones
reeleccionista del porfirismo.

Muy pronto, dicha hazaña de Madero se quedaría corta
frente a la exigencia de una revolución social encarnada en
la lucha de Emiliano Zapata.

El reclamo de tierra y libertad era ante todo, un añejo re-
clamo de justicia que no encontró respuesta en el sufragio
efectivo.

De esa pugna, se valieron las fuerzas más perversas del
viejo régimen encabezadas por Victoriano Huerta. En me-
dio de la tragedia nacional, la Revolución Mexicana resur-
gió con la bandera de la Constitución. Nació así la revolu-
ción constitucionalista con Carranza, con Villa, Obregón y
otros recios revolucionarios.

Los constitucionalistas promulgaron la Ley Agraria como
respuesta al despojo ilegal e injusto de tierras, aguas, bos-
ques y selvas. Fueron también ellos quienes promovieron
la Constitución Política de 1917, la primera en el mundo
que explícitamente legisló el reparto de tierras y los dere-
chos laborales, además de la propiedad originaria de la na-
ción sobre todos sus recursos naturales.

El México de hoy no se explica sin el programa social de la
Revolución Mexicana. La Constitución de 1917 y los revolu-
cionarios triunfantes construyeron el camino para transitar de
un pueblo de caudillos a una nación de instituciones. 

Amigas y amigos legisladores, el México de hoy es radi-
calmente distinto al país de las primeras décadas del siglo
pasado, sin embargo, la desigualdad social y la pobreza aún
no han sido erradicadas. Si en el pasado el reparto de las
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tierras fue una de las grandes conquistas de la Revolución
Mexicana, hoy el reparto de las oportunidades es la mayor
exigencia de la sociedad mexicana, y en particular de la so-
ciedad rural.

El reparto de las oportunidades significa que las niñas y los
niños mexicanos, y sobre todo los del campo, reciban edu-
cación de calidad para enfrentar los retos de este mundo la-
boral en un mundo global. 

Hacia adelante, los ideales revolucionarios sin duda que si-
guen vigentes, por ello, por encima de colores políticos, el
Grupo Parlamentario del PRI reconocemos el valor de pro-
mover una agenda ambiciosa en el tema social para reducir
las desigualdades y la pobreza. 

Enfáticamente reiteramos que hoy la mayor pobreza que
existe en el país está en el campo. Solo honraremos el le-
gado de la Revolución si esta soberanía responde con un
presupuesto histórico a las necesidades de millones de
campesinos, pequeños productores, ejidatarios y comune-
ros. Si la Revolución Mexicana nos legó valores de liber-
tad, de justicia social, hoy exige respeto a la pluralidad, a
la tolerancia, a la inclusión. 

En esta hora, amigas y amigos, los mexicanos deberemos
recordar que los equilibrios no solo son importantes para la
marcha de la nación, los equilibrios son la República. Mu-
chas gracias.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Gracias,
Ismael. Diputado Hernán Salinas Wolberg, del Partido Ac-
ción Nacional.

El diputado Hernán Salinas Wolberg: Con su venia, pre-
sidente. Compañeros legisladores, ¿de qué sirve hoy usar la
máxima tribuna de la patria en la efeméride del 20 de no-
viembre, 108 años después de la más sangrienta guerra que
se haya luchado en nuestro territorio, donde los fusiles se
desenfundaron, se apuntaron y dispararon entre hermanos
mexicanos? No debe ser solamente para recordar datos ni
estadísticas, esas están en los libros de historia para su con-
sulta y análisis. Para lo que sí sirve es para discernir sobre
los resultados y consecuencias de ese acontecimiento y lo
que hoy vive nuestro país.

Hay que decirlo claro y con todas sus letras, la Revolución
y los gobiernos revolucionarios y posrevolucionarios fra-
casaron en generar las condiciones de vida anheladas por
quienes lucharon. Las traiciones y el caudillismo que en-

carnó una lucha del poder por el poder fueron el sello ine-
quívoco de esa época.

Y aquí, compañeros, es donde adelanto el reloj de la histo-
ria a nuestro presente. No nos equivoquemos, no es el pa-
so efímero en la cúspide del poder público y político de una
persona lo que transforma de fondo y de manera perma-
nente a un país, sino la construcción de instituciones, en-
tendidas estas en el más amplio de sus significados.

Vemos con preocupación que estamos supeditando el futu-
ro de esta gran nación a la concentración de facultades y
del poder público, que veamos en hombres y no en institu-
ciones la posibilidad de solucionar los problemas que nos
aquejan.

La Revolución Mexicana fracasó por la visión maniqueís-
ta de sus líderes que detentaban el poder, cada uno pensa-
ba que representaba el bien y su oponente el mal. Este es el
riesgo que hoy vemos a la luz de estos hechos históricos
que remembramos, cimbrar nuestra futuro y esperanza en
personas y no en instituciones y, peor aún, que el discurso
público se inunde con una dialéctica de buenos versus ma-
los, socavando el pluralismo e irradiando intolerancia y au-
toritarismo.

Sostenemos, como lo hicieron nuestros fundadores, que el
verdadero cambio en México debe partir de la creación de
un sistema jurídico, político, económico y cultural, con au-
toridad bastante para no necesitar cimentación de bayone-
tas ni métodos cuartelarios, un sistema sustentado en auto-
ridades democráticas.

Nos alarma la forma autoritaria en la que comienzan a per-
filarse ciertas acciones. Nos alarma que se haya recurrido a
la demagogia y que hoy se pretenda actuar en base a lo que
tanto se criticó.

Ante estos embates, desde esta tribuna, los y las legislado-
res de Acción Nacional manifestamos a todo el pueblo de
México nuestro compromiso con la democracia y con man-
tener el conjunto de libertades que durante tantas décadas
han sido parte de nuestra lucha política.

El PAN se declara listo para seguir luchando por la liber-
tad, por el bien común, por la tolerancia a la pluralidad y,
sobre todo, el fortalecimiento de las instituciones.

Coincido en que hay una nueva realidad, sin embargo, debe-
mos construir un futuro distinto, y en eso coincidimos, al que
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le duele a millones de mexicanos, pero hagamos esa cons-
trucción sobre cimientos fuertes, cimientos sólidos, no lo ha-
gamos sobre pasiones pasajeras que pongan en riesgo el des-
tino final de la patria y los sujeten a episodios efímeros.

Ese es el reto que tenemos como legislatura, ese es el reto
que tiene el nuevo gobierno y confío en que esta soberanía
esté a esa altura. Es cuanto, presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Gracias.
Tiene la palabra la diputada Olegaria Carrazco Macías, del
Partido Morena.

La diputada Olegaria Carrazco Macías: Con su permi-
so, señor presidente. Señoras y señores diputados, en la pri-
mera década del siglo pasado México vivía el auge del de-
sarrollo por la promoción porfirista de los bienes de la
nación.

Por un lado estaba el crecimiento de la red ferroviaria y
proliferación de empresas extranjeras que tenían intereses
ambiciosos para la explotación de minerales y petróleo. Y
por otro lado, un país hambriento y despolitizado de los
aconteceres del siglo XIX. Cooptado por la miseria y el
analfabetismo.

Grandes extensiones de tierra estaban en manos de unos
cuantos y el abuso de esta situación que oprimía severa-
mente a los campesinos fue uno de los factores que condu-
jeron al movimiento armado, encabezado por don Francis-
co I. Madero, ampliamente conocido como la Revolución
Mexicana, pero que en Morena identificamos como la ter-
cera transformación.

Este movimiento armado que duró al menos cinco años,
fue la consecuencia de un gobierno dictatorial de más de 30
años. Solo un levantamiento provocado por el descontento
social fue la causa que condujo al país al cambio que se re-
quería para dejar en el olvido el atraso social.

Hoy conmemoramos 108 años del inicio de esta Revolu-
ción. Un reclamo de la sociedad mexicana que tuvo como
resultado avances en materia de trabajo, de seguridad so-
cial y para establecer principios que perseguían evitar que
el poder continuara en manos de unos cuantos.

Francisco I. Madero, Venustiano Carranza y Emiliano Za-
pata, entre muchos otros, lucharon para alcanzar esos idea-
les y culminar ese movimiento armado con una nueva
Constitución Política, con el antecedente inmediato de tres

preceptos fundamentales: Sufragio efectivo, no reelección;
la tierra es de quien la trabaja, y el municipio libre.

Tres principios que los gobiernos ineptos, ignorantes, abu-
sivos y corruptos degradaron en el periodo comprendido
entre 1920 a 2018. Las tierras de los pueblos de México es-
tán siendo explotadas por los extranjeros, que obtienen be-
neficios para llevárselos a sus países. De igual manera,
nuestros recursos naturales, como el petróleo y los minera-
les están pasando nuevamente a manos privadas.

El municipio libre no tiene ya el principio de libertad so-
berana, sino que lo han interpretado como libre para mane-
jarlo a su antojo, restringiendo su autonomía, economía y
de poder de decisión. Los gobernantes en muchos de los
casos son autoritarios e impositivos. 

Compañeras y compañeros diputados, estamos a diez días
de iniciar la cuarta transformación. Es un proceso que di-
ferencia de las tres transformaciones anteriores, no fue ne-
cesario un levantamiento armado. El único levantamiento
que hubo fue la movilización social para defender en las
urnas el voto popular. 

En esta legislatura promovemos que la discusión y el de-
bate sí sean reales. Los acuerdos de la mayoría deben to-
mar en cuenta las propuestas de los partidos minoritarios,
de los legisladores independientes y de los diputados sin
partido. 

Hoy conmemoramos los principios de la Revolución Me-
xicana, y en Morena haremos lo necesario para retornar a
los principios de la democracia, las demandas que dieron
como resultado la Constitución de 1917. 

A 108 años del inicio de aquella cruenta guerra promove-
mos la democracia participativa, el respeto por los dere-
chos humanos y el pleno ejercicio de las libertades. Porque
todos, hombres y mujeres, aspiramos a vivir en un México
en paz y con justa justicia social. Muchas gracias. 

Presidencia de la diputada 
María de los Dolores Padierna Luna

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Ahí concluimos la etapa de los posicionamientos de
los grupos parlamentarios en relación a la efeméride sobre
la Revolución Mexicana.
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INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y
LOS DIPUTADOS 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Damos paso ahora a la presentación de las iniciati-
vas de los grupos parlamentarios. Tiene la palabra, hasta
por cinco minutos, la diputada María Guillermina Alvara-
do Moreno, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Mo-
rena.

La diputada María Guillermina Alvarado Moreno: Con
su permiso, diputada presidenta. 

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante. 

La diputada María Guillermina Alvarado Moreno:
Compañeras y compañeros, diputados. Acudo a esta máxi-
ma tribuna para representar en nombre de mi Grupo Parla-
mentario, Morena, la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman diversos artículos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos en materia de
Guardia Nacional.

Desde hace tiempo México pasa por una crisis de violen-
cia, inseguridad e impunidad que causa un enorme sufri-
miento social, la cual hace imposible la construcción de
bienestar e inhibe el desarrollo y amenaza con llevar al pa-
ís a la ingobernabilidad. El incremento de los índices de-
lictivos expone a la población a la zozobra y destruye el te-
jido social, se cobran decenas de miles de vidas al año y
causa graves afectaciones patrimoniales.

En días pasados, el presidente electo Andrés Manuel López
Obrador presentó la nueva estrategia de seguridad, la cual
se llevará a cabo a través del Plan Nacional de Seguridad
de Paz, que gira en torno de atacar las causas, atender a los
jóvenes y rescatar los valores del pueblo. 

Esta iniciativa tiene el objeto de crear la Guardia Nacional
como una institución del Estado cuya función sea la de par-
ticipar en la protección de los derechos de las personas y
sus bienes, preservar el orden y la paz pública, así como los
bienes y recursos de la nación.

La nueva Guardia Nacional estará integrada por elementos
de la Policía Federal, Policía Militar y Policía Naval y, ade-
más, serán convocados civiles, a fin de que se puedan inte-
grar a ella. Todos se unirán bajo una nueva estructura jurí-
dica. Quienes formen parte de esa nueva institución
recibirán formación y adiestramiento con nuevas prácticas
que incluyan la enseñanza de procedimientos policiales,
derecho penal, derechos humanos, perspectiva de género,
primeros auxilios, protección civil y utilización de la tec-
nología para mejorar su desempeño.

La Guardia Nacional se coordinará con las instituciones de
seguridad pública y procuración de justicia de las entidades
federativas y los municipios, así como las autoridades de la
federación que correspondan. Tratándose de delitos federa-
les podrá actuar como auxiliar del Ministerio Público siem-
pre bajo el mando y conducción de este.

Se prohíbe expresamente que los detenidos sean traslada-
dos o resguardados en instalaciones militares. Se reconoce
la plena jurisdicción de la Corte Penal Internacional para el
Estado mexicano y se establece que los miembros de la
Guardia Nacional serán juzgados por el fuero civil y no por
el militar en caso de faltas y delitos cometidos en el ejerci-
cio de sus funciones.

La planeación y estrategia de seguridad estará a cargo de la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana. Aclara-
mos y ratificamos que no se trata de militarizar, precisa-
mente se trata de desmilitarizar, de construir la paz. El pre-
sidente electo, a través de esta nueva estrategia de
seguridad, quiere que los cuadros fundamentales y profe-
sionales del Ejército regresen a sus tareas constitucionales.

Se trata de que haya claridad, que la Guardia Nacional re-
alizará en el marco constitucional las tareas de seguridad
pública con estas estructuras y efectivos que han estudiado,
se han capacitado y preparado para la salvaguarda de los
derechos, la preservación del orden y de la paz pública, y
que todas las unidades del orden y la paz pública y opera-
tivas del Ejército y de la Armada regresen a sus funciones
tradicionales y constitucionales y que así acaben esta con-
fusión que no le ha traído nada bueno a nadie.

Hoy en día las fuerzas armadas siguen siendo el principal
y el más confiable pilar de la seguridad de nuestro país, pe-
ro a 12 años de que fueran involucradas en esta misión por
el mando civil, siguen careciendo de un marco legal espe-
cífico y de una formulación institucional adecuada para
participar en esta tarea.
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Las y los legisladores de nuestro grupo parlamentario y de
la coalición Juntos Haremos Historia acompañaremos las
propuestas de manera muy responsable y consciente de
nuestro presidente electo.

Permitámosle al nuevo gobierno entrante y a sus futuros ti-
tulares desarrollar las estrategias adecuadas que provean
soluciones reales y coadyuvemos desde el Poder Legislati-
vo en nuestra competencia de manera firme y sobre todo
que trascienda y permee a la vida diaria de los mexicanos.

Los convoco a que juntos hagamos historia y demos a la
ciudadanía lo que desde hace mucho tiempo pide a gritos,
vivir en un México seguro, armonioso y en paz. Es cuanto,
diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de
Morena

Las suscritas diputadas y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 6,
numeral 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, sometemos a la consideración de esta Asam-
blea la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se re-
forman los artículos 13, 16, 21, 31, 32, 36, 55, 73, 76, 78,
82, 89 y 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Desde fines de 2006 México pasa por una crisis de vio-
lencia, inseguridad e impunidad, reconocida por propios
y extraños, que causa un enorme sufrimiento social, ha-
ce imposible la construcción de bienestar, inhibe el desa-
rrollo y amenaza con llevar el país a la inderogabilidad.
El incremento de los índices delictivos expone a la po-
blación a la zozobra, destruye el tejido social, se cobra
decenas de miles de vidas al año y causa graves afecta-
ciones patrimoniales.

Son tres los factores principales de esta situación: las polí-
ticas y medidas económicas implantadas desde hace trein-
ta años que han reducido las perspectivas de millones de
mexicanos de tener un trabajo formal, seguridad social,

educación o vivienda; la creciente corrupción en diversas
esferas del gobierno y de la sociedad y la aplicación, desde
hace 12 años, de una estrategia rotundamente equivocada
de seguridad y combate a la delincuencia.

Ante el abandono por parte del gobierno de los modelos de
bienestar, movilidad social y redistribución de la riqueza,
diversas expresiones delictivas, violentas o no, suplieron
esas funciones. Por el número de empleos directos que ge-
nera, por el monto de divisas que produce y por el impulso
que otorga a otras ramas, la delincuencia se ha ido convir-
tiendo en un sector de la economía que, en rigor, debería
ser considerada como una porción fundamental de eso que
se denomina “sector informal”.

Por otra parte, de 1988 a la fecha se desarrolló, de la mano
del modelo económico implantado para beneficio de una
pequeña minoría una descomposición institucional sin pre-
cedentes que minimizó la capacidad de respuesta del Esta-
do ante el auge delictivo y minó todo el sistema de justicia.
Procuradurías, corporaciones policiales, tribunales y cárce-
les, fueron infiltradas por grupos criminales. A comienzos
de este siglo, la falta de cuerpos de policía confiables llevó
a la fundación de la Policía Federal. Pero seis años más tar-
de ésta no había logrado adquirir la fuerza institucional re-
querida para hacer frente a la delincuencia creciente y el
gobierno de Felipe Calderón decidió involucrar a las Fuer-
zas Armadas en esa tarea, a pesar de lo cuestionable de la
medida en el ámbito constitucional.

Por añadidura, en sus términos aún vigentes la “guerra con-
tra las drogas” y el crimen organizado llevó a la indebida
confusión de los conceptos de seguridad nacional, seguri-
dad interior y seguridad pública, y ello se expresa en la
manera desordenada e improvisada en la que las autorida-
des civiles han dispuesto de las Fuerzas Armadas para en-
frentar a la delincuencia sin otorgarles las facultades lega-
les y sin establecer las reglas claras de contención y límites
para esa tarea.

Se dijo entonces que se trataba de una medida provisional,
en tanto se lograba la consolidación de la Policía Federal y
el saneamiento y la profesionalización, moralización y de-
puración de las corporaciones estatales y municipales de
seguridad pública. Pero en el sexenio 2006-2012 no se lo-
gró ni una cosa ni la otra. El gobierno siguiente tampoco
consiguió avances en el mejoramiento de los cuerpos civi-
les de seguridad y optó por mantener, a grandes rasgos, la
misma estrategia de seguridad pública y combate a la de-
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lincuencia, si bien mudándola de adscripción administrati-
va –la tarea pasó de la Secretaría de Seguridad Pública a la
de Gobernación–, y siguió apoyándose en el Ejército y en
la Marina como pilares fundamentales para encarar a la cri-
minalidad organizada.

Ni uno ni otro gobiernos atacaron las raíces económicas y
sociales del auge delictivo y la violencia. Ambos se enfras-
caron, en cambio, en una lógica de “guerra” que agravó la
inseguridad ciudadana, generó una catástrofe de derechos
humanos y, paradójicamente, fortaleció a la delincuencia al
impulsar a los grupos delictivos a diversificar y extender
sus actividades y al provocar la atomización de los grandes
cárteles en pequeñas células dispersas por buena parte del
territorio nacional.

A 12 años de impuesta, la estrategia de confrontación po-
licial y militar no ha logrado recuperar la paz social, la se-
guridad y el estado de derecho. México se ha convertido en
un país de víctimas, más del 90 por ciento de los delitos co-
metidos desembocan en la impunidad y el país sigue pade-
ciendo la aguda carencia de una policía profesional, capaz
de prevenir e investigar y de identificar y detener a presun-
tos culpables de actos ilícitos.

La inseguridad pública es hoy en día uno de los grandes
problemas nacionales; su solución es una justificada exi-
gencia de la ciudadanía y el gobierno que iniciará el próxi-
mo 1 de diciembre la ha señalado entre sus principales
prioridades.

Ciertamente, la obligación primera de cualquier Estado
es preservar la integridad de la población ante toda suer-
te de amenazas. De esa responsabilidad deriva la confor-
mación de sistemas de seguridad nacional, seguridad pú-
blica y protección civil, así como la formulación de
leyes, instituciones y mecanismos para la defensa de los
derechos humanos.

Ciertamente, para resolver la inseguridad, la violencia y el
descontrol de diversas regiones es necesario un programa
en los ámbitos jurídico, económico, social, educativo y de
salud. En muchas circunstancias históricas, tanto naciona-
les como foráneas, ha quedado claro que la paz y la tran-
quilidad son frutos de la justicia y del bienestar.

Lo anterior no significa, por supuesto, que las autoridades
gubernamentales puedan prescindir, independientemente
de las circunstancias, de una institución policial profesio-
nal, eficiente y de carácter nacional. Es necesario, en suma,

diseñar una solución efectiva a la falta de una corporación
capaz y suficiente para prevenir la criminalidad, neutralizar
la violencia delictiva, investigar las violaciones a la ley e
identificar, detener y presentar ante los organismos juris-
diccionales correspondientes a los presuntos infractores.

Hoy en día las Fuerzas Armadas siguen siendo el principal
y el más confiable pilar de la seguridad en nuestro país; pe-
ro a 12 años de que fueran involucradas en esa misión por
el mando civil, siguen careciendo de un marco legal espe-
cífico y de una formulación institucional adecuada para
participar en esa tarea. Como consecuencia, los institutos
castrenses han pagado un alto costo en vidas de soldados y
marinos, han experimentado un desgaste injustificable, han
sido distraídos de sus funciones constitucionales explícitas
y se ha generado una indeseable erosión en sus vínculos
con la población civil.

Sin embargo, en la crisis de violencia e inseguridad actual
es evidente que el Estado no puede asegurar el cumpli-
miento de la legalidad ni reconstruir la paz sin el concurso
de los institutos armados. El retiro de los soldados y mari-
nos de las tareas de seguridad pública colocaría a diversas
regiones y a sus habitantes en una total indefensión ante la
criminalidad organizada.

Como lo registra la historia, el Ejército mexicano ha sido,
desde su fundación, en 1913, leal a la sociedad y a las ins-
tituciones civiles; al igual que la Fuerza Aérea y la Marina,
constituye una institución surgida del pueblo; es, por así
decirlo, pueblo uniformado, y su cercanía con el resto de la
población queda patente en las labores de auxilio que rea-
lizan sus efectivos en casos de desastre. Debe mencionarse
asimismo que las Fuerzas Armadas de México se han man-
tenido al margen de la oligarquía político-empresarial que
ha ejercido el poder institucional desde hace 30 años.

En tales circunstancias, se plantea resolver ambos proble-
mas –los vacíos legales en los que operan las Fuerzas Ar-
madas en la seguridad pública y la carencia de una institu-
ción policial profesional y capaz de afrontar el desafío de
la inseguridad y la violencia– mediante la creación de una
Guardia Nacional expresamente encargada de prevenir y
combatir el delito en todo el territorio nacional y dotada de
la disciplina, la jerarquía y el escalafón propios de los ins-
titutos castrenses. Se propone que adicionalmente a sus
funciones como garante de la seguridad y la paz públicas y
la preservación de la vida, la libertad y los bienes de las
personas, la Guardia Nacional esté facultada como auxiliar
del Ministerio Público.
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Cabe recordar que la Guardia Nacional es una instancia
presente en el horizonte constitucional de México desde
1857 (artículos 35, 36, 72, 74 y 85 de la constitución de ese
año) y que en desde mucho antes de que figurara en la Car-
ta Magna realizó importantes servicios al país: fundada por
el general Mariano Salas en 1846, tuvo una destacada par-
ticipación en la lucha contra la invasión estadunidense que
inició ese mismo año, así como en la resistencia a la inter-
vención francesa registrada dos décadas más tarde. Ya en el
Siglo XIX tenía carácter militar, al igual que lo tienen en el
presente formaciones como la Guardia Civil española, la
Gendarmería Nacional de Francia, y el Arma de Carabine-
ros italiana.

Existen, pues, razones de peso, tanto de índole histórica co-
mo internacional, para adscribir a la nueva corporación al
ámbito castrense, y la primera de esas razones es de carácter
urgente: los institutos militares nacionales son los únicos que
tienen el personal, la capacidad, el espíritu de cuerpo y las
instalaciones requeridas para empezar a conformar la Guar-
dia Nacional desde el próximo 1 de diciembre y, simultánea-
mente, a capacitar a los futuros integrantes de la institución.

Los guardias nacionales provendrán de las policías Militar
y Naval, así como de la actual Policía Federal, y adicional-
mente se convocará a civiles y a elementos de tropa para
que se integren a la formación de nuevos elementos, los
cuales recibirán formación y adiestramiento en planteles
militares de acuerdo con un plan de estudios elaborado en
forma conjunta por las secretarías de Defensa Nacional,
Marina, Gobernación y Seguridad Ciudadana; adicional-
mente se invitará a participar en ese proceso a la Fiscalía
General y a la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, con pleno respeto a la autonomía de ambas institucio-
nes. A la capacitación teórica y práctica y al entrenamiento
físico castrense se agregará una formación académica y
práctica en procedimientos policiales, derecho penal, dere-
chos humanos, perspectiva de género, primeros auxilios,
protección civil y otros conocimientos necesarios para el
buen desempeño de los elementos.

Por todo lo anteriormente expuesto, es necesario empren-
der la reforma a diversos artículos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de readecuar el
término “Guardia Nacional” a los requerimientos actuales
y, en una modificación posterior, los ordenamientos secun-
darios a nivel reglamentario y de la normatividad interna,
con el objeto de alinear la operación de la corporación
mencionada al marco constitucional que por este decreto se
reforma.

Con las reformas propuestas se establecerá la naturaleza,
alcances y ámbitos de competencia de la Guardia Nacional.
Estas adecuaciones constitucionales permitirán la actua-
ción de la Guardia Nacional en el marco del Plan Nacional
de Paz y Seguridad del próximo gobierno. 

Como se dijo, la Guardia Nacional está prevista desde la
Constitución de 1857 y en la Constitución vigente desde su
emisión en 1917. Sin embargo, no está clara su naturaleza
ni las funciones que puede desempeñar, por lo que se pro-
pone dotar de un nuevo contenido al concepto de Guardia
Nacional que se adecúe a las urgentes necesidades de nues-
tro país para la construcción de la paz y la garantía de se-
guridad. 

Se propone crear la Guardia Nacional como una institución
del Estado cuya función sea la de participar en la salva-
guarda de los derechos de las personas y sus bienes, pre-
servar el orden y la paz públicas, así como los bienes y re-
cursos de la Nación. Esta institución se constituirá con los
elementos de la Policía Federal, Policía Militar y Policía
Naval. Sin embargo, tendrán su propio régimen que preve-
rá requisitos de acceso, permanencia, ascenso y capacita-
ción en materia de uso de la fuerza y respeto a los derechos
humanos.

La columna vertebral del ejército es su disciplina, forma-
ción y valores. Es precisamente en esos atributos en donde
se cimenta nuestro proyecto. La Guardia Nacional respon-
derá a la disciplina militar en lo que respecta a su régimen
interno de organización. Sin embargo, en el ejercicio de sus
atribuciones, ligadas al contacto permanente con la pobla-
ción civil, se desempeñará bajo parámetros de conducción
civil, es decir, ajustará el ejercicio de sus funciones de ma-
nera racional y proporcional para proteger libertad, bienes
y derechos de las personas. 

Si bien, la Guardia Nacional nace como una institución
adscrita al mando castrense, es importante destacar que los
planes, programas y acciones que darán sustento al des-
pliegue de sus tareas correrá a cargo de la autoridad civil.
Y los esquemas de profesionalización, adiestramiento y
certificación se realizarán sobre la base de una formación
policial. Todo ello, en estricta observancia de las disposi-
ciones que emita el Congreso General en la ley orgánica de
la Guardia Nacional, en materia de organización, adscrip-
ción, armamento, disciplina y uso de la fuerza.

Para mayor eficiencia, la Guardia Nacional se coordinará
con las instituciones de seguridad pública y procuración de
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justicia de las entidades federativas y los municipios, así
como con las demás autoridades de la Federación que co-
rrespondan. Tratándose de delitos federales, podrá actuar
como auxiliar del Ministerio Público, pero siempre bajo el
mando y conducción de éste.

En materia de derechos humanos, garantías judiciales y
respeto a las libertades, se prohíbe expresamente que las
personas detenidas en el uso de las atribuciones que esta-
blece esta reforma sean trasladadas o resguardadas en ins-
talaciones militares. Además, por disposición expresa y en
correspondencia con la naturaleza de sus funciones, los
miembros de la Guardia Nacional que cometan un delito o
una falta en el despliegue de su labor cotidiana serán juz-
gados por el fuero civil y no por el fuero militar al que só-
lo se reserva el conocimiento de las faltas y delitos que co-
metan en su organización interna.

Así mismo, para favorecer escrutinio de las acciones que
en una materia tan delicada desplegará el Estado mexica-
no, proponemos reconocer la plena jurisdicción de la Cor-
te Penal Internacional, sin limitaciones ni condicionamien-
tos, una añeja demanda de la sociedad mexicana.

Nuestra propuesta parte de la necesidad de que los efecti-
vos del ejército y la fuerza armada de México, quienes ac-
tualmente realizan tareas de combate a la delincuencia, re-
gresen en muy corto plazo al ejercicio de sus potestades
constitucionales, como fuerzas de defensa de la Nación. Y,
en su lugar, formar y desplegar una fuerza con disciplina
especialmente adiestrada para ejercer funciones de salva-
guarda de derechos y bienes de las personas, así como de
preservación del orden y la paz públicas. Nuestra propues-
ta avanza en el sentido de la desmilitarización de las calles
de México.

Es esta una medida emergente, de carácter transitorio. Es-
tá sujeta a evaluación a los tres años, tanto por el Poder
Ejecutivo, como por este Legislativo Federal. Habrá de
prevalecer sólo mientras persista la crisis de violencia e in-
seguridad en el país.

Los cambios incluyen un régimen transitorio, el cual tiene
el propósito de dar forma al proceso de adscripción de in-
tegrantes de las policías Federal, Militar y Naval a la Guar-
dia Nacional, así como la manera en que ésta se constitui-
rá en los ámbitos administrativo, organizativo y laboral,
este último para salvaguardar los derechos adquiridos por
quienes provengan de otras corporaciones.

Para estar acordes con la interpretación recientemente emi-
tida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con re-
lación a la Ley de Seguridad Interior, establecemos en el
régimen transitorio una excepción expresa y específica pa-
ra que a los miembros de las policías militar y naval que se
incorporen a la Guardia Nacional no les sea aplicable la li-
mitación que dispone el artículo 129 de la Constitución,
según la cual en tiempos de paz las autoridades militares no
pueden realizar funciones diversas a las que tengan exacta
conexión con la disciplina militar.

Cabe señalar que la creación de la Guardia Nacional es só-
lo una parte del Plan Nacional de Paz y Seguridad del pró-
ximo gobierno. En palabras del presidente electo, el 80 por
ciento de la nueva estrategia de paz y seguridad gira en tor-
no a atacar las causas, atender a los jóvenes y rescatar los
valores del pueblo de México. El restante porcentaje, tiene
que ver con las instituciones de seguridad dentro de la que
se enmarca la Guardia Nacional.

Es pertinente reiterar, por último, que para garantizar los
derechos humanos y asegurar la actuación de la nueva cor-
poración con apego a los protocolos de protección de las
garantías establecidas en la Carta Magna, todos los ele-
mentos de la Guardia Nacional recibirán formación en de-
rechos humanos y capacitación y adiestramiento en labores
policiales, así como en el dominio de un protocolo para la
intervención y el uso de la fuerza, atendiendo a los criterios
de necesidad, proporcionalidad y respeto a las leyes vigen-
tes.

Derivado de lo anterior, se propone la reforma a los artícu-
los de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos siguientes:
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Por lo expuesto, se somete a consideración el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 13, 16,
21, 31, 32, 36, 55, 73, 76, 78, 82, 89 y 123; todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 13. Nadie puede ser juzgado por leyes privativas
ni por tribunales especiales. Ninguna persona o corpora-
ción puede tener fuero, ni gozar más emolumentos que los
que sean compensación de servicios públicos y estén fija-
dos por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y
faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales mili-
tares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender
su jurisdicción sobre personas que no pertenezcan al Ejér-
cito. Cuando en un delito o falta del orden militar estuvie-
se complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad
civil que corresponda.

Las faltas y delitos cometidos por integrantes de la
Guardia Nacional en el ejercicio de sus funciones serán
conocidos por la autoridad civil correspondiente.

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona,
familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud
de mandamiento escrito de la autoridad competente, que
funde y motive la causa legal del procedimiento. En los
juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en
los que se establezca como regla la oralidad, bastará con
que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé
certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previs-
to en este párrafo.

…

…

…

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehen-
sión, deberá poner al inculpado a disposición del juez,
sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabili-
dad. La contravención a lo anterior será sancionada por
la ley penal.

Bajo ninguna de las circunstancias referidas por este
artículo, un detenido podrá ser trasladado ni resguar-
dado en instalaciones militares.
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Cualquier persona puede detener al indiciado en el mo-
mento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente
después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a dis-
posición de la autoridad más cercana y ésta con la misma
prontitud, a la del Ministerio Público. De la misma forma
actuarán las autoridades encargadas de salvaguardar
los derechos de las personas, sus bienes, preservar el
orden y la paz públicas, así como los bienes y recursos
de la Nación. En todo caso, existirá un registro inmediato
de la detención.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al
Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán ba-
jo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta
función. Tratándose de conductas que presuntivamente
puedan ser delitos del orden federal, la Guardia Nacio-
nal podrá actuar como auxiliar del Ministerio Público
Federal, bajo su conducción y mando. 

…

…

…

…

…

…

El Estado Mexicano reconoce la jurisdicción de la Cor-
te Penal Internacional.

La seguridad pública es una función a cargo de la Federa-
ción a través de las instituciones que para tal efecto dis-
pone esta Constitución, las entidades federativas y los
Municipios, en el ámbito de sus respectivas jurisdiccio-
nes. Comprende la prevención de los delitos; la investiga-
ción y persecución para hacerla efectiva, así como la san-
ción de las infracciones administrativas, en los términos de
la ley, en las respectivas competencias que esta Constitu-
ción señala. La actuación de las instituciones de seguridad
pública se regirá por los principios de legalidad, objetivi-
dad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los
derechos humanos reconocidos en esta Constitución.

La Guardia Nacional es una institución del Estado que
participará en la salvaguarda de la libertad, la vida, la
integridad, y el pleno ejercicio de los derechos de todas
las personas, protegiendo su seguridad, sus bienes, así
como preservar el orden, la paz pública, los bienes y re-
cursos de la Nación; esta institución estará conformada
por hombres y mujeres que previo los requisitos de la
ley, la aplicación de los exámenes de ingreso, perma-
nencia y ascenso, así como los procesos de profesionali-
zación, integrarán un cuerpo especializado con estruc-
tura, funciones y estándares sobre el uso de la fuerza
debidamente establecidas en su ley orgánica.

La Guardia Nacional en el ámbito de su competencia,
deberá coordinarse en el desempeño de sus funciones
con las instituciones de seguridad pública y procura-
ción de justicia con que cuenten las entidades federati-
vas y los municipios, según sea el caso, así como con las
demás autoridades de la Federación que correspondan. 

El Ejecutivo Federal en el ámbito de sus atribuciones, a
través de la dependencia del ramo de seguridad, debe-
rá elaborar los planes, estrategias y acciones en materia
de seguridad, para que, a su vez, la dependencia del ra-
mo de la defensa nacional y las demás que correspon-
dan, instrumenten las que les competan.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter ci-
vil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las
instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno de-
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berán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la
seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de
Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases
mínimas:

a) La regulación de la selección, ingreso, formación, per-
manencia, evaluación, reconocimiento y certificación de
los integrantes de las instituciones de seguridad pública. La
operación y desarrollo de estas acciones será competencia
de la Federación, las entidades federativas y los Munici-
pios en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísticas
y de personal para las instituciones de seguridad pública.
Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de se-
guridad pública si no ha sido debidamente certificado y re-
gistrado en el sistema.

c) La formulación de políticas públicas tendientes a preve-
nir la comisión de delitos.

d) Se determinará la participación de la comunidad que co-
adyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación de las
políticas de prevención del delito así como de las institu-
ciones de seguridad pública.

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a
nivel nacional serán aportados a las entidades federativas y
municipios para ser destinados exclusivamente a estos fi-
nes.

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. a la II. …

III. Se deroga 

IV. …

Artículo 32. …

…

En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en el
Ejército, ni en las fuerzas de policía, seguridad pública o
Guardia Nacional. Para pertenecer al activo del Ejército
en tiempo de paz y al de la Armada o al de la Fuerza Aérea
en todo momento, o desempeñar cualquier cargo o comi-
sión en ellos, se requiere ser mexicano por nacimiento.

…

…

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Repú-
blica:

I. …

II. Se deroga

III. a la V. …

Artículo 55. Para ser diputado se requiere: 

I. a la III. …

IV. No estar en servicio activo en el Ejército Federal ni te-
ner mando en la policía o la Guardia Nacional en el Dis-
trito donde se haga la elección, cuando menos noventa dí-
as antes de ella.

V. a la VII. …

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. al XIV. …

XV. Para expedir las leyes que reglamenten la organi-
zación, adscripción, armamento, disciplina, profesiona-
lización y uso de la fuerza de la Guardia Nacional.

XVI. a la XXXI. …

Artículo 76 Son facultades exclusivas del Senado: 

I. a la III…

IV. Se deroga

V. a la XIV. …

Artículo 78. Durante los recesos del Congreso de la Unión
habrá una Comisión Permanente compuesta de 37 miem-
bros de los que 19 serán Diputados y 18 Senadores, nom-
brados por sus respectivas Cámaras la víspera de la clausu-
ra de los períodos ordinarios de sesiones. 

Para cada titular las Cámaras nombrarán, de entre sus
miembros en ejercicio, un sustituto. La Comisión Perma-
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nente, además de las atribuciones que expresamente le con-
fiere esta Constitución, tendrá las siguientes: 

I. Se deroga 

II. a la VIII. …

Artículo 82. Para ser Presidente se requiere:

I. a IV…

V. No estar en servicio activo, en caso de pertenecer al
Ejército o integrado a la Guardia Nacional, seis meses
antes del día de la elección.

VI. y VII. …

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente,
son las siguientes: 

I. a la VI. …

VII. Ordenar, disponer y reglamentar a través de la De-
pendencia correspondiente, a las policías auxiliares de
las entidades federativas que operen fuera de sus pro-
pias entidades, así como a los cuerpos de seguridad pri-
vada debidamente autorizados por la Federación, de
conformidad con la ley respectiva; asimismo obtener y
manejar la información de los Sistemas de Comando y
Control. 

VIII. a la XX. …

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán:

A. y B. …

I. a la XII. …

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior,
agentes del Ministerio Público, peritos, los miembros de
las instituciones policiales y los miembros de la guardia
nacional, se regirán por sus propias leyes. 

…

…

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, así como los miembros
de la guardia nacional en lo que resulte aplicable, las
prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI
de este apartado, en términos similares y a través del orga-
nismo encargado de la seguridad social de los componen-
tes de dichas instituciones.

XIII bis. y XIV. …

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entra en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Con la entrada en vigor del presente Decreto se
constituye la Guardia Nacional, con los elementos respec-
tivos de la Policía Federal, la Policía Militar y la Policía
Naval. Dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vi-
gor de la presente, el Congreso de la Unión emitirá las le-
yes respectivas.

El Titular del Poder Ejecutivo, con los titulares de las de-
pendencias correspondientes, deberá emitir las disposicio-
nes de carácter general para el cumplimiento de lo dis-
puesto en los artículos transitorios. Dichas disposiciones
deberán indicar los plazos, procedimientos, normas y line-
amientos respectivos.

SEGUNDO. Se faculta al Ejecutivo Federal para emitir las
disposiciones de carácter general que estime necesarias,
con el fin de que las funciones previstas en el artículo 2 de
la Ley de la Policía Federal, sean asumidas, en lo que co-
rresponde, por la Guardia Nacional, con la gradualidad que
permita asegurar la continuidad de las respectivas funcio-
nes y puedan llevarse a cabo la transferencia de recursos
humanos, materiales y financieros respectivas. Asimismo,
se deberá asegurar la transición ordenada de los miembros
de la Policía Militar y Naval a la Guardia Nacional en los
términos y condiciones que al efecto se determinen con la
Secretaría de la Defensa Nacional y la de Marina de mane-
ra conjunta.

TERCERO. Las leyes secundarias que se expidan con
motivo del presente decreto, deberán prever los esquemas
y modalidades para la certificación de capacidades y acre-
ditación del control de confianza de los elementos que se
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adscriban a la Guardia Nacional, así como para su profe-
sionalización y disciplina. Dichas leyes garantizarán una
efectiva formación en las materias de protección de los de-
rechos humanos y perspectiva de género en el desempeño
de sus funciones.

CUARTO. Los miembros de la Policía Militar y Naval que
sean asignados a la Guardia Nacional, conservarán sus ran-
gos, así como las prestaciones conferidas a su nivel jerár-
quico y de mando. 

QUINTO. En tanto persista la crisis de violencia e insegu-
ridad en el país, se mantendrá la Guardia Nacional de con-
formidad con los términos planteados en el presente decre-
to, por ser obligación del Estado Mexicano tomar las
medidas pertinentes para salvaguardar la seguridad de los
ciudadanos. No obstante, lo anterior, la actuación de la
Guardia Nacional deberá ser sujeto a revisión, por lo que el
Ejecutivo Federal en coordinación con el Poder Legislati-
vo deberán llevar a cabo una evaluación de la política ins-
trumentada en la materia transcurrido el plazo de 3 años a
partir de su implementación. Los miembros de la policía
militar y naval adscritos a la Guardia Nacional quedan ex-
ceptuados de la prohibición a que se refiere el artículo 129
de esta Constitución.

En el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 20 días de mes de no-
viembre de 2018.— Diputadas y diputados: María Guillermina Alva-
rado Moreno, Alejandro Carvajal Hidalgo, Fortunato Rivera Castillo,
Idalia Reyes Miguel, Jorge Alcibíades García Lara, José Guillermo
Aréchiga Santamaría, Julieta Kristal Vences Valencia, Mario Alberto
Ramos Tamez, Sandra Simey Olvera Bautista (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su dictamen.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada...

La diputada Tatiana Clouthier Carrillo (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Micrófono en la curul de Tatiana Clouthier. Dipu-
tada, ¿con qué objeto, señora diputada? Por favor, micró-
fono.

La diputada Tatiana Clouthier Carrillo (desde la curul):
Hacer la petición si podría irse ese, para tener las observa-
ciones de la Comisión de Gobernación.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Túrnese también, para su opinión, a la Comisión
de Gobernación.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada
Cynthia López Castro, del Grupo Parlamentario…

La diputada Carmen Julia Prudencio González (desde
la curul): Presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Carmen Julia Prudencio, de Movimiento Ciudada-
no. Diputada, ¿para qué objeto pide el micrófono, dipu-
tada? Micrófono, por favor. Pido a la Secretaría dé el mi-
crófono a la diputada.

La diputada Carmen Julia Prudencio González (desde
la curul): Presidenta, solicitarle, pedir el turno de esa ini-
ciativa también para opinión de Seguridad Pública.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Para su opinión, a Seguridad Pública.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, CÓDIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Cynthia López Castro tiene la palabra, hasta por
cinco minutos, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 308 del Códi-
go Civil Federal, 79 del Código Federal de Procedimientos
Civiles y 44 de la Ley General de los Derechos de las Ni-
ñas, los Niños y los Adolescentes. Ella es del Grupo Parla-
mentario del PRI. Adelante.

La diputada Cynthia Iliana López Castro: Muchas
gracias. Con su venia, presidenta. La vida es la tragedia
de la nutrición, escribió Arnold Ehret. La primera obli-
gación con nuestros semejantes sobre todo si dependen
de nosotros. 

Nuestra legislación actual reconoce diferentes vínculos fa-
miliares a partir de los cuales puede surgir la obligación de
dar alimentos, tales como las relaciones, el parentesco, el
matrimonio, el concubinato, entre otras.
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La obligación, entre los progenitores y sus hijos, de pro-
porcionar alimentos posee una protección suprema pues
por mandato constitucional expreso en el artículo 4o., pá-
rrafo décimo, de nuestra Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se vincula a los progenitores a pro-
curar el mayor nivel de protección, educación y formación
integral, siempre en el marco del principio del interés su-
perior del menor.

Los niños y las niñas tienen el derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, de salud, de educación y
sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este princi-
pio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y eva-
luación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Ante un escenario de ruptura y separación familiar, por un
divorcio, esta obligación se materializa mediante el esta-
blecimiento de una pensión alimenticia que comprenderá
educación, vestido, habitación y atención médica. Empero,
cuando existe controversia sobre los montos de la pensión,
con frecuencia se presenta una mala práctica por parte de
los obligados para esconder su capacidad económica real
en aras de que la pensión que se fije, sea la menor posible.

Esta iniciativa que busca reformar el artículo 308 del Có-
digo Civil Federal, el 79 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles y el 44 de la Ley General de Derechos de
Niños, Niñas y Adolescentes, lo que busca es que, inde-
pendientemente de que los padres de los hijos no puedan
comprobar un ingreso, obligatoriamente tengan que dar
una pensión a la madre de familia. 

Hay muchas mujeres que no pueden tener esta pensión por-
que las ex parejas o los esposos no comprueban un ingreso
porque están en la economía informal, porque comprueban
un ingreso menor al que tienen y no apoyan a las madres
de los hijos en este crecimiento.

Esta iniciativa lo que busca es que, de manera obligatoria,
se compruebe o no el ingreso, hay un monto mínimo de
pensión para las madres solteras, porque son las mujeres
las que mantienen a los hijos, las que los llevan a la escue-
la, las que se tienen que hacer cargo de ella y muchas ve-
ces el padre del niño no aporta un solo peso al manteni-
miento.

Con esto se busca poder apoyar a todas las madres jefas de
familia que hay en nuestro país, que son cabeza de familia,
que tienen que sacar a sus hijos adelante. Con esta reforma
lograríamos que independientemente del ingreso del padre,

se tenga que dar una pensión obligatoria, y con eso respal-
damos no solo a nuestras mujeres, también respaldamos a
nuestros niños de México, garantizando el derecho a la sa-
lud, de educación y de vestimenta.

Este apoyo, serán beneficiados todos nuestros niños hasta
la edad de 18 años, y ya no habrá pretexto para todos aque-
llos que buscan esconder su ingreso o buscan decir que es-
tán en la economía informal para no dar una pensión. Las
mujeres tienen el derecho y se tiene el derecho de poder
exigir un apoyo de parte de la pareja, porque los hijos son
de dos y muchas veces la madre es la que lleva a cargo to-
do el trabajo con los hijos.

Con esta reforma estaríamos teniendo un país donde no im-
porta el ingreso que se tenga, en cuanto haya una separa-
ción de un concubinato o un divorcio, obligadamente el pa-
dre de los hijos tiene que aportar para la educación y
mantenimiento de sus hijos. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 308 del Có-
digo Civil Federal, 79 del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles y 44 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada Cynthia
Iliana López Castro, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Cynthia Iliana López Castro, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad que confieren los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 6 numeral 1, inciso I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 308 del Código Civil
Federal, 79 del Código Federal de Procedimientos Civiles
y 44 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, a fin de que el juez recabe de manera oficio-
sa las pruebas que permitan conocer las posibilidades de
acreedor para fijar pensión alimenticia, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

De conformidad con el criterio sostenido por la Primera Sa-
la en la jurisprudencia de rubro: “Alimentos. El estado de
necesidad del acreedor de los mismos constituye el origen y
fundamento de la obligación de otorgarlos”, la obligación
alimentaria surge como consecuencia del estado de necesi-
dad en que se encuentran determinadas personas a las que
la ley les reconoce la imposibilidad para procurarse los me-
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dios para la subsistencia física y su desarrollo humano. A
esas personas, la legislación civil otorga la posibilidad de
exigir lo necesario para colmar sus necesidades fundamen-
tales1. Así, es necesario que concurran tres supuestos para
que surja la obligación de alimentos, a saber:

1) El estado de necesidad del acreedor alimentario.

2) Un determinado vínculo entre acreedor y deudor, y

3) La capacidad económica del obligado a prestarlos.

En este sentido, es claro que el estado de necesidad del
acreedor alimentario constituye el origen y fundamento de
la obligación de alimentos, entendiendo por éste aquella si-
tuación en la que pueda encontrarse una persona que no
puede mantenerse por sí misma, pese a que haya empleado
una normal diligencia para solventarla y con independen-
cia de las causas que puedan haberla originado2. Sin em-
bargo, las cuestiones relativas a quién y en qué cantidad se
deberá dar cumplimiento a esta obligación de alimentos,
dependerán:

A. Directamente de la relación de familia existente en-
tre acreedor y deudor,

B. El nivel de necesidad del primero y la capacidad eco-
nómica de este último, y

C. De acuerdo con las circunstancias particulares del ca-
so concreto.

Nuestra legislación reconoce diferentes vínculos familiares
a partir de los cuales puede surgir la obligación de dar ali-
mentos, tales como: las relaciones paternofiliales, el paren-
tesco, el matrimonio, el concubinato, entre otras.

No obstante, la obligación entre los progenitores y sus hi-
jos de proporcionar alimentos posee una protección supre-
ma, pues por mandato constitucional expreso del artículo 4
párrafo décimo de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos se vincula a los progenitores a procurar
el mayor nivel de protección, educación y formación inte-
gral, siempre en el marco del principio del interés superior
del menor.

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de

sus necesidades de alimentación, salud, educación y
sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este
principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a la niñez”.3

Asimismo, a nivel internacional la Convención sobre los
Derechos del Niño prevé en su artículo 27 numeral 4, lo re-
lativo al derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado
para su desarrollo integral, y determina que son los padres
y las personas encargadas de él los responsables primor-
diales de proporcionar las condiciones necesarias para ese
desarrollo.

“Los estados parte tomarán todas las medidas apropiadas
para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte
de los padres u otras personas que tengan la responsabili-
dad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Par-
te como si viven en el extranjero. En particular, cuando la
persona que tenga la responsabilidad financiera por el ni-
ño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el
niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los con-
venios internacionales o la concertación de dichos conve-
nios, así como la concertación de cualesquiera otros arre-
glos apropiados”.4

Cabe señalar que este tratado internacional eleva a una ma-
yor jerarquía el derecho de alimentos de los niños, pues no
sólo lo considera como un derecho esencial, sino que am-
plía su alcance desde la determinación de los sujetos obli-
gados hasta las condiciones de la obligación alimenticia y,
por supuesto, la posición del Estado, como garante de ese
cumplimiento.

Ante un escenario de ruptura y separación familiar por un
divorcio, esta obligación se materializa mediante el esta-
blecimiento de una pensión alimenticia, que comprenderá
educación, vestido, habitación y atención médica. Empero,
cuando existe controversia sobre los montos de la pensión,
con frecuencia se presenta una mala práctica por parte de
los obligados para tratar de esconder su capacidad econó-
mica real en aras de que la pensión que se fije sea la menor
posible.

En relación con este aspecto, la Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia, a propuesta del ministro José Ramón
Cossío Díaz, resolvió el 21 de febrero de 2018 el amparo
directo en revisión 3360/2017, que establece un preceden-
te en términos de qué deberá considerarse para determinar
la capacidad económica real del deudor alimentario.
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Así pues, la Primera Sala estableció criterios en el sentido
de que, cuando exista controversia sobre el monto fijado
como pensión, los jueces deben allegarse oficiosamente de
los elementos necesarios para cuantificar el monto de la
pensión.

Para tratar de solucionar este problema, la Primera Sala in-
trodujo el concepto “flujo de riqueza”. A partir de éste,
cuando exista controversia entre las partes sobre la capaci-
dad económica real, el juez deberá allegarse de elementos
ciertos y actuales, a fin de determinar de forma equitativa,
segura y razonable, el monto de pensión que deberá ser es-
tablecido.

Esta determinación constituye un precedente fundamental
por dos aspectos.

• Primero, la posición del Estado como garante de los
derechos de los niños y niñas que permitirá avanzar ha-
cia un desarrollo adecuado de la infancia.

• Segundo, la introducción de conceptos económicos
novedosos que permitan un acceso real a la justicia.

Al entender que la capacidad económica no se compone
exclusivamente del ingreso o renta reportados, sino de un
concepto más amplio, como es el flujo de riqueza y nivel
de vida, y que el juez deberá allegarse de la información
que le permita determinar de manera objetiva esta capaci-
dad en caso de controversia, la Primera Sala estableció un
criterio que busca asegurar que las pensiones alimenticias
sean un verdadero reflejo de la capacidad económica de los
obligados.

Preocupada y ocupada por proteger a la niñez, propongo
establecer en ley que, para fijar pensión alimenticia, el juz-
gador tiene la facultad de recabar oficiosamente las prue-
bas que le permitan conocer con toda certeza las posibili-
dades económicas del acreedor para solventar las
necesidades del deudor, para ello propongo:

• En el Código Civil Federal, la obligación por parte del
juzgador encargado de la solución del conflicto, para re-
cabar de oficio las pruebas necesarias y conocer el flujo
de riqueza y nivel de vida del deudor, para fijar el mon-
to de la pensión alimenticia en un juicio de alimentos;

• En el Código Federal de Procedimientos Civiles cuan-
do en el procedimiento judicial haya que garantizar la
protección de menores, la facultad de recabar de oficio

las pruebas necesarias para garantizar el principio del
interés superior de la niñez; y

• En Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para proteger el interés superior del me-
nor en los procedimientos judiciales de alimentos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 308
del Código Civil Federal, para quedar como sigue:

Artículo 308. … Los alimentos comprenden la comida, el
vestido, la habitación y la asistencia en casos de enferme-
dad. Respecto de los menores los alimentos comprenden,
además, los gastos necesarios para la educación primaria
del alimentista, y para proporcionarle algún oficio, arte o
profesión honestos y adecuados a su sexo y circunstancias
personales.

En los juicios de alimentos, el juzgador encargado de la
solución del conflicto tendrá la facultad de recabar de
oficio las pruebas necesarias para conocer con toda cer-
teza la capacidad económica que permita referir el flu-
jo de riqueza y nivel de vida del deudor sin limitarse a
considerar el ingreso reportado, para fijar el monto de
la pensión alimenticia que garantice al acreedor su
bienestar.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo al artículo 79
del Código Federal de Procedimientos Civiles, para quedar
como sigue:

Artículo 79. … Para conocer la verdad, puede el juzgador
valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cual-
quier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes
o a un tercero, sin más limitaciones que las de que las prue-
bas estén reconocidas por la ley y tengan relación inmedia-
ta con los hechos controvertidos.

Cuando en el procedimiento judicial haya que garanti-
zar la protección de menores, el juzgador tiene la facul-
tad de recabar de oficio las pruebas necesarias para co-
nocer con toda certeza los elementos suficientes para
garantizar el principio del interés superior de la niñez.
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Artículo Tercero. Se reforma y adiciona un párrafo al ar-
tículo 44 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 44. Corresponde a quienes ejerzan la patria po-
testad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adoles-
centes, la obligación primordial de proporcionar, dentro de
sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de
vida suficientes para su sano desarrollo.

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias,
coadyuvarán a dicho fin mediante la adopción de las medi-
das apropiadas.

En los casos donde se presente un juicio de alimentos, el
juzgador encargado de la solución del conflicto tendrá
la facultad de recabar de oficio las pruebas necesarias
para conocer con toda certeza la capacidad económica
que permita referir el flujo de riqueza y nivel de vida
del deudor sin limitarse a considerar el ingreso repor-
tado, para fijar el monto de la pensión alimenticia que
garantice al menor su bienestar.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/2012/2012502.pdf

2 Ibídem

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

4 https://www.humanium.org/es/convencion-texto/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputado: Cynthia Iliana López Castro, Adriana Paulina Teis-
sier Zavala, Enrique Ochoa Reza, Ma. Sara Rocha Medina (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de la
Niñez y Adolescencia, para su opinión.

El diputado Mauricio Toledo ha solicitado adherirse a esta
iniciativa, si lo acepta la diputada Cynthia López Castro. 

LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Miguel Acundo González, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 35 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

El diputado Miguel Acundo González: Con su permiso.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante, diputado.

El diputado Miguel Acundo González: Honorable asam-
blea, las y los diputados de Encuentro Social estamos com-
prometidos con la tarea de impulsar el desarrollo sustenta-
ble del campo mexicano, contribuir al bienestar de nuestros
campesinos y sus comunidades, para lo cual nos hemos
propuesto trabajar en la elaboración de productos legislati-
vos que atiendan de manera integral las necesidades que
demandan los campesinos mexicanos para garantizar su
adecuado crecimiento.

En este sentido es que la presente iniciativa busca atender
una añeja y anhelada demanda de los cafeticultores de to-
do el país, quienes en los últimos años han padecido los
embates de la delincuencia, la deforestación, las plagas y el
monopolio que ejercen las grandes trasnacionales en la
compra del grano de café. 

Todo lo anterior ha puesto en grave peligro la subsistencia
de nuestros cafeticultores, a pesar de lo cual México ocupa
el decimoprimer lugar en la producción de café. Su cultivo
es enorme, de enorme importancia social y económica.

El grano de café se cosecha en 480 municipios del país,
distribuidos en 15 estados de la República, empleando más
de medio millón de campesinos. La topografía, altura, cli-
ma y suelo del país ha permitido a los cafeticultores el cul-
tivo de algunas de las mejores variedades de grano de café
del mundo.
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Asimismo, hemos destacado en la producción de café or-
gánico, gracias a lo cual hoy México es uno de los princi-
pales exportadores de dicho café. La mayor parte de la pro-
ducción es comercializada en el mercado europeo. El auge
de este producto ha permitido destinar el 3.24 por ciento
del total de la superficie cultivada de café en el país.

Con tal fin, acudo a someter a consideración de esta sobe-
ranía la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una
fracción XXI Bis al artículo 35 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, para crear el Instituto Me-
xicano del Café, ente público que tendrá como objetivo el
diseño de políticas, estrategias y programas para fomentar
la producción, industrialización y comercialización del ca-
fé. Asimismo, la gestión de acciones de sanidad para el
control de las plagas que afectan a los cafetales.

Igualmente, el Instituto tendrá a su cargo el promover la
participación directa de los productores por regiones, a fin
de evaluar la productividad, mejorar la asistencia técnica y
proporcionar capacitación continua en el cultivo del café.

Además, estará a cargo de impulsar la suscripción de
acuerdos o convenios de participación con instancias de los
tres órdenes de gobierno, así como el sector privado y or-
ganismos internacionales para el fomento y desarrollo de la
cafeticultura mexicana.

Otras de las funciones que estarán a cargo del Instituto del
Café serán la de fomentar el consumo interno del café me-
xicano, así como su promoción internacional. El Instituto
del Café será encargado de actualizar el padrón y registro
de productores de café, asimismo será el responsable de
gestionar inversiones y financiamiento para el desarrollo
de proyectos de investigación e innovación técnica del cul-
tivo del mismo. De igual manera, la finalidad de contribuir
a garantizar mejores precios de venta a los productores.

El Instituto deberá procurar establecer precios de garantía
y la operación de almacenes para acopio y conservación
del grano.

Por lo anterior señalado, compañeras y compañeros dipu-
tados, les pido su apoyo para la presente iniciativa a favor
de nuestros cafeticultores. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que adiciona el artículo 35 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, a cargo del diputado Mi-
guel Acundo González, del Grupo Parlamentario del PES

Miguel Acundo González, diputado federal por el Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social a la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XXI Bis
al artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

México es el onceavo productor de café, la producción na-
cional de cafetos representa 2.4 por ciento del total de la
producción mundial; en este sentido, el cultivo del grano
de café es de enorme importancia social y económica para
algunas regiones de nuestro país.

El grano de café se cultiva en 480 municipios de 15 esta-
dos de la Republica, emplea más de medio millón de pro-
ductores. Actualmente, el consumo de café entre los mexi-
canos alcanza los 1.4 kilogramo de café per cápita al año.1

Nuestros caficultores producen cafés de excelente calidad
gracias a la topografía, altura, clima y suelo del país, les ha
permitido cultivar algunas de las mejores variedades de
grano de café del mundo. 

En México se cultivan dos variedades de café: la arábica y
la robusta; el 96 por ciento del grano de café cultivado en
el país corresponde a la variedad arábica, la cual suele ser
muy utilizada como base en las mezclas de café gourmet
debido a sus notas delicadas.

Mientras que la variedad robusta suele utilizarse en la pro-
ducción del café soluble, se caracteriza por su alta concen-
tración de cafeína -el doble que la arábica- produciendo
una bebida más fuerte y amarga.

Entre los principales estados productores de café se en-
cuentran: Chiapas, con el 41 por ciento del volumen nacio-
nal; seguido de Veracruz, con el 24 por ciento, y Puebla,
con el 15.3 por ciento de la producción nacional del grano.
Los únicos cafés producidos en México con denominación
de origen son los de Chiapas y Veracruz.

Por otra parte, según datos de la Organización Internacio-
nal del Café, los principales productores internacionales de
café son Brasil, Colombia y Vietnam, nuestro país ocupa el
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lugar once de la lista y representa el 0.66 por ciento del PIB
agrícola nacional y el 1.34 por ciento de la producción de
bienes agroindustriales.

En este mismo sentido, nuestros caficultores han destacado
de manera importante en la producción de café orgánico,
gracias a lo cual, hoy México es uno de los principales ex-
portadores de café orgánico a escala internacional, la ma-
yor parte de la producción es comercializada en el merca-
do europeo, el auge de este producto ha permitido destinar
el 3.24 por ciento del total de la superficie cultivada de ca-
fé en el país. 

La producción del café orgánico trae beneficios a pequeños
productores y comunidades indígenas que se dedican al ca-
fé de alta especialidad, anualmente exportamos 28 mil to-
neladas. El aumento en el consumo de productos orgánicos
ha generado un mercado de alto valor para los caficultores
mexicanos, cabe señalar, que la producción y transforma-
ción del café orgánico es sustentable y amigable con el am-
biente, por lo que su producción y comercialización trae
beneficios ambientales y económicos en las regiones don-
de se produce.

Según proyecciones de la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa),
para el periodo 2018-2019, se prevé que el volumen de
producción de café mexicano alcance los 4 millones de sa-
cos, 5.8 por ciento mayor al del periodo anterior, el objeti-
vo a largo plazo es alcanzar los 15 millones de sacos para
el año 2030.

Al respecto, resulta relevante conocer que el 53.85 por
ciento del café que exporta nuestro país se destina al mer-
cado de Estados Unidos, el resto es comercializado en el
mercado de la Unión Europea, Japón, Cuba y Canadá.

Por otra parte, el consumo de café en nuestro país ha veni-
do presentado un aumento sostenido, siendo el llamado ca-
fé soluble el de mayor consumo entre los mexicanos; sin
embargo, como resultado del surgimiento y crecimiento de
grandes cadenas de cafeterías, el café molido ha tenido una
mayor aceptación, acercando al consumidor a la experien-
cia y cultura del buen café.

Como resultado de lo anterior, según proyecciones de la
Planeación Agrícola Nacional, en 2030 se estima un au-
mento en el consumo nacional del 16.48 por ciento, pasan-
do 0.80 a 0.94 millones de toneladas de café anuales, mien-
tras que la producción nacional se prevé pase de 0.82 a

4.70 millones de toneladas, un aumento del 471.46 por
ciento.

Para el fomento adecuado y efectivo del producto café se
debe partir de la organización de las necesidades y preocu-
paciones de los caficultores, sin dejar de tomar en cuenta,
las inquietudes de los productores indígenas

Uno de los principales problemas que enfrentan nuestros
cafetaleros es el de las plagas, particularmente la roya, que
ha venido afectando gravemente la producción de café. Ca-
feticultores de Puebla, Veracruz, Oaxaca y Chiapas han si-
do de los más afectados por las plagas que se han venido
expandiendo por el sureste del país desde el año 2009,
cuando se detectó la llegada del hongo (hemileia vastratix)
procedente de Centroamérica.

La plaga ha destruido cerca del 80 por ciento de los sem-
bradíos en Puebla y Oaxaca afectando el 12 por ciento de
la superficie cultivable; en Chiapas uno de cada tres pro-
ductores sufre de las consecuencias de la roya.

Según datos de la Coordinadora Nacional de Organizacio-
nes Cafetaleras, esto ha ocasionado pérdidas superiores a
los 4 millones de quintales de café, en el periodo 2015 -
2017.

La falta de tecnología y recursos, para enfrentar las plagas,
por parte de los pequeños productores, impacta de forma
negativa en la cantidad y calidad de las cosechas.

La creación del Instituto del Café servirá para apoyar y co-
ordinar los esfuerzos entre las instituciones de enseñanza
superior en el desarrollo de semillas resistentes a las pla-
gas; además de posibilitar, a los pequeños productores, el
acceso a semillas, fertilizantes y pesticidas mejorados y
amigables con el ambiente. 

Otra de las principales demandas de los cafeticultores se
relacionada con el bajo precio que alcanza el grano en el
mercado internacional, debido principalmente al control
que ejercen la industria del café en el control del precio; en
este sentido, los pequeños productores suelen ser los más
afectados por esta situación.

Este entorno no es nuevo, el gobierno mexicano, a través
del extinto Inmecafé, alentó políticas que intentaron esta-
bilizar la oferta y demanda del grano, puso en marcha una
fuerte campaña para agrupar a los pequeños productores en
Unidades Económicas de Producción y Comercialización
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(UEPC);2 las unidades recibían los anticipos a cuenta de
cosecha, junto con otros apoyos y pagaban con el grano
producido, lo que contribuyó al crecimiento y recuperación
del sector cafetalero del país.

En este sentido, la organización de los cafeticultores es pre-
misa necesaria para hacer frente al mercado internacional
del café que no tiene un comportamiento de libre compe-
tencia, pues los precios no están determinados solamente
por la oferta y la demanda, sino por el poder económico de
las corporaciones trasnacionales. 

Resulta de la mayor relevancia el papel que podría asumir
el propuesto Instituto del Café, que tendría entre una de sus
principales funciones, el contribuir a estabilizar el precio
del grano de café, a través de la creación de almacenes y al-
gunas otras medidas tendientes a garantizar un precio base
de venta a los pequeños productores.

Sin duda la creación de un Instituto Mexicano del Café es
necesaria para impulsar el crecimiento y desarrollo susten-
table del sector cafetalero nacional.

El ente público propuesto servirá para coordinar la crea-
ción y diseño de políticas, estrategias y programas que con-
tribuyan a fomentar la producción, industrialización y co-
mercialización del café mexicano.

Asimismo, como cabeza de sector, será el organismo en-
cargado de promover la participación comprometida de to-
dos los caficultores, con la intención de evaluar la produc-
tividad, mejorar la asistencia técnica y proporcionar
capacitación continua en el cultivo de café.

El Instituto se encargará de suscitar la suscripción de
acuerdos y convenios de participación con instancias de los
tres órdenes de gobierno, el sector privado y organismos
nacionales e internacionales, para el fomento y desarrollo
de nuestros caficultores.

El Instituto habrá de contribuir a fomentar el consumo del
café mexicano –dentro y fuera del país-; así como, impul-
sar el acceso al financiamiento de proyectos de investiga-
ción para la innovación técnica del cultivo del café, su
transformación y comercialización de éste.

De igual manera el organismo propuesto se deberá encar-
gar de actualizar y administrar el padrón y registro de pro-
ductores de café, ya existente; además de establecer alma-

cenes para el acopio y conservación del grano, con la in-
tención de posibilitar su venta en mejores condiciones de
mercado.

Además, le corresponderá gestionar y promover inversio-
nes para el desarrollo y consolidación del sector y prestar
asesoría técnica, jurídica, comercial y financiera para el óp-
timo desarrollo del sector.

Con la finalidad, de facilitar e ilustrar de mejor manera los
cambios y adiciones propuestos a la Ley, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XXI Bis al
artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, para crear Instituto Mexicano del Café

Artículo Único. Se adiciona la fracción XXI Bis al artícu-
lo 35 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, para quedar como sigue:

Artículo 35. A la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación corresponde el despa-
cho de los siguientes asuntos:

I a XXI.- (…)

XXI-Bis. Fomentar el cultivo, la transformación y
comercialización del grano de café, a través de una
entidad pública que tendrá a su cargo las siguientes
atribuciones:

a) Promover, fomentar y asesorar técnicamente la
producción, industrialización y comercialización
del grano del café y productos derivados, en co-
ordinación con las dependencias competentes,

b) Promover el financiamiento y desarrollo de
proyectos de investigación encaminados a la in-
novación y tecnificación del cultivo de café, su
transformación y comercialización,

c) Proponer a la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
la expedición de las normas oficiales mexicanas
que correspondan al sector cafetalero,

d) Crear y administrar un padrón y registro de
productores de café por región,

e) Promover la creación de zonas cafetaleras en el
país; además, gestionar, ante las autoridades
competentes las solicitudes de las declaraciones
de protección de denominación de origen a solici-
tud de los productores, y

f) Promover, en coordinación con la Secretaría de
Economía, el consumo del café nacional.

XXII. (…)

Transitorios

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. En un plazo no mayor de seis meses,
a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se
deberá crear la entidad pública señalada en la fracción
XXI-Bis del artículo 35 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública.

Notas

1 Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación, “México, onceavo productor mundial de café”; consultado
el 27 de septiembre de 2018 en: 

https://www.gob.mx/sagarpa/articulos/mexico-onceavo-productor-
mundial-de-cafe?idiom=es s.f.

2 Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, “El mercado del café en
México, consultado el 27 de septiembre de 2018 en: 

http://www.cefp.gob.mx/intr/edocumentos/pdf/cefp/cefp0542001.p
df

Salón del pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, a 18 de octubre de 2018.— Diputado y diputada: Miguel
Acundo González, Sandra Simey Olvera Bautista (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Túrnese a la Comisión de Gobernación para su
dictamen.
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EXPIDE LA LEY DE CONSERVACIÓN Y
PROTECCIÓN DE LOS CONOCIMIENTOS 

TRADICIONALES DE LOS PUEBLOS Y
COMUNIDADES INDÍGENAS Y MODIFICA

LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA
EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley de Conservación y
Protección de los Conocimientos Tradicionales de los Pue-
blos y Comunidades Indígenas, y reforma y adiciona los
artículos 2o. y 6o. de la Ley de la Comisión Nacional para
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas.

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez: Con su
venia, diputada presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez: Compa-
ñeras y compañeros diputados, pueblo de México que nos
ve a través de los diferentes medios de comunicación, te-
nemos una deuda histórica con nuestros pueblos origina-
rios, toda vez que en fecha del 14 de agosto de 2001 se pu-
blicó la reforma al artículo 2o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en la que se estableció
que la nación tiene una composición pluricultural, susten-
tada originalmente en sus pueblos originarios que son
aquellos que descienden de poblaciones que habitan en el
territorio actual del país al iniciarse la colonización y que
conservan sus propias instituciones sociales, económicas,
culturales y políticas o parte de ellas.

En ese contexto, con la reforma constitucional de 2001 se
reconoció un sistema integral de derechos, facultades, cos-
tumbres y de libre autodeterminación de los pueblos y co-
munidades originarias, lo que originó una mayor integra-
ción e inclusión de estas, así como un mejor entendimiento
de usos y costumbres.

Si bien es cierto que nuestra Carta Magna reconoce que
la nación tiene una composición pluricultural sustentada
originalmente en sus pueblos originarios, también es
cierto y resulta el hecho de que la inclusión integral y to-
tal de los pueblos aún sigue siendo un tema que no ha si-
do concluido.

Lo anterior, en razón de que existen ordenamientos jurídi-
cos que protegen a los pueblos y comunidades, así como
las instituciones, como la Comisión Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Indígenas.

En los hechos, los pueblos y comunidades siguen siendo
excluidos y poco protegidos, la reforma constitucional en
comento reconoció el derecho de los pueblos a preservar y
enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elemen-
tos que constituyan su cultura e identidad, se trata de una
norma que permite a los pueblos y comunidades realizar
acciones que mantengan su cosmovisión, pero sin explicar
cómo se hará ni establecer ninguna obligación del Estado
para lograr tales objetivos.

Lo anterior se complica más si observamos que el derecho
a proteger su cultura es un concepto bastante ambiguo.

Dicho de otra manera, la cultura de un grupo social, en es-
te caso un pueblo originario, se compone de un sistema de
valores y símbolos que se reproducen en el tiempo y brin-
dan a sus miembros la orientación y significados necesa-
rios para normar su conducta y relaciones sociales en la vi-
da cotidiana.

Dentro de esa cultura los pueblos originarios encuentran
los conocimientos tradicionales, que son el conjunto acu-
mulado del saber teórico, experiencias, aptitudes, expresio-
nes, representaciones y prácticas que se desarrollan, man-
tienen y transmiten de generación en generación y que a
menudo forman parte de su identidad cultural o espiritual.

Sin embargo, esos conocimientos tradicionales no se en-
cuentran protegidos en el sistema jurídico mexicano, man-
teniéndose en la colectividad e inclusive existen particula-
res que los han explotado sin reconocer ni otorgar un
beneficio a los titulares de esos conocimientos.

Derivado de lo anterior, uno de los objetivos de la presente
iniciativa radica en crear la ley de conservación y protección
de los conocimientos tradicionales de los pueblos originarios.

Dicha ley tiene por objeto: primero, reconocer el valor in-
trínseco de los conocimientos tradicionales, en particular
su valor social, espiritual, económico, intelectual, científi-
co, ecológico, tecnológico, comercial y educativo.

Dos. Fomentar la utilización de los conocimientos tradi-
cionales para el desarrollo de los pueblos originarios, reco-
nociéndolos como un activo perteneciente a sus titulares.
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Tercero. Promover la creación y la ampliación de oportu-
nidades comerciales para los productos genuinamente deri-
vados de los conocimientos tradicionales de los pueblos
originarios.

Cuarto. Contribuir a que los pueblos y comunidades se ve-
an recompensados por sus aportaciones que realizan en el
avance de la ciencia y de las artes aplicadas.

Quinto. Proteger las creaciones e innovaciones que deriven
de los conocimientos tradicionales de los pueblos originarios.

Sexto. Proteger las creaciones e innovaciones que deriven
de los conocimientos tradicionales de los pueblos y comu-
nidades originarios.

Asimismo, la presente iniciativa pretende otorgar facul-
tades a la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Originarios, a efecto de implementar las accio-
nes tendientes a la conservación y protección de los co-
nocimientos tradicionales de los pueblos, así como llevar
el registro nacional de los conocimientos tradicionales de
los pueblos.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Concluyó su tiempo, diputada.

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez: Termino,
diputada presidenta. Por último, solicito que mi interven-
ción quede insertada en el Diario de los Debates.

«Iniciativa que expide la Ley de Conservación y Protec-
ción de los Conocimientos Tradicionales de los Pueblos y
Comunidades Indígenas; y reforma y adiciona los artículos
2o. y 6o. de la Ley de la Comisión Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Indígenas, a cargo de la diputada
Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamentario
del PT

La suscrita, Mary Carmen Bernal Martínez, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como por los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto crea la Ley de Protec-
ción de los Conocimientos Tradicionales de los Pueblos y
Comunidades Indígenas; y adiciona las fracciones XXI y

XXII al artículo 2o. y reforma el inciso L), de la fracción
II, del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional para
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En fecha 14 de agosto de 2001, se publicó la reforma al ar-
tículo 2.o de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en la que se estableció que:

“La nación tiene una composición pluricultural susten-
tada originalmente en sus pueblos indígenas que son
aquellos que descienden de poblaciones que habitaban
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización
y que conservan sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser crite-
rio fundamental para determinar a quiénes se aplican las
disposiciones sobre pueblos indígenas.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena,
aquellas que formen una unidad social, económica y
cultural, asentadas en un territorio y que reconocen au-
toridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.

El derecho de los pueblos indígenas a la libre deter-
minación se ejercerá en un marco constitucional de
autonomía que asegure la unidad nacional. El recono-
cimiento de los pueblos y comunidades indígenas se
hará en las constituciones y leyes de las entidades fe-
derativas, las que deberán tomar en cuenta, además de
los principios generales establecidos en los párrafos
anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y
de asentamiento físico.

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de
los pueblos y las comunidades indígenas a la libre de-
terminación y, en consecuencia, a la autonomía para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organi-
zación social, económica, política y cultural.

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regu-
lación y solución de sus conflictos internos, sujetándose
a los principios generales de esta Constitución, respe-
tando las garantías individuales, los derechos humanos
y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las
mujeres. La ley establecerá los casos y procedimien-
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tos de validación por los jueces o tribunales corres-
pondientes.

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y
prácticas tradicionales, a las autoridades o representan-
tes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno
interno, garantizando la participación de las mujeres en
condiciones de equidad frente a los varones, en un mar-
co que respete el pacto federal y la soberanía de los es-
tados.

IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y
todos los elementos que constituyan su cultura e identi-
dad.

V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integri-
dad de sus tierras en los términos establecidos en esta
Constitución.

VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de
propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta
Constitución y a las leyes de la materia, así como a los
derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la
comunidad, al uso y disfrute preferente de los recursos
naturales de los lugares que habitan y ocupan las comu-
nidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas es-
tratégicas, en términos de esta Constitución. Para estos
efectos las comunidades podrán asociarse en términos
de ley.

VII. Elegir, en los municipios con población indígena,
representantes ante los ayuntamientos.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas
reconocerán y regularán estos derechos en los munici-
pios, con el propósito de fortalecer la participación y re-
presentación política de conformidad con sus tradicio-
nes y normas internas.

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado.
Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y pro-
cedimientos en que sean parte, individual o colectiva-
mente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y es-
pecificidades culturales respetando los preceptos de esta
Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el de-
recho a ser asistidos por intérpretes y defensores que
tengan conocimiento de su lengua y cultura.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas
establecerán las características de libre determinación y

autonomía que mejor expresen las situaciones y aspira-
ciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así co-
mo las normas para el reconocimiento de las comunida-
des indígenas como entidades de interés público.

B. La federación, los estados y los municipios, para pro-
mover la igualdad de oportunidades de los indígenas y
eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán
las instituciones y determinarán las políticas necesarias
para garantizar la vigencia de los derechos de los indí-
genas y el desarrollo integral de sus pueblos y comuni-
dades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas con-
juntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los
pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades,
tienen la obligación de:

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas
con el propósito de fortalecer las economías locales y
mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, me-
diante acciones coordinadas entre los tres órdenes de
gobierno, con la participación de las comunidades. Las
autoridades municipales determinarán equitativamente
las asignaciones presupuestales que las comunidades
administrarán directamente para fines específicos.

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad,
favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la al-
fabetización, la conclusión de la educación básica, la ca-
pacitación productiva y la educación media superior y
superior. Establecer un sistema de becas para los estu-
diantes indígenas en todos los niveles. Definir y des-
arrollar programas educativos de contenido regional que
reconozcan la herencia cultural de sus pueblos, de
acuerdo con las leyes de la materia y en consulta con las
comunidades indígenas. Impulsar el respeto y conoci-
miento de las diversas culturas existentes en la nación.

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud
mediante la ampliación de la cobertura del sistema na-
cional, aprovechando debidamente la medicina tradicio-
nal, así como apoyar la nutrición de los indígenas me-
diante programas de alimentación, en especial para la
población infantil.

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indíge-
nas y de sus espacios para la convivencia y recreación,
mediante acciones que faciliten el acceso al financia-
miento público y privado para la construcción y mejo-
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ramiento de vivienda, así como ampliar la cobertura de
los servicios sociales básicos.

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al
desarrollo, mediante el apoyo a los proyectos producti-
vos, la protección de su salud, el otorgamiento de estí-
mulos para favorecer su educación y su participación en
la toma de decisiones relacionadas con la vida comuni-
taria.

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la
integración de las comunidades, mediante la construc-
ción y ampliación de vías de comunicación y telecomu-
nicación. Establecer condiciones para que los pueblos y
las comunidades indígenas puedan adquirir, operar y ad-
ministrar medios de comunicación, en los términos que
las leyes de la materia determinen.

VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo
sustentable de las comunidades indígenas mediante ac-
ciones que permitan alcanzar la suficiencia de sus in-
gresos económicos, la aplicación de estímulos para las
inversiones públicas y privadas que propicien la crea-
ción de empleos, la incorporación de tecnologías para
incrementar su propia capacidad productiva, así como
para asegurar el acceso equitativo a los sistemas de
abasto y comercialización.

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los
migrantes de los pueblos indígenas, tanto en el territorio
nacional como en el extranjero, mediante acciones para
garantizar los derechos laborales de los jornaleros agrí-
colas; mejorar las condiciones de salud de las mujeres;
apoyar con programas especiales de educación y nutri-
ción a niños y jóvenes de familias migrantes; velar por
el respeto de sus derechos humanos y promover la difu-
sión de sus culturas.

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y mu-
nicipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones
y propuestas que realicen.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones se-
ñaladas en este apartado, la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, las legislaturas de las entidades
federativas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, establecerán las partidas especí-
ficas destinadas al cumplimiento de estas obligaciones
en los presupuestos de egresos que aprueben, así como

las formas y procedimientos para que las comunidades
participen en el ejercicio y vigilancia de las mismas.

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor
de los indígenas, sus comunidades y pueblos, toda co-
munidad equiparable a aquéllos tendrá en lo conducen-
te los mismos derechos tal y como lo establezca la ley.”

En ese sentido Jorge Alberto González Galván, miembro
del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad
Nacional Autónoma de México, con respecto a dicha re-
forma estableció lo siguiente:

“El reconocimiento constitucional de los derechos de
los pueblos indígenas ha sido un proceso que enfrenta
dos visiones del México contemporáneo: la que consi-
dera que somos un país mestizo, es decir, monocultural;
y la que considera que somos una sociedad pluricultural.
La primera está basada en un proyecto de nación que ne-
gaba implícitamente la diversidad cultural, y la segunda
se funda en la constatación histórica de la heterogenei-
dad cultural.

Estas dos visiones se reflejan en la reforma constitucio-
nal en materia indígena publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 14 de agosto de 2001. 2 Veamos algunos
aspectos de esta coexistencia de proyectos de país.”

I. La discriminación

Con base en el primer párrafo del apartado B del artículo
2, el Estado se obliga a establecer las instituciones y polí-
ticas para “eliminar cualquier práctica discriminatoria”
hacia los indígenas. Esta obligación queda reforzada con
la declaración de la prohibición a “toda discriminación
motivada por origen étnico... o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o me-
noscabar los derechos y libertades de las personas”.

El reconocimiento constitucional de las diferencias cul-
turales actualiza el principio de igualdad ante la ley de
las personas. La aspiración de eliminar los privilegios y
neutralizar la aplicación de la ley, considerando a todos
como iguales, produjo que los que son diferentes cultu-
ralmente a los valores y procedimientos del derecho do-
minante vivieran ignorados y en condición de desventa-
ja ante las instituciones públicas.

Al obligarse el Estado a combatir toda forma de discri-
minación, en particular respecto de los indígenas, se co-
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loca en una situación inédita: niega la homogeneidad
cultural. Desde esta perspectiva, el Estado es promotor
y garante de la pluriculturalidad del país, por lo que la
aplicación de la ley ya no será neutral, ciega, sino que
para que la igualdad se logre se tendrán que tomar en
cuenta las características culturales de los indígenas en
las relaciones jurídicas, sociales y políticas.

II. El estado pluricultural

Con base en lo anterior se podría afirmar que el Estado
es la sociedad culturalmente organizada, con lo cual la
reforma indígena aporta elementos para la construcción
de una organización política, social y jurídica pluricul-
tural. Esta visión es confirmada en la primera frase del
párrafo segundo del artículo 2, cuando establece que
“La nación tiene una composición pluricultural susten-
tada originalmente en sus pueblos indígenas”. Postura
ampliada en el último párrafo del apartado A del mismo
artículo cuando señala que serán reconocidos los dere-
chos culturales de “toda comunidad equiparable” a la de
los indígenas, es decir, la de los extranjeros establecidos
de manera permanente en el país: menonitas, chinos,
italianos, israelitas...

Sin embargo, la visión monocultural se mostró en el Se-
nado, para advertir que “La nación mexicana es única e
indivisible”. Algo que era totalmente innecesario, ya
que el espíritu de la reforma no pretendía la desunión ni
la división del Estado, sino incluir en su unidad e indi-
visibilidad los derechos de los pueblos indígenas.

III. Los sujetos de los derechos

Los derechos humanos tradicionales consideran a la
persona en lo individual como único y absoluto sujeto
de derechos. El reconocimiento de los derechos sociales
rompió con esta tradición y la actualizó al considerar co-
mo sujetos de derechos a personas colectivas, a grupos
humanos, en este caso a los sindicatos y ejidos (Consti-
tución mexicana de 1917). El reconocimiento que hace
ahora la reforma a los pueblos indígenas como sujetos
de derechos reactualiza dicha tradición al considerar sus
características culturales y su situación de desigualdad.

Se definen a los pueblos indígenas como “aquellos que
descienden de poblaciones que habitaban en el territorio
actual del país al iniciarse la colonización y que conser-
van sus propias instituciones sociales, económicas, cul-

turales y políticas, o parte de ellas (artículo dos, párrafo
segundo)”. Elementos de definición tomados del Con-
venio 169 sobre derechos de los pueblos indígenas de la
Organización Internacional del Trabajo. El Senado con
acierto incorpora el principio de autoidentificación que
no constaba en la iniciativa original: “la conciencia de
su identidad indígena deberá ser criterio fundamental
para determinar a quiénes se aplican las disposiciones
sobre pueblos indígenas”. Principio que está tomado
también del Convenio 169.

El Senado tiene otro acierto al incorporar elementos de
definición de las comunidades indígenas:

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena,
aquellas que formen una unidad social, económica y
cultural, asentadas en un territorio y que reconocen au-
toridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.
En el párrafo quinto se agregan dos elementos a tomar
en cuenta en la identificación de las comunidades indí-
genas: “Criterios etnolingüísticos y de asentamiento fí-
sico”.

La identificación de los pueblos y comunidades indíge-
nas lo harán los estados de la federación.

IV. Los derechos de los pueblos indígenas

El derecho matriz de un pueblo es su derecho a la libre
determinación. La autonomía es a los pueblos lo que la
libertad es a los individuos: su razón de ser y estar sobre
la Tierra. El derecho a la libre determinación de los pue-
blos y comunidades indígenas está reconocido por el
Estado. Con esto se refuerzan las bases del estado pluri-
cultural. Los pilares que lo sostienen están reconocidos
con los siguientes derechos autonómicos: el derecho al
autogobierno, el derecho al derecho y el derecho al te-
rritorio.

1. El derecho al autogobierno

Los pueblos y comunidades indígenas tienen reconoci-
do y garantizado por la Constitución su derecho a deci-
dir sus formas de gobierno, de elección de sus autorida-
des y de ejercicio gubernamental. Estas formas tendrán
que ser concretizadas atendiendo las condiciones histó-
ricas y geográficas de cada entidad federativa, ya que
sus constituciones y leyes “establecerán las característi-
cas de libre determinación y autonomía que mejor ex-
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presen las situaciones y aspiraciones de los pueblos in-
dígenas en cada entidad”.

En este contexto, el Senado añadió una incongruencia al
considerar que las entidades federativas tienen que esta-
blecer el reconocimiento de las comunidades indígenas
como “entidades de interés público”. La reforma se ha
hecho para incluir a los pueblos indígenas como órganos
políticos del Estado mexicano, como autoridades, es de-
cir, como entidades de derecho público (como lo esta-
blecía la iniciativa del Ejecutivo federal). La visión mo-
nocultural volvió a mostrarse al pretender que sigan
siendo considerados como objetos bajo tutela del Esta-
do y no como actores políticos autónomos.

2. El derecho al derecho

Los pueblos y comunidades indígenas tienen reconoci-
dos y garantizados su derecho a concebir, aprobar y
aplicar sus propios sistemas normativos. La condición
negociada para aceptar lo anterior fue que el derecho in-
dígena debe respetar los derechos humanos estableci-
dos, en particular los de las mujeres indígenas. Las re-
soluciones serán validadas por los tribunales del Estado.
Esto deberá entenderse como la posibilidad que tiene el
afectado por la resolución de acudir a una instancia que
la revise. Esta instancia judicial del Estado deberá inte-
grarse con personal que conozca el idioma y la cultura
indígenas (como ya existe en Quintana Roo: Ley de Jus-
ticia Indígena).

3. El derecho al territorio

Desde el punto de vista político, el territorio indígena se
encuentra reconocido pero está sujeto a que los estados
le concedan su categoría política en su interior: munici-
pio, comunidad u otros. Por ejemplo, ya la Ley de De-
rechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Es-
tado de Oaxaca, de 19 de junio de 1998, establece que
“La autonomía de los pueblos y comunidades indígenas
se ejercerá a nivel del municipio, de las agencias muni-
cipales, agencias de policía o de las asociaciones inte-
gradas por varios municipios entre sí, comunidades en sí
o comunidades y municipios”.

La reforma establece, desde el punto de vista de los re-
cursos naturales existentes en los territorios indígenas,
que podrán tener acceso al usufructo de ellos de mane-
ra preferente, salvo las áreas estratégicas (petróleo,
energía eléctrica).

V. La política indigenista

El apartado B del artículo 2 establece las bases de una
política indigenista de participación de los pueblos indí-
genas. Cualquier política que el Estado pretenda llevar a
cabo no podrá ser concebida, aprobada o aplicada sin la
participación efectiva de los indígenas. Con esto, el in-
digenismo de integración impuesta deja de existir.

El Estado se obliga a establecer nuevas políticas e insti-
tuciones que se encarguen de promover la igualdad de
oportunidades de los indígenas y elevar sus condiciones
de vida. Para ello, se impulsará el desarrollo regional, la
educación bilingüe e intercultural, el acceso efectivo a
los servicios de salud, el acceso al financiamiento pú-
blico y privado para la construcción y mejoramiento
de viviendas, la incorporación de las mujeres indíge-
nas al desarrollo, la red de comunicaciones que per-
mita la integración de las comunidades, la adquisición
de medios de comunicación, las actividades producti-
vas y el desarrollo sustentable de las comunidades, la
protección de los migrantes indígenas (en el país como
en el extranjero).

Para el cumplimiento de estas obligaciones, la reforma
obliga a los congresos federal y estatales para que en sus
presupuestos de egresos establezcan las partidas presu-
puestales correspondientes…1

En ese contexto, con la reforma constitucional de 2001, se
reconoció un sistema integral de derechos, facultades, cos-
tumbres y libre autodeterminación de los pueblos y comu-
nidades indígenas, lo que originó una mayor integración e
inclusión de éstas, así como un mejor entendimiento de sus
usos y costumbres.

Si bien es cierto que la Carta Magna reconoce que la na-
ción tiene una composición pluricultural sustentada origi-
nalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que
descienden de poblaciones que habitaban en el territorio
actual del país al iniciarse la colonización y que conservan
sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y
políticas, o parte de ellas, menos cierto, resulta el hecho de
que la inclusión integral y total de los pueblos indígenas
aún sigue siendo un tema que no ha concluido.

Lo anterior, en razón de que, si bien existen los ordena-
mientos jurídicos que protejan a los pueblos y comuni-
dades indígenas así como las instituciones especializados
como la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
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Pueblos Indígenas, menos cierto es que, en los hechos los
pueblos y comunidades indígenas siguen excluidas, y
poco protegidas.

En otro orden de ideas, la reforma constitucional en co-
mento reconoció el derecho de los pueblos y comunida-
des indígenas a “preservar y enriquecer sus lenguas, co-
nocimientos y todos los elementos que constituyan su
cultura e identidad”. Se trata de una norma que permite a
los pueblos y comunidades indígenas realizar acciones
que mantengan su cosmovisión pero sin explicar cómo se
hará, ni establecer ninguna obligación del Estado para lo-
grar tales objetivos.

Lo anterior se complica más si observamos que el derecho
a proteger es su cultura, concepto bastante ambiguo. Si se
pretendiera acotarlo, podríamos valernos de una definición
elaborada desde a antropología que caracteriza a la cultura
como la suma de todas las actividades y productos mate-
riales y espirituales de un determinado grupo social, que lo
distinguen de otros grupos similares.

Dicho de otra manera, la cultura de un grupo social, en es-
te caso un pueblo indígena, se compone de un sistema de
valores y símbolos que se reproducen en el tiempo y brin-
dan a sus miembros la orientación y significados necesa-
rios para normar su conducta y relaciones sociales en la vi-
da cotidiana.

En este sentido podemos entender el derecho a la cultura y
la diferencia cultural en la sociedad mexicana, así como el
derecho de cada pueblo indígena a mantener la suya pro-
pia. Pero en la disposición constitucional no se expresa có-
mo se concretará la preservación y enriquecimiento de es-
tas culturas, quedando la disposición en una mera
declaración.

Dentro de esa cultura de los pueblos indígenas se encuen-
tran los conocimientos tradicionales, que son el conjunto
acumulado de saber teórico, experiencias, aptitudes, expre-
siones, representaciones y prácticas que se desarrollan,
mantienen y transmiten de generación en generación en el
seno de los pueblos indígenas y que a menudo forman par-
te de su identidad cultural o espiritual.

Sin embargo, esos conocimientos tradicionales no se en-
cuentran protegidos en el sistema jurídico mexicano, man-
teniéndose en la colectividad e inclusive existen particula-
res que los han explotado sin reconocer ni otorgar un
beneficio a los titulares de esos conocimientos.

En ese sentido se ha pronunciado el doctor León Olivé,
miembro del Instituto de Investigaciones Filosóficas de la
Universidad Nacional Autónoma de México, al pronunciar
que:

“En México no existe ningún mecanismo legal que pro-
mueva la conservación de los conocimientos tradiciona-
les (…) En contraste, en Europa, se toma en cuenta el
conocimiento tradicional y local en aspectos agrícolas,
producción de vinos y quesos. Para un país como el
nuestro, con una enorme riqueza de conocimientos que
han probado ser efectivos, tenemos que tomarlos en
cuenta para construir un modelo de sociedad de conoci-
mientos.

Aunque desde 1992, con las conmemoraciones de la
Conquista, muchos países de América Latina, incluyen-
do a México, modificaron sus constituciones políticas y
se plasmó que somos un país multicultural, no hay, sin
embargo, legislaciones ni reglamentaciones adecuadas
para llevarlo a la práctica, ni políticas públicas que sean
coherentes.

Necesitamos políticas públicas que fomenten el desa-
rrollo local y la articulación de conocimiento científico
con el tradicional en sistemas locales de innovación. Es-
to puede ocurrir en casos de explotación forestal, agri-
cultura, pesca, restauración de ecosistemas. En ellas de-
be tomarse en cuenta a la gente que vive en ese lugar.

Los conocimientos tradicionales y locales han probado
ser efectivos desde hace siglos. Hay diversidad de for-
mas de generar conocimientos y, por tanto, una variedad
de maneras en los éstos deberían ser evaluados. En filo-
sofía lo llamamos pluralismo epistemológico, quiere de-
cir que se reconoce que hay distintas formas de produ-
cir conocimiento: la realidad y el mundo pueden ser
conocidos de distintas maneras y todas son legítimas.

El portal compartiendo saberes reúne conocimientos
tradicionales documentados por medio de los grupos de
trabajo que se han formado en el seminario. Se analizan,
por ejemplo, las características del saber, las prácticas y
las tecnologías pesqueras y acuícolas de la presa El Te-
jocotal, en Hidalgo, o cómo proteger y cultivar la medi-
cina tradicional mexicana, tomando en cuenta los recur-
sos terapéuticos y alimenticios de las plantas del lugar.

(…) hay farmacéuticas trasnacionales que saben del co-
nocimiento tradicional sobre plantas medicinales y se
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ahorran millones de dólares en investigación simplemen-
te por ir a comunidades a preguntar a curanderos qué tipo
de hierbas utilizan para tal o cual padecimiento. Detectan
dónde pueden encontrar determinados recursos que poste-
riormente son explotados comercialmente sin retribuir a
las comunidades poseedoras de ese saber.

En otros países se han revertido patentes a empresas,
porque se ha demostrado que estaban basadas en cono-
cimiento tradicional, y una de las condiciones para otor-
gar una es que sea resultado de una investigación origi-
nal y novedosa.

En México es necesario, entre otros factores, mejorar el
sistema de educación desde el nivel básico para que se fo-
mente una conciencia de que somos un país multicultural
y propicie una actitud respeto a la diversidad cultural y el
reconocimiento de que ese conocimiento puede generar
una riqueza económica y social.”2

Derivado de lo anterior, uno de los objetivos del presente
decreto radica en otorgar a la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a efecto implementar
las acciones tendientes a la conservación y protección de
los conocimientos tradicionales de los pueblos y comuni-
dades indígenas; así como llevar el Registro Nacional de
los Conocimientos Tradicionales de los Pueblos Indígenas,
ello a través de la reforma a la Ley de la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas así como
con la creación de una Ley de Protección de los Conoci-
mientos Tradicionales de los Pueblos Indígenas.

Con dicha reforma se plantean los objetivos siguientes:

1). Reconocer el valor intrínseco de los conocimientos
tradicionales, en particular, su valor social, espiritual,
económico, intelectual, científico, ecológico, tecnológi-
co, comercial y educativo.

2). Dar seguridad, transparencia, y comprensión y res-
peto en las relaciones entre los titulares de conocimien-
tos tradicionales, por un lado, y los miembros de los cír-
culos académicos, comerciales, educativos y demás
usuarios de conocimientos tradicionales, por otro.

3). Promover el respeto de los sistemas de conocimien-
tos tradicionales, así como de la dignidad, la integridad
cultural y los valores intelectuales y espirituales de los ti-
tulares de conocimientos tradicionales que preservan y
mantienen esos sistemas, y de la contribución que han

realizado esos conocimientos tradicionales a la conser-
vación del medio ambiente, a la seguridad alimentaria y
a la agricultura sostenible, así como al avance de la cien-
cia y la tecnología.

4). Fomentar la utilización de los conocimientos tradi-
cionales para el desarrollo de los pueblos indígenas, re-
conociéndolos como un activo perteneciente a sus titu-
lares.

5). Promover la creación y la ampliación de oportunida-
des comerciales para los productos genuinamente deri-
vados de los conocimientos tradicionales de los pueblos
y comunidades indígenas.

6). Contribuir a que los pueblos y comunidades indíge-
nas titulares de los conocimientos tradicionales, se vean
recompensados por sus aportaciones que realicen al
avance de la ciencia y de las artes aplicadas.

7). Proteger las creaciones e innovaciones que deriven
de los conocimientos tradicionales de los pueblos y co-
munidades indígenas.

8). Promover el acceso a los conocimientos tradiciona-
les y difusión de los mismos en condiciones justas y
equitativas, en interés del público general.

9). Impedir la apropiación indebida de los conocimien-
tos tradicionales de los pueblos y comunidades indíge-
nas y otros actos comerciales desleales.

10). Promover la distribución justa y equitativa de los
beneficios monetarios y de otro tipo que se deriven del
uso de los conocimientos tradicionales de los pueblos y
comunidades indígenas.

11). Admitir que los sistemas de conocimientos tradi-
cionales constituyen marcos de innovación permanente
y de vida intelectual y creativa propias de los pueblos y
comunidades indígenas.

12). Fomentar la utilización de los conocimientos tradi-
cionales para el desarrollo de los pueblos y comunida-
des, reconociéndolos como un activo perteneciente a sus
titulares.

13). Promover la creación y la ampliación de oportuni-
dades comerciales para los productos genuinamente de-
rivados de los conocimientos tradicionales; y
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14). Restringir la concesión, el registro y el ejercicio de
derechos de propiedad intelectual sin validez legal sobre
conocimientos tradicionales de los pueblos y comunida-
des indígenas.

Asimismo con la creación de la Ley de Protección de los
Conocimientos Tradicionales de los Pueblos Indígenas, se
pretende llevar un registro nacional de los mismos, a efec-
to de que tengan una protección efectiva así como un con-
trol sobre los conocimientos tradicionales existentes en el
país.

También se regula los contratos, que los pueblos o comu-
nidades indígenas pueden celebrar con terceros, a efecto de
que se exploten, usen o aprovechen los conocimientos tra-
dicionales, la forma de hacerlo así como los recursos eco-
nómicos que los pueblos indígenas obtendrán.

Se contempla además las sanciones en que incurran los
particulares que utilicen los conocimientos tradicionales
sin el permiso o autorización de los pueblos o comunidades
indígenas, de aquellos que se hallen debidamente registra-
dos.

Por último, y derivado de la reforma a la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 3 de enero de 2013, específica-
mente en su artículo 26, desapareció la Secretaría de la Re-
forma Agraria, para dar paso a la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano.

En ese sentido, la Ley de la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas, en su artículo 6, sigue
contemplando a la Secretaría de la Reforma Agraria, como
integrante de la Junta de Gobierno de la Comisión, por lo
que, para armonizar el sistema normativo del país, otro de
los objetivos del presente decreto, radica en reformar el in-
ciso I) fracción II, del artículo 6 de la Ley de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a
efecto de que se establezca que será la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano y no la Secretaría de la
Reforma Agraria, integrante de la Junta de Gobierno, ello
para que exista concordancia con la reforma a la adminis-
tración pública federal de 2013.

Con base a lo anteriormente expuesto, y con fundamento
en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración de este honorable Congreso de la Unión, la
siguiente iniciativa de con proyecto de 

Decreto que crea la Ley de Conservación y Protección
de los Conocimientos Tradicionales de los Pueblos y
Comunidades Indígenas; y adiciona las fracciones XXI
y XXII al artículo 2o. y reforma el inciso L), de la frac-
ción II, del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas

Artículo Primero. Se crea la Ley de Conservación y
Protección de los Conocimientos Tradicionales de los
Pueblos y Comunidades Indígenas, para quedar de la ma-
nera siguiente:

Título Único

Capítulo Primero
Disposiciones preliminares

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés
social y tienen por objeto conservar y proteger los conoci-
mientos tradicionales de los pueblos y comunidades indí-
genas asentados en el territorio nacional.

Artículo 2. Los fines de la presente ley son:

a). Reconocer el valor intrínseco de los conocimientos
tradicionales, en particular, su valor social, espiritual,
económico, intelectual, científico, ecológico, tecnológi-
co, comercial y educativo.

b). Dar seguridad, transparencia, y comprensión y res-
peto en las relaciones entre los titulares de conocimien-
tos tradicionales, por un lado, y los miembros de los cír-
culos académicos, comerciales, educativos y demás
usuarios de conocimientos tradicionales, por otro.

c). Promover el respeto de los sistemas de conocimien-
tos tradicionales, así como de la dignidad, la integridad
cultural y los valores intelectuales y espirituales de los
titulares de conocimientos tradicionales que preservan y
mantienen esos sistemas, y de la contribución que han
realizado esos conocimientos tradicionales a la conser-
vación del medio ambiente, a la seguridad alimentaria y
a la agricultura sostenible, así como al avance de la
ciencia y la tecnología.

d). Fomentar la utilización de los conocimientos tradi-
cionales para el desarrollo de los pueblos indígenas, re-
conociéndolos como un activo perteneciente a sus titu-
lares.
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e). Promover la creación y la ampliación de oportunida-
des comerciales para los productos genuinamente deri-
vados de los conocimientos tradicionales de los pueblos
y comunidades indígenas.

f). Contribuir a que los pueblos y comunidades indíge-
nas titulares de los conocimientos tradicionales, se vean
recompensados por sus aportaciones que realicen al
avance de la ciencia y de las artes aplicadas.

g). Proteger las creaciones e innovaciones que deriven
de los conocimientos tradicionales de los pueblos y co-
munidades indígenas.

h). Promover el acceso a los conocimientos tradicio-
nales y difusión de los mismos en condiciones justas
y equitativas, en interés del público general.

i). Impedir la apropiación indebida de los conocimien-
tos tradicionales de los pueblos y comunidades indíge-
nas y otros actos comerciales desleales.

j). Promover la distribución justa y equitativa de los be-
neficios monetarios y de otro tipo que se deriven del uso
de los conocimientos tradicionales de los pueblos y co-
munidades indígenas.

k). Admitir que los sistemas de conocimientos tradicio-
nales constituyen marcos de innovación permanente y
de vida intelectual y creativa propias de los pueblos y
comunidades indígenas.

l). Fomentar la utilización de los conocimientos tradi-
cionales para el desarrollo de los pueblos y comunida-
des, reconociéndolos como un activo perteneciente a sus
titulares.

m). Promover la creación y la ampliación de oportuni-
dades comerciales para los productos genuinamente de-
rivados de los conocimientos tradicionales.

n). Restringir la concesión, el registro y el ejercicio de
derechos de propiedad intelectual sin validez legal sobre
conocimientos tradicionales de los pueblos y comunida-
des indígenas.

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Derechos humanos: como el conjunto de libertades,
facultades, instituciones y principios básicos con los que

cuenta el ser humano por su simple condición natural de
existir.

II. Pueblos indígenas: son aquellos que desciende de
poblaciones que habitaban en el territorio actual del pa-
ís al iniciar la colonización y que conservan sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas
o parte de ellas.

III. Comunidades indígenas: aquéllas que formen una
unidad social, económica y cultural, asentada en un te-
rritorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo
a sus usos y costumbres.

IV. Conocimientos tradicionales: conjunto acumulado
de saber teórico, experiencias, aptitudes, expresiones,
representaciones y prácticas que se desarrollan, mantie-
nen y transmiten de generación en generación en el se-
no de los pueblos indígenas y que a menudo forman par-
te de su identidad cultural o espiritual.

V. Conservación: mantener o cuidar la permanencia y
continuidad de los conocimientos tradicionales de los
pueblos indígenas. 

VI. Protección: defender o resguardar los conocimien-
tos tradicionales de los pueblos indígenas.

VII. Comisión: Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas.

VIII. Contrato: Contrato de Explotación, uso o aprove-
chamiento que el pueblo o comunidad indígena celebré
con particulares, con la finalidad de autorizar el uso,
aprovechamiento u explotación de un conocimiento tra-
dicional.

Artículo 4. Corresponde a la Comisión el cumplimiento de
los objetivos y fines que se encuentran consignados en la
presente ley.

Artículo 5. Los conocimientos tradicionales forman parte
del patrimonio cultural de los pueblos y comunidades indí-
genas.

Artículo 6. Por ser parte de su patrimonio cultural, los
conocimientos tradicionales de los pueblos y comunida-
des indígenas son inalienables e imprescriptibles y no se-
rán motivo de apropiación por parte de personas físicas o
morales.
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Capítulo Segundo
De la Protección y Registro de los Conocimientos 

Tradicionales de los Pueblos Indígenas

Artículo 7. La Comisión de encargará de proteger los cono-
cimientos tradicionales que se manifiestan en muy diversos
aspectos de la vida social, como son: el medio ambiente, la
propiedad intelectual, la cultura, la economía, el desarrollo, la
salud, la alimentación, es decir, que están presentes cotidia-
namente en la vida de los pueblos indígenas.

Artículo 8. A efecto de proteger los conocimientos tradi-
cionales de los puebles indígenas, la Comisión llevará un
Registro Nacional de Conocimientos Tradicionales de los
Pueblos Indígenas.

Artículo 9. El Registro Nacional de Conocimientos Tradi-
cionales de los Pueblos Indígenas, tendrá los principios si-
guientes:

a). Publicidad: se presume que toda persona está entera-
da del contenido de los registros, es decir, nadie puede
alegar ignorancia o desconocimiento del contenido de
los registros.

b). Legitimación: el contenido de los registros, es cierto
y produce todos sus efectos mientras que estas no sean
anuladas o rectificadas.

c). Oponibilidad: es impedir que se registren derechos
que se opongan o que puedan resultar incompatibles con
otro derecho previamente inscrito; aunque el derecho
que trata de inscribir sea de fecha anterior al derecho
inscrito.

d). De buena fe: se busca proteger los actos jurídicos
que se hayan producido confiando en el contenido del
registro.

Artículo 10. Los pueblos indígenas, a través de sus órga-
nos de representación, podrán solicitar el Registro de aque-
llos conocimientos tradicionales que así lo deseen. 

Artículo 11. Las solicitudes de Registro que se hagan de-
berán de contener, los datos siguientes: 

a). Nombre del pueblo indígena solicitante.

b). Nombre o nombres del órgano de representación del
pueblo indígena.

c). Señalar el tipo de conocimiento a registrar, ya sea de
tipo cultural, económico, intelectual, del medio ambien-
te, de la salud, de la alimentación, del desarrollo o de
cualquier otro que sea propio de los conocimientos tra-
dicionales.

d). Descripción precisa y clara del conocimiento a re-
gistrar; así como su uso.

e). Acuerdo del pueblo indígena en el que autorizan el
registro del conocimiento tradicional.

f). En caso de que, el conocimiento tradicional se traté
de algún tipo de biodiversidad, plantas medicinales o
aromáticas se deberá acompañar una muestra para su re-
gistro.

Artículo 12. Cuando la Comisión consideré que un cono-
cimiento tradicional puede perderse o está siendo usado in-
debidamente por terceros que no sean pueblos indígenas,
deberá de realizar de oficio el registro, a efecto de llevar a
cabo su protección.

Artículo 13. El Registro oficioso de conocimientos tradi-
cionales, deberá de contener los datos siguientes.

a). Nombre del pueblo o pueblos indígenas al que per-
tenece el conocimiento.

b). Indicar el tipo de conocimiento a registrar.

c). Descripción clara y precisa del conocimiento a re-
gistrar.

d). Indicar la necesidad que motivo el registro de oficio.

e). Señalar el uso o usos que se le da al conocimiento
tradicional.

Artículo 14. Recibida la solicitud de registro, la Comisión
analizará dentro del término de ocho días, que el pueblo o
comunidad indígena, cumplan con los requisitos que seña-
la para presente ley y, en caso de que no lo hagan, les noti-
ficará a través de su órgano de representación, que deberán
de cumplir con la omisión dentro del plazo de cinco días
posteriores a la notificación.

Artículo 15. Si el pueblo o comunidad indígena dejara de
cumplir con la omisión dentro del término a que se refiere
el artículo anterior, la Comisión concederá el improrroga-
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ble plazo de dos días para que cumpla con la omisión y en
caso de continuar con la misma, la solicitud será desecha-
da, previo el estudio de que no se trate de un conocimien-
to tradicional puede perderse o está siendo usado indebida-
mente por terceros que no sean pueblos indígenas, caso en
el que procederá de oficio.

Artículo 16. Una vez cumplidos con todos los requisitos
de la solicitud, la Comisión realizará la autorización del
Registro del Conocimiento Tradicional, que contendrá los
datos siguientes:

a). Número de registro.

b). Fecha del registro.

c). Pueblo o comunidad a la que se le autorizó.

d). Tipo y descripción.

e). Señalar el uso o usos que se le da al conocimiento
tradicional.

f). Descripción de la muestra que se acompañó a la so-
licitud, si fuera el caso.

g). Nombre y firma del funcionario de la Comisión que
autorizó el registro.

Artículo 17. Autorizado el Registro del Conocimiento Tra-
dicional, la Comisión procederá a su resguardo y expedirá
al pueblo o comunidad indígena, a través de sus órganos de
representación, una copia debidamente firma y sellada del
registro, la cual podrá ser expedida las veces que la requie-
ra el pueblo o comunidad indígena, mediando escrito de
por medio.

Artículo 18. El Registro del Conocimiento Tradicional,
dará al pueblo o comunidad indígena titular, el derecho ex-
clusivo de explotarlo.

Artículo 19. Cuando los conocimientos tradicionales
pertenezcan a dos o más comunidades indígenas, el Re-
gistro se hará de manera colectiva y las ganancias que
pudieran generar la explotación o uso o aprovechamien-
to del mismo, serán repartidas de manera equitativa y en
igualdad de proporción entre los pueblos o comunidades
indígenas titulares.

Capítulo Tercero
De la Cancelación del Registro

Artículo 20. La Comisión podrá cancelar, a petición de
parte o de oficio, un registro, previa audiencia de las par-
tes, cuando:

a). Se haya hecho con violaciones a lo dispuesto en es-
ta ley.

b). Cuando los datos esenciales contenidos en la solici-
tud sean falsos o inexactos.

Artículo 21. Las acciones de cancelación de registro
podrán intentarse en cualquier momento.

Artículo 22. La solicitud de cancelación de registro,
deberá de contener los datos siguientes:

a). El número de registro.

b). La fecha del registro.

c). La expresión clara del motivo o motivos por lo que
se solicita.

d). La población o comunidad indígena perjudicada con
la cancelación del registro.

e). Rendir las probanzas que estime pertinentes.

e). Nombre y domicilio del solicitante.

f). Firmas autógrafas.

Artículo 23. Una vez recibida la solicitud la Comisión la
analizará y en caso de que no cumpla con los requisitos del
artículo anterior, realizará la notificación para que dentro
del término de tres días se subsanen la omisión, con el
apercibimiento que en caso de no hacerlo será desechada la
solicitud y no podrá volver a presentarse sino hasta después
de seis meses.

Artículo 24. Admitida la solicitud o suplidas sus deficien-
cias o cuando la Comisión actué de oficio, notificará per-
sonalmente al poblado o comunidad indígena perjudicada
con la cancelación y correrá traslado con la solicitud, a
efecto de que comparezca a una audiencia que se llevará a
cabo dentro de los diez días siguientes a la notificación, en
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la que podrá contestar los motivos de la solicitud, rendir
pruebas y ofrecer alegatos.

Artículo 25. El día y hora en que se lleve la audiencia a
que se refiere el artículo anterior, se seguirán las reglas si-
guientes: 

a). Los solicitantes de la cancelación, de manera perso-
nal o a través de representante debidamente acreditado,
ratificará sus escrito de solicitud y acto continuo la po-
blación o comunidad indígena, a través de sus órganos
de representación, darán respuesta a los argumento de la
solicitud.

b). Se ofrecerán las pruebas que estimen pertinentes, las
cuales se desahogarán en ese momento, cuando se trate
de la documental, testimonial, presuncional o cualquier
otra que por su propia y especial naturaleza pueda ser
desahogadas en ese acto.

c). Cuando las partes ofrezcan prueba pericial, nombra-
rán la ciencia o arte de que se trate, designarán perito y
el cuestionario a cuyo tenor se desahogará la prueba,
motivo por el cual se suspenderá la audiencia por cinco
días.

d). Reanudada la audiencia, las partes se identificarán,
así como los peritos y se emitirán los dictámenes, si fue-
ran discordantes, la Comisión nombrará un tercero,
quien a la brevedad posible rendirá su dictamen corres-
pondiente, suspendiéndose la audiencia.

e). Agregado el dictamen pericial del tercero en discor-
dia, la Comisión citará a la continuación de la audiencia
dentro del término de tres días siguientes, a efecto de
que las partes presenten alegatos y se cite a resolución.

Artículo 26. La Comisión resolverá sobre la procedencia o
no de la cancelación de registro dentro del término de diez
días y la notificará personalmente a las partes, quienes po-
drán interponer el recurso de revisión en los términos de la
presente ley.

Capítulo Cuarto
De los Contratos de Explotación, 

Uso o Aprovechamiento

Artículo 27. Los pueblos o comunidades indígenas titula-
res de un conocimiento tradicional debidamente registrado,

podrá celebrar contratos de explotación, uso o aprovecha-
miento con terceros.

Artículo 28. Cuando el pueblo o comunidad indígena des-
ee celebrar contrato de explotación, uso o aprovechamien-
to del conocimiento tradicional, deberá notificarlo por es-
crito a la Comisión a efecto de ésta le dé el asesoramiento
respectivo y proceda a la realización del contrato.

Artículo 29. La notificación a que hace referencia el artí-
culo anterior deberá de contener:

a). Nombres y domicilios de los contratantes.

b). En caso de que el pueblo o comunidad indígena con-
trate con un persona moral, se deberán anexar las copias
certificadas con que se acredite la constitución de la
misma y su representación.

c). El tipo y descripción del conocimiento tradicional
que será objeto de contrato.

d). Especificar si será un contrato de explotación o de
uso o de aprovechamiento según sea el caso.

e). El tiempo de explotación, uso o aprovechamiento del
conocimiento tradicional.

f). La prestación económica que el pueblo o la comuni-
dad indígena obtendrá por la celebración del contrato.

Artículo 30. Una vez recibida la notificación a que se re-
fiere el artículo anterior, la Comisión realizará un estudio
de la misma y de los documentos anexados, procediendo a
la elaboración del contrato respectivo, dentro de un plano
no mayor a diez días, velando en todo momento por la pro-
tección del pueblo o comunidad indígena.

Artículo 31. Al fenecer el plazo que se refiere el artículo
anterior, la Comisión citará a los contratantes a una au-
diencia, que se realizará dentro de un término no mayor a
tres días, en la cual les dará a conocer el borrador del con-
trato y en caso de estar de acuerdo, el mismo será firmado;
a cada uno de los contratantes se les dará copia firmada y
sellada, anexándose una copia al registro del conocimiento
tradicional objeto del contrato.

Artículo 32. En caso de que los contratantes no estén de
acuerdo con el borrador realizado por la Comisión, se inte-
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grarán las adecuaciones que las partes hagan, se integrarán
al contrato y se firmara.

Artículo 33. La Comisión vigilará que en los contratos que
los pueblos o comunidades indígenas celebren con motivo
del presente capítulo, no exista dolo, mala fe, error, venta-
ja o cualquier otro que pudiese perjudicar a los pueblos y
comunidades indígenas.

Artículo 34. Dentro de los contratos de explotación, uso o
aprovechamiento de conocimientos tradicionales, se esta-
blecerá que la parte contratante con el pueblo o comunidad
indígena, no podrá revelar los mismos sin consentimiento
expreso y por escrito del pueblo o comunidad indígena. 

Artículo 35. Los contratos celebrados por los pueblos o
comunidades indígenas, sin realizar la notificación corres-
pondiente a la Comisión, serán nulos de pleno derecho y no
surtirán efectos legales.

Artículo 36. Los contratos de explotación, uso o aprove-
chamiento de conocimientos tradicionales no podrán exce-
der de diez años, por lo que al finalizar dicho término se
deberá de firmar nuevo contrato, con los requisitos que se
establecen en el presente capítulo.

Capítulo Quinto
De la Explotación, Uso 

o Aprovechamiento sin Consentimiento

Artículo 37. Queda prohibido a las personas físicas o mo-
rales, la explotación, uso o aprovechamiento de los conoci-
mientos tradicionales sin el consentimiento expreso y por
escrito de los pueblos o comunidades indígenas que hayan
realizado el registro de los mismos.

Artículo 38. Cuando una persona física o moral realice la
explotación, uso o aprovechamiento de los conocimientos
tradicionales sin contar con el consentimiento del pueblo o
comunidad indígena, a través del contrato a que se refiere
esta ley; el pueblo o comunidad indígena podrá intentar las
acciones civiles o administrativas o penales correspondien-
tes, ello con el debido asesoramiento de la Comisión.

Artículo 39. A quienes realicen la explotación, uso o apro-
vechamiento de los conocimientos tradicionales sin contar
con el consentimiento del pueblo o comunidad indígena, se
les impondrá de tres a seis años de prisión y multa de mil
a seis mil días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal.

Artículo 40. A quienes revelen los conocimientos tradicio-
nales registrados, para su explotación, uso o aprovecha-
miento para sí o para terceros, se les impondrá de uno a tres
años de prisión y multa de cinco mil a diez mil días de sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal.

Artículo 41. El ejercicio de la acción penal a que hacen re-
ferencia los dos artículos anteriores, podrá ejercitarse de
manera indistinta o conjunta, por el pueblo o comunidad
indígena perjudicada o por la Comisión, cuando advierta
que se están vulnerando los derechos contenidos en esta
Ley.

Artículo 42. Ejercitada la acción penal, el Ministerio Pú-
blico de la Federación tomará las medidas necesarias a
efecto de impedir que se siga explotando, usando o apro-
vechando los conocimientos tradicionales.

Artículo 43. Con independencia de las acciones penales
que contempla esta ley, los pueblos o comunidades indíge-
nas, podrán ejercitar las acciones civiles tendientes a exigir
el pago de la reparación y el pago de perjuicio. La Comi-
sión asesorará al poblado o comunidad indígena para este
efecto, cuando así lo solicite.

Artículos 44. Los tribunales jurisdiccionales o el Ministe-
rio Público que conozca de asuntos con motivo de la apli-
cación de esta Ley, deberá de realizar la suplencia de la
queja a favor del poblado o comunidad indígena.

Artículo 45. Con independencia de las acciones civiles y pe-
nales contempladas, la Comisión podrá iniciar el procedi-
miento administrativo sancionador, en contra de las personas
físicas o morales que exploten, usen o se aprovechen de los
conocimientos tradicionales registrados, imponiendo multa
de cinco mil hasta diez mil días de salario mínimo vigente en
el Distrito Federal.

Artículo 46. Para los efectos del artículo anterior, la Co-
misión aplicará supletoriamente la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo, para la iniciación del procedimien-
to sancionador, imposición de sanciones y recursos.

Artículo 47. Cuando el conocimiento tradicional ya estu-
viese en el uso colectivo de las personas, los pueblos o co-
munidades indígenas podrán registrarlo, y el mismo segui-
rá siendo usado por la colectividad siempre y cuando no
sea con fines de lucro, caso contrario deberán de pedir la
autorización a que se refiere el presente capítulo.
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Capítulo Sexto
Del Recurso de Revisión

Artículo 48. Los interesados afectados por la aplicación de la
presente ley, podrán interponer el recurso de revisión o, cuan-
do proceda, intentar la vía jurisdiccional que corresponda. 

Artículo 49. El plazo para interponer el recurso de revisión
será de diez días contado a partir del día siguiente a aquél
en que hubiere surtido efectos la notificación de la resolu-
ción que se recurra.

Artículo 50. El escrito de interposición del recurso de re-
visión deberá presentarse ante la autoridad que emitió el
acto impugnado y será resuelto por la misma Comisión.
Dicho escrito deberá expresar:

I. El nombre completo de la Comisión.

II. El nombre del recurrente, y de la población o comu-
nidad indígena perjudicada si lo hubiere, así como el lu-
gar que señale para efectos de notificaciones.

III. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó
o tuvo conocimiento del mismo.

IV. Los agravios que se le causan

V. En su caso, copia de la resolución o acto que se im-
pugna y de la notificación correspondiente. 

VI. Las pruebas que ofrezca, que tengan relación inme-
diata y directa con la resolución o acto impugnado de-
biendo acompañar las documentales con que cuente, in-
cluidas las que acrediten su personalidad cuando actúen
en nombre de otro o de personas morales. 

Artículo 51. La interposición del recurso suspenderá la
ejecución del acto impugnado, siempre y cuando:

I. Lo solicite expresamente el recurrente.

II. Sea procedente el recurso.

III. No se siga perjuicio al interés social o se contra-
vengan disposiciones de orden público.

IV. No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a me-
nos que se garanticen éstos para el caso de no obtener
resolución favorable.

V. Tratándose de multas, el recurrente garantice el cré-
dito fiscal en cualesquiera de las formas prevista en el
Código Fiscal de la Federación.

La Comisión deberá acordar, en su caso, la suspensión o la
denegación de la suspensión dentro de los cinco días si-
guientes a su interposición, en cuyo defecto se entenderá
otorgada la suspensión.

Artículo 52. El recurso se tendrá por no interpuesto y se
desechará cuando:

I. Se presente fuera de plazo.

II. No se haya acompañado la documentación que acre-
dite la personalidad del recurrente.

III. No aparezca suscrito por quien deba hacerlo, a me-
nos que se firme antes del vencimiento del plazo para
interponerlo. 

Artículo 53. Se desechará por improcedente el recurso:

I. Contra actos que sean materia de otro recurso y que
se encuentre pendiente de resolución, promovido por el
mismo recurrente y por el propio acto impugnado.

II. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos
del promovente.

III. Contra actos consumados de un modo irreparable.

IV. Contra actos consentidos expresamente.

V. Cuando se esté tramitando ante los tribunales algún
recurso o defensa legal interpuesto por el promovente,
que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar
el acto respectivo.

Artículo 54. Será sobreseído el recurso cuando:

I. El promovente se desista expresamente del recurso.

II. El agraviado fallezca durante el procedimiento, si el
acto respectivo sólo afecta su persona.

III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las
causas de improcedencia a que se refiere el artículo an-
terior.
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IV. Cuando hayan cesado los efectos del acto respecti-
vo.

V. Por falta de objeto o materia del acto respectivo.

VI. No se probare la existencia del acto respectivo. 

Artículo 55. La autoridad encargada de resolver el recurso
podrá:

I. Desecharlo por improcedente o sobreseerlo.

II. Confirmar el acto impugnado.

III. Declarar la inexistencia, nulidad o anulabilidad del
acto impugnado o revocarlo total o parcialmente.

IV. Modificar u ordenar la modificación del acto im-
pugnado o dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo
sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o par-
cialmente resuelto a favor del recurrente. 

Artículo 56. La resolución del recurso se fundará en derecho
y examinará todos y cada uno de los agravios hechos valer
por el recurrente teniendo la Comisión la facultad de invocar
hechos notorios; pero, cuando uno de los agravios sea sufi-
ciente para desvirtuar la validez del acto impugnado bastará
con el examen de dicho punto.

Artículo 57. No se podrán revocar o modificar los actos
administrativos con motivo de la aplicación de esta ley en
la parte no impugnada por el recurrente.

La resolución expresará con claridad los actos que se mo-
difiquen y si la modificación es parcial, se precisará ésta.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se adicionan las fracciones XXI y
XXII al artículo 2o. y se reforma el inciso l) de la fracción
II, del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional para
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, para quedar de la
manera siguiente:

Artículo 2. La Comisión tiene como objeto orientar, coor-
dinar, promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y eva-

luar los programas, proyectos, estrategias y acciones públi-
cas para el desarrollo integral y sustentable de los pueblos
y comunidades indígenas de conformidad con el artículo
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para lo que tendrá las siguientes funciones:

De la I. a XX. (…)

XXI. Implementar las acciones tendientes a la protec-
ción de los conocimientos tradicionales de los pueblos y
comunidades indígenas, en términos de esta Ley y de la
Ley de Protección de los Conocimientos Tradicionales
de los Pueblos y Comunidades Indígenas. 

XXII. Llevar el Registro Nacional de los Conocimien-
tos Tradicionales de los Pueblos y Comunidades Indíge-
nas.

Artículo 6. La Junta de Gobierno estará integrada por:

I. (…)

II. El titular de cada una de las siguientes secretarías de
estado:

De la a) a la k) (…)

l) Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano;

m) (…)

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Junta de Gobierno de la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, dentro del pla-
zo de sesenta días realizará las adecuaciones necesarias a
los Estatutos Orgánicos de la Comisión, a efecto de cum-
plir con el presente decreto.

Notas

1 González Galván, Jorge Alberto, “Cuestiones Constitucionales”, Re-

vista Mexicana de Derecho Constitucional, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, 2011.

2 Olivé, León, La Jornada, 11 de septiembre de 2013, México, p. 2.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas: Mary Carmen Bernal Martínez, Sandra Simey Olvera Bautis-
ta (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Insértese la intervención completa de la dipu-
tada en el Diario de los Debates. Túrnese a la Comisión
de Pueblos Indígenas, para dictamen, y a la Comisión
Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

LEY GENERAL DE SALUD Y
CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra hasta por cinco minutos la diputada
Martha Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud y el artículo 199 del Código Pe-
nal Federal.

La diputada Martha Angélica Tagle Martínez: Gracias,
presidenta. 

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante. 

La diputada Martha Angélica Tagle Martínez: Hoy ven-
go a presentar a esta soberanía uno de esos temas que son
urgentes, de esos temas que deberían estar hoy en día en
nuestra agenda prioritaria, que fueron promesa de campaña
de varios, incluso de las mayorías que hoy están en este
Congreso y que, sin embargo, no veo en ninguna de las
agendas que han presentado por parte del Grupo Parlamen-
tario de Morena, más que como parte del discurso. 

Y para no ser parte del discurso sino actuar en consecuen-
cia, les vengo a presentar una iniciativa que tiene que ver
con la posibilidad de dejar de criminalizar y perseguir a jó-
venes que son sujetos a extorsión por parte de policías y
Ministerios Públicos cuando son detenidos por fumar o
consumir alguna droga.

Esto tiene que ver con la legalización del uso terapéutico,
lúdico y personal del cannabis para que, además, el Estado
mexicano conserve la capacidad de regular este uso de la
cannabis.

Por eso es que el día de hoy presento ante este pleno, y es-
pero que las comisiones de Salud, la puedan dictaminar
también dentro de este periodo esta iniciativa con esta ar-
gumentación.

El uso de drogas ha estado presente a lo largo de la histo-
ria de la humanidad. Estas sustancias que alteran la con-
ciencia o con propiedades paliativas o sedantes permiten
paliar el dolor, obtener determinados placeres, obedecer
ciertas obligaciones sociales.

Incluso en muchas sociedades su uso es parte sustancial de
ritos de iniciación a la vida adulta, es decir una obligación,
no solo una actividad placentera o de automedicación. Por
ejemplo, ir a la casa del venado entre los huicholes, donde
los jóvenes acompañan a los adultos y usan el peyote.

La idea de que pueda existir un mundo libre de drogas es
totalmente equivocada y partir de un diagnóstico erróneo
nos conduciría a aplicar como control las políticas públicas
condenadas al fracaso, prueba de ello es la actual guerra
contra las drogas que inició en 2006 y que sus resultados
son altamente costosos en términos de vidas humanas, del
Estado de derecho contra el delito y ha mermado la capa-
cidad institucional.

Entre 2006 y 2017 se registraron más de 251 mil homici-
dios en el país. En 2006, el Instituto Nacional de Geogra-
fía y Estadística reportó 10 mil 452 homicidios. Para el
2011, esta cifra alcanzó un pico de 27 mil 213, y aunque
disminuyó ligeramente durante los años siguientes, para
2016 esta cifra alcanzó más de 24 mil homicidios. En el
año 2017 concluyó con más de 31 mil homicidios.

Además de los homicidios y desplazamientos, la guerra
contra las drogas ha dejado al país un gran número de per-
sonas desaparecidas. De 2006 a 2012, 13 mil 767 personas
desaparecieron y este número ha aumentado a 23 mil du-
rante la presente administración.

La criminalización del consumo y posesión de drogas para
uso personal también se reconoce cada vez más como un
obstáculo para la efectividad de las políticas de salud. Pro-
hibir bajo el falso argumento de que la salud pública ha
provocado el encarcelamiento de usuarios de drogas y de
mujeres sin antecedentes penales que transportan drogas de
un lugar a otro y a micro vendedores que cuando son dete-
nidos son fácilmente reemplazados por otros hombres o
mujeres jóvenes.
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Desde 2014, la Comisión Global de Drogas concluyó en su
informe asumiendo el control caminos hacia las drogas efi-
caces, el carácter urgente de hacer un cambio de paradigma
respecto a la política de drogas punitiva.

Las drogas deben regularse no porque sean seguras, sino
precisamente porque son inseguras y es obligación del Es-
tado regularlas para garantizar el bienestar de sus goberna-
dos, sobre todo necesitamos, antes de que llegue por parte
de la Corte una obligación a este Congreso mexicano, asu-
mir nuestras funciones en materia de legislación y regular
lo que nos corresponde.

Así pues, espero que forme parte de las prioridades de este
periodo legislativo, avanzar en una regulación de la mari-
huana con fines de uso terapéutico, personal y lúdico. Es
cuanto, presidenta.

«Presentación de la Iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Salud y del Código Penal Federal, en materia de re-
gulación de cannabis

El uso de drogas, ha estado presente a lo largo de la histo-
ria de la humanidad. Esas sustancias que alteran la con-
ciencia o con propiedades paliativas o sedantes permiten
paliar el dolor, obtener determinados placeres, obedecer
ciertas obligaciones sociales. Incluso en muchas socieda-
des su uso es parte sustancial de ritos de iniciación a la vi-
da adulta, es decir, es una obligación, no sólo una actividad
placentera o de automedicación. Por ejemplo, ir a la caza
del venado entre los huicholes, donde los jóvenes acompa-
ñan a los adultos y usan el peyote. 

La idea de que puede existir un mundo “libre de drogas” es
totalmente equivocada y partir de un diagnóstico erróneo
nos conducirá a aplicar políticas públicas condenadas al
fracaso.

Prueba de ello, la actual “Guerra contra las drogas” (2006),
y sus resultados altamente costosos en términos de vidas
humanas, estado de derecho, control del delito y capacidad
institucional.

Entre 2006 y 2017, se registraron 251,633 homicidios en el
país. En 2006, el Instituto Nacional de Geografía y Esta-
dística (INEGI) reportó 10,452 homicidios. Para 2011, es-
ta cifra alcanzó un pico de 27,213 y, aunque disminuyó li-
geramente durante los años siguientes, para 2016 alcanzó

24,559 homicidios. El año 2017 concluyó con más de
31,000 homicidios. 

Un informe de 2017 de la Comisión Mexicana para la De-
fensa y Promoción de los Derechos Humanos concluyó que
al menos 329,917 personas han sido desplazadas interna-
mente en México desde 2006, tan sólo en 2017 registró 25
episodios de desplazamientos forzados masivos.

Además de los homicidios y desplazamientos, la “guerra
contra las drogas” ha dejado al país con un gran número de
personas desaparecidas. De 2006 a 2012, 13,767 personas
desaparecieron. Este número ha aumentado a 23,236 du-
rante la presente administración. 

La criminalización del consumo y posesión de drogas para
uso personal también se reconoce cada vez más como un
obstáculo para la efectividad de las políticas de salud. Pro-
hibir bajo el falso argumento de la salud pública, ha pro-
vocado el encarcelamiento de usuarios de drogas y de mu-
jeres sin antecedentes penales que transportan drogas de un
lugar a otro, y a micro-vendedores (que cuando son deteni-
dos son fácilmente reemplazados por otros hombres o mu-
jeres jóvenes). 

Además, México utiliza a sus fuerzas armadas para inter-
ceptar el tráfico de drogas y erradicar cultivos ilícitos, me-
diante pesticidas peligrosos que contaminan el agua y los
suelos.

Ninguna regulación estará completa si no se toma en cuen-
ta la debilidad institucional y el frágil estado de derecho
que prevalece en nuestro país, es vital complementar la re-
gulación de drogas con la reforma de la policía y el au-
mento de la responsabilidad por el abuso policial y la co-
rrupción.

En suma la política que en la actualidad impulsa el gobier-
no mexicano, es una política ineficiente, costosa y violato-
ria de los derechos humanos.  

Desde 2014 la Comisión Global de Drogas concluyó en su
Informe Asumiendo el control: caminos hacia políticas de
drogas eficaces, el carácter urgente de hacer un cambio de
paradigma respecto a la política de drogas punitiva, enfo-
cado más hacia una política integral de regulación respon-
sable centrada en la salud pública, la seguridad ciudadana,
los derechos humanos y el desarrollo. 
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En el más reciente informe de la Comisión publicado en
septiembre de 2018, Regulación. El Control Responsable
de las Drogas, se concluye que las drogas ahora son el
mercado de productos ilegales más grande del mundo
que socava el Estado de Derecho y fortalece al crimen
organizado.

Contrario a las posturas alarmistas que consideran que la
regulación hará que todas las drogas estén disponibles de la
noche a la mañana, es importante enfatizar, que no se pre-
tende una liberalización incontrolada de las drogas, sino
una regulación legal responsable que permita a las autori-
dades correspondientes asumir el control sobre cuáles dro-
gas están disponibles y cuáles no y cómo lo estarán. 

Las drogas deben regularse no porque sean seguras, sino
precisamente porque son riesgosas. Y es obligación del
Estado regularlas para garantizar el bienestar de sus go-
bernados. 

“El proceso de regulación legal debe ser cauteloso, gradual
e informado en evidencia, guiado en todo momento por los
principios de protección y promoción de los derechos hu-
manos, la salud pública, el desarrollo sostenible, la paz y la
seguridad”. (Regulación. El Control Responsable de las
Drogas, Informe 2018 de la Comisión Global de Política de
drogas)

Como en otros temas fue la Suprema Corte de Justicia de
la Nación la que mostró vocación progresista y el 5 de no-
viembre de 2015, emitió una histórica sentencia en la que
reconocía el derecho al libre desarrollo de la personalidad
de los usuarios de cannabis y como éste se ve violentado
con la regulación actual del cannabis. 

El pasado 31 de octubre de 2018  la Suprema Corte de Jus-
ticia vuelve a dar muestras de su compromiso por garanti-
zar el ejercicio de derechos a la ciudadanía resolviendo  en
el mismo sentido otros dos amparos más en el mismo sen-
tido de la primera sentencia, sumando con esto las cinco
sentencias que se requieren para generar jurisprudencia, lo
anterior confirma que el modelo prohibicionista es incons-
titucional y que México debe transitar hacia la regulación
de las drogas para mejorar las condiciones de justicia y paz
en el país. 

De la mano de diversas organizaciones y colectivos ciuda-
danos emprendimos desde 2016 una serie de acciones con
el objetivo de avanzar hacia una verdadera política integral
de regulación responsable de las drogas centrada en la sa-

lud pública, la seguridad ciudadana, los derechos humanos
y el desarrollo.  

Derivado de esa labor conjunta presento esta iniciativa pa-
ra regular el uso personal de cannabis modificando y adi-
cionando diversas disposiciones a la Ley General de Salud
y al Código Penal Federal.

La iniciativa deroga los artículos 237 y 248 el último pá-
rrafo de los Artículos 235, 247; modifica las fracciones II,
IV y V del artículo 245 que refieren al Tetrahidrocannabi-
nol (THC) como sustancia activa del cannabis, artículos ya
declarados inconstitucionales por la Suprema Corte.

Adiciona el Capítulo VI BIS Cannabis, al Título Décimo
Segundo para regular en materia de cannabis con más de
2% de THC en todas sus variedades conocidas comúnmen-
te como “marihuana”, ya sea sativa, índica, ruderalis e hí-
bridas, su resina, aceite, semillas y productos derivados,
para usos de investigación, científicos y medicinales, otor-
gándole a la Secretaría de Salud facultades para emitir li-
neamientos y criterios generales para el desarrollo de in-
vestigación científica, médica y social en la materia.   

Para el uso personal propone el cultivo privado individual
y colectivo. Para el cultivo privado colectivo o asociado
propone la figura de Clubes Sociales Cannábicos, que de-
fine como: una asociación de personas mayores de edad
que se conforman en un circuito cerrado sin fines de lucro,
de cultivo-producción-consumo, en un espacio colectivo
privado y seguro de reducción de riesgos, que se basa en el
respeto a los derechos humanos y la dignidad de las perso-
nas que consumen cannabis.

En los Clubes Sociales se contempla el consumo personal
con fines lúdicos y terapéuticos. No se permitirá el acceso
de menores de edad y si esto sucediere será motivo sufi-
ciente para cerrarlos y cancelar su permiso; no tienen fines
de comercialización y su finalidad primordial es el autoa-
bastecimiento y que usuarias y usuarios de cannabis cuen-
ten con un lugar seguro para el consumo. Además deberán
contar con información sobre reducción de riesgos y daños
asociados al uso problemático de la planta.

Se prohíbe realizar publicidad, directa o indirecta, promo-
ción, o patrocinio de cualquier tipo de evento de cualquier
producto de cannabis para uso personal.

Se define el cáñamo como la planta de cannabis que con-
tiene menos de 2% de THC; por lo que se considera caren-
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te de cualquier propiedad psicoactiva, en concordancia con
lo establecido en el artículo 28, numeral 2 de la Conven-
ción Única de 1961 sobre Estupefacientes respecto el uso
industrial, por ende se regirá por la fracción V del artículo
245 de Ley General de Salud.

Además de lo anterior, en aras de abonar a la despenaliza-
ción de los usuarios de drogas se propone una modificación
al primer párrafo y que se derogue el segundo párrafo del
artículo 478, tomando la propuesta presentada por el eje-
cutivo federal encabezado por el presidente Peña Nieto, en
su momento.

En concordancia con las modificaciones a los artículos se-
ñalados en la Ley General de salud se propone reformar el
artículo 198 del Código Penal Federal eliminando de la lis-
ta de vegetales y sustancias la marihuana y reduciendo la
pena a seis meses, en casos de que concurran todas las ca-
racterísticas descritas en el primer párrafo del artículo y
hasta de seis años cuando eso no ocurra pero tampoco sea
con los fines descritos en la fracción I y II del artículo 194
del mismo código.»

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley General de Salud y el artículo 199 del Có-
digo Penal Federal, a cargo de la diputada Martha Angé-
lica Tagle Martínez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Martha Tagle Martínez, integrante de
la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y del artículo 6, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
prevención de riesgos y daños ante el uso de sustancias psi-
coactivas al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos 

El artículo cuarto constitucional establece que la salud es
un derecho humano, la ley reglamentaria de dicho artículo
establece en su artículo 2º que el derecho a la protección de
la salud, tiene las siguientes finalidades: 

I. El bienestar físico y mental de la persona, para contri-
buir al ejercicio pleno de sus capacidades; 

II. La prolongación y mejoramiento de la calidad de la
vida humana; De acuerdo con la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, la Constitución no impone un ideal
de excelencia humana, por el contrario, sienta las bases
para generar un marco de libertades que permiten a ca-
da individuo elegir su propio plan de vida y adoptar el
modelo de virtud personal que considere válido.1

Si el derecho a la salud fuera prioritario como se dice dis-
cursivamente en las razones que justifican el enfoque pro-
hibicionista y punitivo en materia de uso de drogas, el tra-
to hacia las personas usuarias de drogas sería totalmente
distinto. 

El enfoque punitivo basado más en prejuicios que en evi-
dencia científica ha desarrollado medidas del tipo “vive sin
drogas” o “las drogas matan” que por supuesto no tienen
ningún efecto disuasivo en el consumo de las sustancias. 

Frente a ese tipo de campañas basadas en la ignorancia y
que intentan despertar el miedo, las y los posibles usuarios
al realizar la el consumo y no tener la consecuencia anun-
ciada “la muerte” desestiman la información y pierden cre-
dibilidad en las instancias y personas que las promueven. 

En la práctica, las personas que usan drogas no son sujetos
de una política de salud pública seria; más bien son trata-
dos como delincuentes. Aunque legalmente, el uso de dro-
gas no es un delito aquellas conductas relacionadas para
tener accedo como la posesión, el transporte, si están pro-
hibidas. Lo que se traduce en una criminalización de facto.
Así las personas que usan drogas se enfrentan a uso arbi-
trario de la fuerza del Estado, incluida la detención ilegal,
la tortura y el encarcelamiento.

Generar las bases legales para una política alternativa ha-
cia las drogas, desde una perspectiva de salud pública y de
respeto a los derechos humanos, es una causa que se ins-
cribe en el conjunto de los movimientos sociales que aspi-
ran a una sociedad más libre, igualitaria y democrática.
Con esta convicción presento dos propuestas que derivan
de las recomendaciones internacionales en materia de polí-
tica de drogas la primera se centra en regular el uso perso-
nal de cannabis modificando y adicionando diversas dispo-
siciones a la Ley General de Salud y al Código Penal
Federal y la segunda en fortalecer el programa de preven-
ción contemplado en la Ley General de Salud. 

Este documento versará sobre la segunda propuesta. 
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El uso de sustancias que alteran los estados de conciencia
ha estado presente a lo largo de la historia de la humanidad,
con fines diversos: ritual, cultural, médico, terapéutico, so-
cial, recreacional, la historia nos señala que el consumo de
drogas o sustancias psicoactivas no se va a erradicar y con
toda seguridad seguirá acompañando a las y los seres hu-
manos a lo largo de su historia. 

Ante esta realidad una opción probada en diferentes países
es la prevención y tratamiento a personas con uso proble-
mático de sustancias psicoactivas desde una perspectiva de
reducción de daños, particularmente cuando concierne ni-
ños, niñas y personas jóvenes. En el marco de un modelo
de regulación con acceso exclusivo a mayores de edad. 

Retomando nuevamente lo dicho por la corte en referencia
al caso particular del uso lúdico y recreativo de la mari-
huana “La prohibición para consumir marihuana se basa en
un prejuicio sustentado en valoraciones morales y no en es-
tudios científicos, revelando que el Estado no ha actuado
con neutralidad ética. […] la prohibición del consumo de
marihuana no disminuye el consumo; y la marihuana no
genera un daño a la salud, sino un mero riesgo de daño a la
salud”. 

Desde esta mirada la propia regulación se convierte en una
medida de reducción de riesgos y daños, pues contempla
entre otras acciones tales como: 

- Limitar los lugares de consumo; 

- Prohibir conducir vehículos o manejar aparatos o sus-
tancias peligrosas bajo los efectos de la sustancia; 

- Prohibir a la publicidad de productos derivados de es-
ta sustancia 

- Restringir la edad de quienes la pueden consumir

De manera similar a lo que ocurrió con el tabaco y alcohol
en el que su regulación se complementó con políticas edu-
cativas y de salud. 

Contar con información y diagnósticos confiables realiza-
dos con metodologías rigurosas de investigación permiten
contar con mayores herramientas para el análisis a lo largo
del tiempo y la toma de decisiones que realmente coadyu-
ven a la protección del derecho a la salud de las y los ciu-
dadanos. 

Siguiendo con el ejemplo de la marihuana; la ex directora
ejecutiva del Departamento de Ingresos de Colorado, Bar-
bara Brohl, declaró (2016) “La reducción de daños consti-
tuye más que la descriminalización. Para abordar y reducir
realmente el daño, el cannabis debe ser testeado, rastreado
y gravado. Testeado para verificar potencia, moho, micro-
bianos, solventes residuales, pesticidas y otros contami-
nantes para que el consumo de cannabis sea seguro. Ras-
treado de modo que, si el cannabis está contaminado, se
puede identificar y retirar del mercado fácilmente. Grava-
do para recaudar el dinero necesario para abordar los cos-
tos sociales relacionados con el cannabis: prevención en jó-
venes, tratamiento y prevención del abuso de sustancias y
campañas de educación pública” 

La criminalización del consumo y posesión de drogas para
uso personal también se reconoce cada vez más como un
obstáculo para la efectividad de las políticas de salud. Las
personas involucradas a pequeña escala en actividades no
violentas relacionadas con la producción, el tránsito y la
venta de sustancias psicoactivas sufren sentencias extre-
madamente desproporcionadas.2

Los datos oficiales sugieren que las personas que usan dro-
gas son el objetivo principal de los esfuerzos persecutorios
del gobierno. Esto se recrudeció con la reforma de 2009 en
la que se incluyó el capítulo sobre delitos de narcomenudeo
en la Ley General de Salud. 

Algunos datos al respecto; de 2006 a 2014 fueron deteni-
das 453 mil 069 personas por delitos contra la salud por
instancias federales. De estas 175,993 fueron detenidas por
posesión y 156 mil 189 por consumo, que equivalen a 73%
de delitos contra la salud; de 2012 a 2014, fueron detenidos
en 19 Estados 73 mil 992 personas por delitos contra la sa-
lud. Personas que consumen sustancias son detenidas por
la policía y llevadas al MP, y muchas incluso son encarce-
ladas.3

La ubicación geográfica de México lo convierte en un país
de origen, tránsito y destino de drogas, lo cual va de la ma-
no con los altos niveles de criminalidad que se viven ac-
tualmente. 
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Fuente: INEGI, Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y
Sistema Penitenciario estatal 2016.

Con respecto al encarcelamiento de personas por delitos de
narcomenudeo, es notorio que muchos estados no registran
los delitos contra la salud que se sancionan en sus prisio-
nes. Donde hay información disponible, la posesión es con-
sistentemente el delito de drogas más frecuentemente san-
cionado, como lo muestra el cuadro de arriba. En cuanto al
tipo de sustancia involucrada, en 40% de los casos la in-
formación no está disponible. Cuando hay información dis-
ponible, la marihuana es la sustancia más frecuente (32%),
seguida de la cocaína (13%) y las metanfetaminas (12%). 

Las personas que usan drogas siguen siendo excluidas, cri-
minalizadas y estigmatizadas, incluso en su contacto con
las autoridades policiacas y con los servicios de salud. 

Que nuevamente coloca a los jóvenes como blanco fácil de
extorsión de policías y fiscales, ya que la posesión de dro-
gas no requiere de investigación o la presentación de prue-
bas más allá de la posesión misma. 

A la vez, los servicios de salud disponibles para personas
con consumos problemáticos son escasos, inadecuados y
tienden a estar pobremente regulados, ya sean privados o
públicos. 

Las prisiones son lugares de alto riesgo para contraer nu-
merosas enfermedades. Hay una alta prevalencia de VIH
debido al uso compartido de agujas para inyección de dro-
gas, tatuajes con equipos caseros y no esterilizados, así co-
mo sexo de alto riesgo y violaciones. 

Pese a la gravedad del asunto el gasto del gubernamental en
prevención y tratamiento es exiguo, entre 2006 y 2012, el
97.07% ($790 mil millones de pesos) del gasto total en po-
líticas de drogas se asignó a la aplicación de la ley mientras

que sólo 2.91% ($ 23 mil millones de pesos) se gastó en
prevención y tratamiento (incluyendo programas en dere-
chos humanos).4

Según la Encodat (la Encuesta Nacional de Consumo de
Drogas y Tabaco que mide el consumo en México), de las
personas que reportaron consumo problemático de drogas,
apenas uno de cada cinco (20.4%) recibió tratamiento
(22.1% de los hombres, 12.8% de las mujeres), y apenas
24.5% lo completaron. En general, existen varias barreras
para acceder a los tratamientos, especialmente entre las
mujeres. 

Desde 2016, el gobierno mexicano tomó medidas para re-
emplazar el modelo original de tratamiento de drogas con
el “Modelo de Programa de Justicia Terapéutica para Per-
sonas con Consumo de Sustancias Psicoactivas”. Este nue-
vo modelo, aún basado en el modelo de tribunal de drogas,
busca estandarizar los criterios por los cuales operan. Sin
embargo, como antes, mantiene todas las infracciones de
drogas dentro del ámbito del sistema de justicia penal. 

El Estado tiene la obligación de proporcionar servicios de
salud, tales como tratamiento seguro y voluntario para los
casos de uso problemático, así como un marco regulatorio
que permita a las personas que usan drogas tengan un ac-
ceso a las mismas informado y seguro. 

Los daños y los riesgos relacionados con las drogas son de
dos tipos: 

- El primario, vinculado con el uso, 

- El secundario, que se desprende de la naturaleza ilíci-
ta del mercado de drogas. 

En México, estos riesgos superan a los primarios. 

Desde una perspectiva de reducción de daños las políticas
en salud deben Proporcionar información basada en la evi-
dencia sobre los riesgos y peligros del uso de drogas Ofre-
cer servicios de prevención y rehabilitación, gratuitos, vo-
luntarios, laicos y de acceso universal, y deben estar
basados en los principios para la consecución de la salud y
el respeto a los derechos humanos. 

Ya decíamos párrafos arriba que contar con información
diagnóstica que contenga datos estadísticos confiables es
primordial para la toma de decisiones y la definición de po-
lítica pública. Desafortunadamente, en México en materia
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de uso y abuso de sustancias psicoactivas, aún hoy día no
hay metodologías uniformes que permitan el diseño de in-
dicadores claros y confiables para realizar un verdadero se-
guimiento a la situación. 

Hecha esa aclaración tomamos las cifras encontradas en el
reporte multicitado en este documento, Política de drogas
en México: Causa de una tragedia nacional. 

Los datos disponibles sugieren que el uso de sustancias ilí-
citas ha aumentado, a pesar de las políticas de prohibición,
como lo muestra la Tabla 1, aunque es importante señalar
que sólo 0.6% de la población reportó un trastorno por con-
sumo de drogas (1.1% hombres, 0.2% mujeres). 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Consumo de Dro-
gas, Alcohol y Tabaco 2016-2017 (Encodat), el consumo
en mujeres aumentó desproporcionadamente, con “cual-
quier droga” aumentando de 0.7% a 1.3%, “drogas ilega-
les” de 0.4% a 1.1%, y marihuana de 0.3 a 0.9%. El con-
sumo en jóvenes (12-17 años) también aumentó de 0.6% a
3.1% para “cualquier droga”, de 1.5% a 2.9% para “drogas
ilegales” y de 0.6% a 2.1% para la marihuana. El grupo con
las tasas de consumo más altas sigue siendo el de hombres
entre 18-34 años. 

Cuando se trata de atender a las personas que usan drogas,
es conveniente que se evite la estigmatización, y se atienda
en términos libres de prejuicios morales, que sean respe-
tuosos de los derechos humanos, y precisos respecto a las
circunstancias y los objetivos de la atención.

El uso de drogas es ampliamente condenado en nuestra so-
ciedad. Y no hay nadie que acepte o promueva el uso por
parte de menores, y el consenso más bien está en disuadir
prácticas de riesgo en ese grupo que puede presentar vul-
nerabilidad y requiere de una protección especial por el Es-
tado. Pero es muy importante reconocer niñas y niños co-
mo sujetos de derechos que deben ser escuchados y
participar de las decisiones que el Estado genere para ellos. 

Para poder diseñar una política de prevención de riesgos y
daños relacionados con el consumo de sustancias, es impor-
tante tener en claro distinciones conceptuales clave. Uso,
abuso y dependencia son tres términos distintos. Uso no es
necesariamente abuso. Según el Informe mundial sobre las
drogas 2015, “más de 1 de cada 10 consumidores de drogas
es un consumidor problemático que sufre trastornos ocasio-
nados por el consumo de drogas o drogodependencia”.5 Es
decir, el usuario que no presenta consumo nocivo es mayor.
Aunque el uso de una sustancia psicoactiva implica riesgos
en mayor o menor medida, el uso no necesariamente impli-
ca daños, y por lo tanto no necesariamente implica uso noci-
vo, abuso o uso problemático. Ninguna de estas conductas
amerita ser condenadas moralmente, y mucho menos por el
Estado. 

Asimismo, aunque la dependencia a una sustancia psicoac-
tiva implica riesgos, no necesariamente es un daño en sí.
La dependencia es una condición orgánica de la persona,
que puede ser valorada en términos científicos y por su-
puesto médicos y terapéuticos. La dependencia puede pro-
piciar la repetición de un uso nocivo, y por lo tanto repre-
sentar un factor de riesgo adicional, pero como condición
del organismo no es por sí misma un daño, y mucho menos
una condición que amerite ser juzgada o tratada penalmen-
te. Al respecto, abunda la documentación en ciencias mé-
dicas y en ciencias antropológicas sobre dependencia, en
contextos terapéuticos controlados que brindan un benefi-
cio significativamente mayor que el perjuicio o los daños
que puedan haber relacionados con el uso necesario -o no-
y reiterado que genera la sustancia. 

El extendido hábito cotidiano de beber café como parte de
la rutina matutina es otro ejemplo de dependencia a una
sustancia psicoactiva –en este caso, un estimulante de pro-
ducción y comercio lícitos—sin daños considerables, aun-
que puede ameritar atención como factor de riesgo de en-
fermedades no transmisibles, como problemas cardíacos y
de hipertensión. 

Por otro lado, no es necesario que haya dependencia para
que el uso sea nocivo o problemático. El consumo en ex-
ceso de alcohol durante una ocasión, aunque no se padez-
ca de alcoholismo, así como el riesgo de un brote psicótico
por uso de alucinógenos como el LSD, son dos ejemplos
ampliamente documentados de usos nocivos o abusos don-
de no necesariamente hay dependencia. Los usos nocivos
sin dependencia son también objeto de atención desde las
políticas públicas. 
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Los servicios públicos, en su contacto con las personas, es-
pecialmente las que están en condición de mayor vulnerabi-
lidad, no deben restar calidad moral por el hecho de existir un
uso de sustancias psicoactivas. Quien usa una droga, lícita o
ilícita, no comete delito alguno por el hecho de usarla, y el
uso de drogas no menoscaba los derechos humanos.6

Esta iniciativa plantea que, en materia de salud ante la rea-
lidad del uso de sustancias psicoactivas, el objetivo de la
atención es la prevención de riesgos y daños, y no la con-
dena moral por el uso o la dependencia. Prevenir riesgos y
daños es, prevenir la promoción, el acceso no regulado, y
el uso no médico de sustancias de abuso. 

Prevenir riesgos y daños es, en población donde ya hay
uso, hablar sin prejuicios morales y con base en evidencia
sobre los riesgos y los daños a la salud física, mental y so-
cial. Ante la realidad del uso de sustancias prevenir riesgos
y daños es reducir, en colaboración con la persona que re-
cibe el servicio, los riesgos derivados de su uso particular
de sustancias psicoactivas: riesgos tales como adquirir o
agravar padecimientos de salud mental, enfermedades
transmisibles y enfermedades no transmisibles, y la ocu-
rrencia de percances accidentales. 

La reducción de daños, en esencia, se refiere a políticas,
programas y prácticas que tratan de reducir los daños aso-
ciados con el uso de drogas psicoactivas sin el requeri-
miento necesario de la terminación de uso. Los enfoques
complementarios de reducción de daños que pretenden
prevenir o reducir el nivel en conjunto de consumo de dro-
gas, aceptan que mucha gente que utiliza drogas son inca-
paces o no desean terminar con la adicción. Asimismo,
acepta que algunas personas que utilizan drogas no necesi-
tan tratamiento. Existe una necesidad de proveer a la gente
que utiliza drogas con opciones que les ayuden a minimi-
zar riesgos de continuar con el uso de drogas y de agredir-
se a ellos mismos u otros. 

Tomado de ¿Por qué tenemos que reducir los daños y los
riesgos asociados a su consumo?7

Ejemplos de intervenciones para la reducción de daños 

• Proveer de jeringas esterilizadas a usuarios de drogas
inyectables 

• Prescribir medicamentos sustitutos, por ejemplo, en la
terapia de sustitución de opiáceos 

• Prevención de sobredosis 

• Cuartos de consumo de drogas 

La gravedad del riesgo de un uso, con o sin dependencia,
es determinada por factores tales como las características
de la sustancia en cuestión, las condiciones de la salud fí-
sica y mental de la persona, y la práctica en particular, por
ejemplo, la vía de administración. 

Prevenir riesgos y daños es propiciar la eventual absten-
ción cuando la situación lo amerita, y contando con la vo-
luntad de quien usa. 

Prevenir riesgos y daños es considerar el uso de drogas co-
mo un factor de riesgo. La dependencia también es un fac-
tor de riesgo. Otros factores de riesgo que incrementan los
riesgos por consumo de drogas son, ser menor de edad, pa-
decer de problemas preexistentes de salud física o mental,
la falta de acceso a servicios básicos, y la exclusión social. 

La discusión sobre qué alternativas serían las más idóneas
respecto a las sustancias psicoactivas -legalizar o regular
desde un enfoque de salud y no únicamente desde el de se-
guridad pública-no es asunto menor, sobre todo si tomamos
en consideración que existen multiplicidad de sustancias y
que el fenómeno de la dependencia, uso nocivo o proble-
mático es multifactorial. 

Sin duda esa será una discusión que continuará, empero,
independientemente de esa discusión, corresponde al Esta-
do la obligación de garantizar el derecho a la salud de la
ciudadanía, incluida la promoción de la salud física y men-
tal, así como la prevención, la reducción de riesgos y daños
y la atención ante el uso de sustancias; en este orden de ide-
as el sistema de salud debe garantizar que aquellas perso-
nas con uso nocivo o problemático puedan acceder al tra-
tamiento y rehabilitación de calidad con pleno respeto a sus
derechos humanos desde un enfoque científico y libre de
prejuicios morales. 
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Cualquier modificación legal en materia de drogas requie-
re de construir una verdadera política de prevención, infor-
mación y educación que permita a los potenciales usuarios
de éstas, y a los que ya lo son, contar con un apoyo desde
el Estado que respete sus derechos y los ayude a tomar de-
cisiones informadas frente a este fenómeno. De este modo,
es imprescindible transmitir a la sociedad el mensaje de
que el fenómeno de las drogas no puede ser reducido a un
problema de seguridad pública ni de efectividad policíaca
o militar. Nadie puede pedir, de forma realista, que las cor-
poraciones policíacas impidan con éxito que las personas
consuman drogas. La sociedad y la ciudadanía deben ha-
cerse responsables de sus propias decisiones como perso-
nas adultas, mientras que, desde el Estado debemos extre-
mar las medidas preventivas e informativas entre todos, en
particular entre la niñez y la juventud. 

El enfoque de reducción de daños se entiende como un
conjunto de intervenciones preventivas, sanitarias y socia-
les, que tienen por finalidad minimizar los riesgos por el
uso sustancias psicoactivas, fármacos, o psicotrópicos, así
como reducir los daños que se puedan derivar del uso no-
civo o problemático. Estas intervenciones acercan recursos
necesarios para generar entornos apropiados que fortalecen
los factores de protección y reducen los riesgos y daños
asociados al uso. 

La presente iniciativa pretende por un lado proponer nue-
vos términos para el acercamiento al tema de los usos, los
usos nocivos o problemáticos y la dependencia a sustan-
cias, centrando la atención en la persona; agrega definicio-
nes que buscan coadyuvar a desestigmatizar a las personas
que usan drogas, aclarando que no todo uso es problemáti-
co o nocivo, no todo uso implica dependencia a sustancias
y de igual manera, puede haber uso problemático o nocivo
sin que haya dependencia. 

Modifica el nombre del Capítulo IV Programa contra la
Farmacodependencia, a Programa para la prevención de
riesgos y daños ante el uso de sustancias psicoactivas. Una
denominación alternativa podría derivarse del nombre del
Capítulo II correspondiente al alcohol, para quedar como
sigue: Programa para la Prevención, reducción y trata-
miento del uso nocivo de sustancias psicoactivas y de la
atención a la farmacodependencia. 

Otro cambio consiste en tipificar en el artículo 192 bis con-
ductas y circunstancias, en lugar de personas, para evitar la
discriminación y la estigmatización de las personas que

usan drogas o sustancias psicoactivas, y para facilitar entre
las partes involucradas el acuerdo de los objetivos a alcan-
zar de la atención brindada tanto a la usuaria o el usuario,
como a las personas que le rodean. 

Además, el término “Detección temprana” es ampliado en
su definición, para incluir la 

detección de una multiplicidad de factores de riesgo, tales co-
mo la exclusión social, la presencia de conductas antisocia-
les, o la presencia previa de padecimientos en la salud men-
tal, y no solamente la detección de un primer consumo. El
uso de sustancias psicoactivas es un riesgo de abuso, espe-
cialmente en población menor de edad, pero detectarlo sin
atentar contra los derechos a la vida privada puede represen-
tar un riesgo de abuso a los derechos humanos de quien usa.
Hay procedimientos menos intrusivos para detectar el posible
uso de drogas, que es solo uno de varios factores de riesgo
detectables para lograr intervenciones más efectivas de pre-
vención, tratamiento e inclusión social. 

Se el término sustancias psicoactivas por considerarlo más
adecuado de acuerdo a la terminología de salud, además de
contribuir a reforzar el abordaje de la prevención reducción
y tratamiento desde el enfoque de salud. 

Además de lo anterior, en aras de abonar a la despenaliza-
ción de los usuarios de cannabis se propone una modifica-
ción al primer párrafo y que se derogue el segundo párrafo
del artículo 478, tomando la propuesta presentada por el
ejecutivo federal encabezado por el presidente Peña Nieto,
en su momento. 

Por último, modifica el artículo 199 del Código Penal Fe-
deral, para armonizar lo que a términos de la ley general de
salud refiere en materia de uso de sustancias. 

Fundamento legal 

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, integrante de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de los ar-
tículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a la consideración de esta
Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto 
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De decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud y el artículo
199 del Código Penal Federal en materia de prevención
de riesgos y daños ante el uso de sustancias psicoacti-
vas. 

Artículo Primero: Se reforma la fracción XXI del artícu-
lo 3; el párrafo C del artículo 13, la fracción III del artícu-
lo 112; la denominación del Capítulo IV del Título Décimo
Primero; los artículos 191; 192, 192 Bis, 192 ter, 192 Qua-
ter, 192 Quintus, 192 Sextus, 193 Bis; la fracción II, III, IV,
VIII del artículo 473, el artículo 478 y 481, se deroga el se-
gundo párrafo del artículo 193 bis.; todos de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de sa-
lubridad general: 

I a XX... 

XXI. La prevención de riesgos y daños ante el uso de
sustancias psicoactivas y la atención integral del uso,
abuso, y dependencia a dichas sustancias; 

XXI a XXVIII…

Artículo 13. La competencia entre la Federación y las en-
tidades federativas en materia de salubridad general queda-
rá distribuida conforme a lo siguiente: 

A. (...) 

B. (...) 

C. Corresponde a la Federación y a las entidades fede-
rativas la prevención de riesgos y daños ante uso de
sustancias psicoactivas, la atención integral de su
uso, abuso, y dependencia y la persecución de los de-
litos contra la salud, en los términos del artículo 474 de
esta Ley. 

Artículo 112. La educación para la salud tiene por objeto: 

I y II ... 

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición, alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad, activación física para la salud, salud
mental, salud bucal, educación sexual, planificación fa-
miliar, cuidados paliativos, riesgos de automedicación,

prevención de riesgos y daños asociados al uso de
sustancias psicoactivas, salud ocupacional, salud vi-
sual, salud auditiva, uso adecuado de los servicios de sa-
lud, prevención de accidentes, donación de órganos, te-
jidos y células con fines terapéuticos, prevención de la
discapacidad y rehabilitación de las personas con disca-
pacidad y detección oportuna de enfermedades. 

Título Décimo Primero
Programas Contra las Adicciones 

Capítulo IV
Programa para la prevención de riesgos y daños ante

el uso de sustancias psicoactivas

Artículo 191. La Secretaría de Salud y el Consejo de Sa-
lubridad General, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, se coordinarán para la ejecución del programa pa-
ra la prevención de riesgos y daños ante el uso de
sustancias psicoactivas, a través de las siguientes accio-
nes: 

I. La prevención, tratamiento, rehabilitación y reduc-
ción de riesgos y daños asociados ante el uso de sus-
tancias psicoactivas.

II. La educación sobre los riesgos y daños asociados al
uso, abuso y dependencia a sustancias psicoactivas; 

III. La educación e instrucción a la familia y a la comu-
nidad sobre la forma de reconocer los factores de ries-
go y protección ante el uso de sustancias y adoptar las
medidas oportunas para su prevención, reducción de
daños y tratamiento.

La información que reciba la población deberá estar basa-
da en estudios científicos, ética y derechos humanos y
alertar de manera clara sobre los efectos, riesgos y daños
físicos y psicológicos del consumo de éstas, pero además
alentar un trato digno y respetuoso hacia las personas
que usan sustancias psicoactivas. 

Artículo 192. La Secretaría de Salud elaborará un progra-
ma nacional para la atención integral de la prevención,
el tratamiento, la rehabilitación y la reducción de ries-
gos y daños ante el uso de sustancias psicoactivas, y lo
ejecutará en coordinación con dependencias y entidades
del sector salud y con los gobiernos de las entidades fede-
rativas. 
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Este programa establecerá los procedimientos y criterios
para la prevención, reducción de riesgos y daños, trata-
miento y en su caso rehabilitación de uso nocivo de sus-
tancias psicoactivas; será de observancia obligatoria para
los prestadores de servicios de salud del Sistema Nacional
de Salud en todo el territorio nacional y en los estableci-
mientos de los sectores público, privado y social que reali-
cen actividades preventivas, de tratamiento y de control de
las adicciones y la farmacodependencia. 

Las campañas de información y sensibilización que reciba
la población deberán estar basadas en estudios científicos,
con enfoque de derechos humanos y alertar de manera
adecuada sobre los efectos y daños físicos y psicológicos
del consumo de estupefacientes y psicotrópicos. 

De conformidad con los términos establecidos en el pro-
grama nacional para la prevención, reducción de daños,
tratamiento del uso nocivo de sustancias psicoactivas y la
farmacodependencia, los gobiernos de las entidades fede-
rativas serán responsables de: 

I. Promover y llevar a cabo campañas permanentes de
información y orientación al público, para la prevención
y la reducción de daños de estupefacientes y psicotró-
picos; y 

II. Proporcionar información, brindar la atención médi-
ca y los tratamientos que se requieran a las personas que
usan estupefacientes y psicotrópicos. 

Artículo 192 Bis. Para los efectos del programa nacional
se entiende por: 

I. Dependencia: presentación de signos o síntomas de
dependencia a sustancias psicoactivas, estupefacien-
tes, psicotrópicos o fármacos. 

II. Uso: Consumo o utilización de sustancias psicoac-
tivas, estupefacientes o psicotrópicos, haya o no de-
pendencia, haya o no uso nocivo. 

III. Uso nocivo, abuso o uso problemático: Uso que
causa o contribuye a causar daños en la salud de
quien usa o de quienes le rodean. 

IV. Suspensión del abuso de sustancias psicoactivas:
Proceso mediante el cual la persona con uso nocivo o
problemático de sustancias participa en forma volun-
taria en la superación de su uso nocivo o problemáti-

co con el apoyo del entorno comunitario en la identifi-
cación y solución de problemas comunes que lo provo-
caron. 

V. Atención médica: Al conjunto de servicios que se
proporcionan al individuo, con el fin de proteger, pro-
mover y restaurar su salud; 

VI. Detección temprana: Corresponde a una estrategia
de prevención primaria y secundaria que tiene como
propósito identificar el riesgo de uso nocivo de sustan-
cias psicoactivas a fin de aplicar medidas preventivas
y terapéuticas de carácter médico, psicológico y social
lo más temprano posible; 

VII. Prevención: El conjunto de acciones dirigidas a
evitar o reducir el uso o el uso nocivo o problemático
de sustancias psicoactivas, así como los riesgos sani-
tarios, sus consecuencias físicas, psíquicas, económi-
cas, familiares y sociales; 

VIII. Atención a factores de riesgo y de protección:
El conjunto de acciones dirigidas a identificar y re-
ducir, en las poblaciones y en las personas, los facto-
res que incrementan el riesgo de uso y dependencia
problemáticos, tales como la exclusión social, así co-
mo a identificar y fortalecer los factores de protec-
ción que reducen este riesgo, tales como la promo-
ción de la salud y el fortalecimiento del tejido social. 

IX. Reducción de daños: conjunto de políticas, pro-
gramas y prácticas no coercitivas e incrementales,
orientadas a evitar o reducir situaciones de riesgo,
mejorar o limitar los riesgos y daños asociados al uso
de sustancias psicoactivas. 

X. Tratamiento: El conjunto de acciones que tienen por
objeto eliminar el uso o reducir los riesgos y daños que
implican el uso y abuso de sustancias, abatir los padeci-
mientos asociados al consumo, e incrementar el grado
de bienestar físico, mental y social, tanto del que usa,
abusa o depende de esas sustancias, como de su familia; 

XI. Investigación en materia de uso, dependencia, uso
nocivo o problemático de sustancias, tiene por objeto
determinar las características y tendencias del problema,
así como su magnitud e impacto en lo individual, fami-
liar y colectivo; construyendo las bases científicas para
la construcción de políticas públicas y los tratamientos
adecuados para los diversos tipos y niveles de usos de
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sustancias; respetando los derechos humanos y su inte-
gridad, y 

XIII. Sustancias psicoactivas: Son aquellas sustan-
cias de origen natural o sintético que cuando se con-
sumen por cualquier vía, tienen la capacidad de ge-
nerar un efecto directo sobre el sistema nervioso
central, que está compuesto por el cerebro y la mé-
dula espinal, ocasionando cambios específicos a sus
funciones. Estas sustancias son capaces de inhibir el
dolor, modificar el estado anímico o alterar las per-
cepciones. 

Artículo 192 Ter. En materia de prevención se ofrecerá a
la población un modelo de intervención temprana que,
partiendo de la atención a factores de riesgo y de pro-
tección, considere desde la prevención y promoción de una
vida saludable, hasta el tratamiento ambulatorio de calidad,
el programa nacional fortalecerá la responsabilidad del Es-
tado, principalmente de la Secretaría de Salud, ofreciendo
una visión integral y objetiva del uso nocivo o problemá-
tico de sustancias para: 

I. Desarrollar campañas de educación para prevención
del uso nocivo o problemático de sustancias psicoac-
tivas, con base en esquemas novedosos y creativos de
comunicación que permitan la producción y difusión de
mensajes de alto impacto social, con el fin de atender
los factores de riesgo y fortalecer los factores de pro-
tección, reforzar los conocimientos de daños y riesgos
asociados al uso de sustancias psicoactivas, especial-
mente dirigirá sus esfuerzos hacia los sectores identifi-
cados como de alto riesgo, a través de centros de edu-
cación básica; 

II. Coordinar y promover con los sectores público, pri-
vado y social, las acciones para prevenir el uso nocivo
o problemático de sustancias psicoactivas, con base
en la información y en el desarrollo de habilidades para
proteger, promover, restaurar, cuidar la salud individual,
familiar, laboral, escolar y colectiva; 

III. Proporcionar atención integral a grupos de alto ries-
go en los que se ha demostrado, a través de diversas in-
vestigaciones y estudios, que, por sus características
biopsicosociales, tienen mayor probabilidad de uso,
abuso o dependencia a sustancias psicoactivas, y 

IV. Realizar las acciones de prevención necesarias con
base en la percepción de riesgo de consumo de sustan-

cias en general, la sustancia psicoactiva de uso; las ca-
racterísticas de los individuos, los patrones de uso y
abuso; los problemas asociados a las drogas; así como
los aspectos culturales y las tradiciones de los distintos
grupos sociales 

Artículo 192 Quáter. Para el tratamiento de la dependen-
cia y el uso nocivo o problemático de sustancias psico-
activas, las dependencias y entidades de la administración
pública en materia de salubridad general, tanto federales
como locales, deberán crear centros especializados en tra-
tamiento, atención, y rehabilitación, con base en sistemas
modernos de tratamiento y rehabilitación, fundamentados
en el respeto a los derechos humanos, a la integridad y a la
libre decisión de la persona usuaria de sustancias. 

La ubicación de los centros se basará en estudios rigurosos
del impacto de las adicciones en cada región del país y de-
berá: 

I. Crear un padrón de instituciones y organismos públi-
cos y privados que realicen actividades de prevención,
tratamiento, atención y reinserción social en materia de
dependencia y uso nocivo o problemático de sustan-
cias psicoactivas, que contenga las características de
atención, condiciones y requisitos para acceder a los
servicios que ofrecen, y 

II. Celebrar convenios de colaboración con instituciones
nacionales e internacionales de los sectores social y pri-
vado, y con personas físicas que se dediquen a la preven-
ción, tratamiento, atención y reinserción social en mate-
ria de dependencia y uso nocivo o problemático de
sustancias psicoactivas, con el fin de que quienes re-
quieran de asistencia, puedan, conforme a sus necesida-
des, características, posibilidades económicas, acceder a
los servicios que todas estas instituciones o personas físi-
cas ofrecen. 

Artículo 192 Quintus. La Secretaría de Salud realizará
procesos de investigación en materia de dependencia, uso
y uso nocivo o problemático de sustancias psicoactivas
para: 

I. Determinar las características y tendencias del uso y
uso problemático de sustancias psicoactivas, así co-
mo su magnitud e impacto en lo individual, familiar y
colectivo; 
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II. Contar con una base científica que permita diseñar e
instrumentar políticas públicas eficaces en la materia; 

III. Evaluar, el impacto de los programas preventivos,
de reducción de daños, así como de tratamiento y re-
habilitación, estableciendo el nivel de costo-efectividad
de las acciones, tomando como base, entre otros, in-
dicadores que reflejen el enfoque de derechos huma-
nos; 

IV. … 

V. … 

VI. Realizar convenios de colaboración a nivel interna-
cional que permita fortalecer el intercambio de expe-
riencias novedosas y efectivas en la prevención, reduc-
ción de riesgos y daños, y tratamiento, así como el
conocimiento y avances sobre la materia, y 

VII. En toda investigación en que el ser humano sea su-
jeto de estudio, deberá prevalecer el criterio del respeto
a su dignidad, la protección de sus derechos humanos y
su bienestar. 

(…) 

Artículo 192 Sextus. El proceso de superación de la de-
pendencia o el uso nocivo o problemático de sustancias
psicoactivas debe: 

I. Fomentar la participación comunitaria y familiar en la
prevención, reducción de daños, y tratamiento, en co-
ordinación con las autoridades locales, y las institucio-
nes públicas o privadas, involucradas en los mismos,
para la planeación, programación, ejecución y evalua-
ción de los programas y acciones; 

II. … 

III. Reconocer a las comunidades terapéuticas, para el
tratamiento y rehabilitación del uso nocivo o proble-
mático de sustancias, en las que, sin necesidad de in-
ternamiento, se pueda hacer posible la reinserción so-
cial, a través del apoyo mutuo, y 

IV. Reconocer la importancia de los diversos grupos de
ayuda mutua, que ofrecen servicios gratuitos en apoyo a
personas con uso nocivo o problemático de sustan-
cias psicoactivas en recuperación, con base en expe-

riencias vivenciales compartidas entre los miembros del
grupo, para reducir o eliminar el uso nocivo o proble-
mático de sustancias. 

Artículo 193 Bis. Con fundamento en el artículo 478 de
esta Ley, las autoridades de salud deberán brindar la aten-
ción a la persona usuaria de sustancias psicoactivas en
los términos del programa de prevención de riesgos y
daños ante el uso de sustancias psicoactivas 

Se deroga 

Artículo 473. Para los efectos de este capítulo se entende-
rá por: 

I. Comercio: la venta, compra, adquisición o enajena-
ción de algún narcótico; 

II. Dependencia o farmacodependencia: presenta-
ción de signos o síntomas de dependencia a sustan-
cias psicoactivas, estupefacientes, psicotrópicos o
fármacos; de los previstos en los artículos 237 y 245,
fracciones I a III, de esta Ley 

III. Persona con uso nocivo o uso problemático: To-
da persona que presenta un uso de sustancias psico-
activas, estupefacientes, psicotrópicos o fármacos que
daña su salud o la de quienes le rodean; 

IV. Usuaria/o: Toda persona que consume o utilice es-
tupefacientes o psicotrópicos y que puede o no presen-
tar signos o síntomas de dependencia; 

V. Narcóticos: los estupefacientes, psicotrópicos y de-
más sustancias o vegetales que determinen esta Ley, los
convenios y tratados internacionales de observancia
obligatoria en México y los que señalen las demás dis-
posiciones legales aplicables en la materia; 

VI. Posesión: la tenencia material de narcóticos o cuan-
do éstos están dentro del radio de acción y disponibili-
dad de la persona; 

VII. Suministro: la transmisión material de forma direc-
ta o indirecta, por cualquier concepto, de la tenencia de
narcóticos, 

VIII. Tabla: la relación de narcóticos y la orientación de
dosis máximas de consumo personal previstas en el ar-
tículo 479 de esta Ley. 
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Artículo 478. No se considerará como delito la posesión
para estricto consumo personal de alguno de los narcó-
ticos señalados en la tabla en igual o inferior cantidad a
la prevista en la misma. 

Se deroga. 

Artículo 481. El Ministerio Público o la autoridad judicial
del conocimiento, tan pronto identifique que una persona re-
lacionada con un procedimiento es una persona con uso no-
civo o problemático de sustancias psicoactivas, deberá in-
formar de inmediato y, en su caso, dar intervención a las
autoridades sanitarias competentes, para los efectos del tra-
tamiento que corresponda. 

En todo centro de reclusión se prestarán servicios de tra-
tamiento y rehabilitación a personas con uso nocivo o
problemático de sustancias psicoactivas. 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del be-
neficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se
considerará como antecedente de mala conducta el relativo
a que se le haya considerado persona con uso nocivo o pro-
blemático de sustancias psicoactivas. 

Artículo Segundo: Se reforma el artículo 199; del Código
Penal Federal para quedar como sigue: 

Artículo 199. El Ministerio Público o la autoridad judicial
del conocimiento, tan pronto conozca que una persona re-
lacionada con algún procedimiento por los delitos previs-
tos en los artículos 195 o 195 bis, es una persona con uso
nocivo o problemático de sustancias psicoactivas, debe-
rá informar de inmediato y, en su caso, dar intervención a
las autoridades sanitarias competentes, para los efectos de
facilitación del tratamiento que corresponda. En todo cen-
tro de reclusión se prestarán servicios de rehabilitación a
personas con uso nocivo o problemático de sustancias
psicoactivas. Para el otorgamiento de la condena condi-
cional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando
procedan, no se considerará como antecedente de mala
conducta el relativo al uso nocivo o problemático de sus-
tancias psicoactivas. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. En los términos del artículo 184 Bis de la Ley
General de Salud Consejo Nacional contra las Adicciones
propondrá el Programa a que hace referencia el presente
decreto en un plazo no mayor a 180 días. 

Notas

1 Amparo en revisión 548/2018, Ministro Ponente: Arturo Zaldívar,
página 50 

2 La política de drogas en México: causa de una tragedia nacional. Una
propuesta radical, e indispensable, para remediarla, Zedillo Ponce de
León, Pérez Correa et. al. Documento PDF. 

3 Catalina Pérez Correa; ponencia: “Procesamiento de los delitos con-
tra la salud en México” Ciudad de México, marzo, 2016. 

4 Obra citada. 

5 Informe mundial sobre las drogas 2015. Resumen Ejecutivo. Oficina
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

6 Declaración Universal de Derechos Humanos. También: “Guía Legal
de Usuarios de Drogas”, Colectivo por una Política Integral hacia las
Drogas, AC. 

7 Documento electrónico en URL

http://hemerotecadrogues.cat/docs/20idees_falses_cast.pdf 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el día 13 de noviembre
de 2018.— Diputadas y diputados: Martha Angélica Tagle Martínez,
Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, Fabiola Raquel Guadalupe
Loya Hernández, Jacobo David Cheja Alfaro, Juan Carlos Villarreal
Salazar, Juan Francisco Ramírez Salcido, Juan Martín Espinoza Cár-
denas, Justino Eugenio Arriaga Rojas, María de los Ángeles Gutiérrez
Valdez, María Libier González Anaya, Mario Alberto Ramos Tamez,
Nohemí Alemán Hernández, Sandra Simey Olvera Bautista (rúbri-
cas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. Túrnese a la Comisión de Salud, para
dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión.
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